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PROGRAMA DE LA CONFERENCIA
 
MAGISTRAL “LOS GRANDES PROBLEMAS
 

DE LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO”,
 
PUEBLA, PUEBLA
 

PRIMER SEMINARIO NACIONAL 
E INTERNACIONAL DE ACTUALIZACIÓN 
Y FORMACIÓN EN DERECHOS 
HUMANOS 

Noviembre 7 de 2003 
Hora: 17:00 a 17:45 hrs. 
Registro de asistencia. 
Hora: 18:00 a 18:20 hrs. 
Palabras de bienvenida:
 
Hora: 18:20 a 19:20 hrs.
 
Conferencia magistral:
 
Tema: Los grandes problemas de los
 
Derechos Humanos en México.
 
Ponente: Dr. José Luis Soberanes
 
Fernández,
 
Presidente de la Comisión Nacional
 
de los Derechos Humanos.
 
Sesión de preguntas y respuestas.
 
Clausura.
 

Informes e inscripciones: 
PERSPECTIVA DE LOS DERECHOS Avenida 5 de Mayo 2929 “A” 
HUMANOS Y SU SITUACIÓN ACTUAL Fraccionamiento Las Hadas. 

C. P. 72070 
Teléfonos: 248 50 22, 248 53 19 
fax: 248 50 22 
Lada sin costo: 01 800 2 01 01 05 

01 800 2 01 01 06 
Correo: cdh@puebla.megared.net.mx 
Inscripciones gratuitas (cupo limitado). 
Valor curricular. 
Requisitos: 
Asistir al 80% de las conferencias. 

Las sesiones del evento se llevarán a 
cabo en el Aula Magna “José María 
Lafragua”, del Honorable Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, ubicada 
en 5 Oriente núm. 9, Col. Centro. 
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INAUGURACIÓN DEL ENCUENTRO
 
NACIONAL ENTRE LA CNDH,
 
LAS COMISIONES LOCALES
 

Y ORGANIZACIONES NO 
GUBERNAMENTALES* 

El encuentro que hoy nos convoca a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a las Comisio­
nes estatales y a casi 650 representantes de Organizaciones No Gubernamentales dedicadas a la pro­
moción y defensa de los derechos fundamentales en nuestro país, está precedido por dos años de 
relación cada vez más intensa y, también, más comprensiva, solidaria e incluso comprometida entre la 
mayor parte de las Comisiones públicas de protección de los Derechos Humanos y las mencionadas 
Organizaciones No Gubernamentales de nuestro país. 

A lo largo de estos años hemos logrado llevar a cabo —antes que nada— una visión constructiva de 
lo que respectivamente podemos hacer cuando estamos dispuestos a escucharnos y a dialogar sin 
cancelar nuestras diferencias, pero buscando siempre la posibilidad de trabajar con enfoques conver­
gentes en los temas y en los asuntos que nos ocupan. 

En dos años de permitirnos una relación más cercana, hemos logrado generar confianza y superar 
situaciones de indiferencia y aun de descalificación que —si bien no han desaparecido del todo— no 
son ya la característica del trato entre nosotros. 

Sin vanagloria alguna quiero pensar que todos y cada uno de nosotros estamos cada vez más con­
vencidos de que pugnar por el respeto y la vigencia de los derechos fundamentales en México nos ha 
traído importantes lecciones que seguimos aprendiendo a diario. Una de ellas, que me parece funda­
mental, es que la defensa de los Derechos Humanos nos enseña que la capacidad para exigir y la 
necesidad de proponer pueden ser complementarias y, de hecho, se necesitan porque la exigencia y el 
reclamo de lo justo se fortalece sólo si se le acompaña con los argumentos del Derecho. 

* Mensaje del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, durante la 
inauguración del encuentro nacional celebrado en Puerto Vallarta, Jalisco, del 12 al 15 de noviembre de 2003. 
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La construcción creciente de consensos entre la sociedad civil y los Organismos públicos de Dere­
chos Humanos ha impulsado propuestas concretas que el tiempo ha mostrado pertinentes, como por 
ejemplo la creación de una Fiscalía para atender los casos de desaparición forzada de personas en los 
años setentas y ochentas, y que recomendó la CNDH haciéndose eco de innumerables agrupaciones 
civiles. 

Hoy, las agrupaciones civiles y la mayoría de las Comisiones públicas de Derechos Humanos mar­
chamos juntas, al frente de la exigencia social para resolver y superar —con un esfuerzo de Estado— 
la vergüenza de los terribles y no resueltos crímenes de mujeres en Ciudad Juárez. 

Señor Presidente, señoras y señores: 

En la CNDH nos anima seguir encontrando acuerdos de colaboración solidaria con numerosas ONG 
para trabajar y atender casos y causas específicas, así como para realizar actividades de capacitación al 
servicio de los defensores civiles de los Derechos Humanos y, llegado el caso, para estar atentos 
cuando éstos —en razón de sus actividades— requieren defensa por ser víctimas de agresiones y 
abusos del poder. 

Todos los días seguiremos atestiguando el crecimiento de un movimiento con implicaciones del 
más alto impacto en la vida diaria del país, me refiero a la participación de las organizaciones de la 
sociedad civil en la promoción, protección y defensa de los Derechos Humanos, junto con los Orga­
nismos públicos respectivos. 

Sin embargo, el movimiento de la sociedad civil en pro de los Derechos Humanos no comenzó ayer. 
Hay actitudes ejemplares cuya fuerza debemos rescatar y tener presente. Me refiero a la tenacidad de 
las Organizaciones No Gubernamentales que, entre 1980 y 1990, fueron pioneras en enfrentar y hacer 
retroceder la tortura, los atropellos policiacos, las desapariciones forzadas y toda una larga secuela de 
agravios y delitos brutales que sintetizan el concepto más extremo del abuso del poder. 

Hoy, en tiempos de transición democrática y de alternancia, las Organizaciones No Gubernamenta­
les tienen nuevos retos pues no basta ya, al parecer, el poder acreditar independencia sino además 
productividad social. Así como la democracia fue posible porque el poder se vio obligado a abrir 
nuevos cauces legales al empuje y al reclamo de los ciudadanos, y porque todas las fuerzas respetaron 
esta nueva legalidad, ahora comienza a entenderse que expandir la libertad de acción de las personas 
y sus agrupaciones en todos los ámbitos de la vida asociada, también requiere y reclama vigencia del 
Estado de Derecho y una firme voluntad de apego a las leyes por parte de todos. 

El compromiso con la legalidad es indispensable para que todos los defensores —lo mismo públi­
cos que privados— podamos darle concreción y espacio a la lucha en favor de una cultura de respeto 
a los derechos fundamentales en México. 
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Mucho deseo que este encuentro que hoy se inaugura se convierta en un foro que reafirme nuestra 
exigencia y compromiso generales con la legalidad y el Estado de Derecho y en un espacio que ponga 
de manifiesto nuestra voluntad por afianzar y encontrar caminos de colaboración en los objetivos que 
nos son comunes. 

La Comisión Nacional apuesta a privilegiar, con respeto a su independencia y autonomía, los víncu­
los con los grupos y actores sociales, pues todos reconocemos la necesidad de atender y contribuir a 
lograr que el respeto a los Derechos Humanos sea una política de Estado concebida y estructurada 
como tal en todas sus partes. 

Las políticas públicas hasta ahora aplicadas en materia de respeto a los Derechos Humanos mues­
tran avances, pero éstos no han sido suficientes. Algunos responden solamente a agendas de corto 
plazo, cuando la realidad exige desplegar enfoques plurales y permanentes. 

Señor Presidente de la República, señoras y señores: 

La sociedad nacional sigue demandando de la autoridad medidas que protejan la integridad y los 
derechos de los mexicanos. Por ello, la CNDH seguirá exigiendo y proponiendo —junto con las 
Comisiones locales y las ONG— políticas públicas que comprometan al Gobierno con su función 
social, con el abatimiento de la pobreza y las desigualdades, así como poner fin a las impunidades y a 
los abusos del poder. 

Hago votos porque el encuentro, la discusión, la búsqueda de acuerdos respetuosos y la capacidad 
de proponer soluciones siga siendo el medio para fortalecer el entendimiento y la cooperación crecien­
te entre los Organismos públicos de defensa y promoción de los Derechos Humanos y las Organiza­
ciones No Gubernamentales. 

En ocasión de este encuentro celebro el compromiso y el entusiasmo mostrado por los titulares de 
las Comisiones y Procuradurías de Derechos Humanos del país, así como por los representantes de las 
Organizaciones No Gubernamentales aquí presentes para avanzar en la discusión de nuestra agenda 
como lo señala el lema y divisa de este y todos los encuentros antes celebrados: “Hacia un diálogo 
permanente”. 

A nombre de todos los participantes deseo agradecer muy cumplidamente al Jefe del Estado, el 
Presidente Vicente Fox, por su presencia en este acto para inaugurarlo, ello nos alienta y nos da una 
señal muy clara de su compromiso por la causa de los Derechos Humanos en nuestro país. 

Asimismo, agradezco el esfuerzo del Ombudsman de Jalisco, nuestro anfitrión, el licenciado Carlos 
Manuel Barba García, para la realización de este encuentro. 
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Quisiera terminar compartiendo con ustedes la convicción de que el siglo XXI, con todas sus incer­
tidumbres acumuladas, nos exige rescatar todos los días la razón como premisa básica para la solución 
de los conflictos; nos pide, también, tener al derecho como presupuesto indispensable para la realiza­
ción de la justicia, y a la ética como referente permanente de la conducta de todos los individuos. 

Muchas gracias. 
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VIII CONGRESO Y ASAMBLEA ANUAL
 
DE LA FEDERACIÓN IBEROAMERICANA
 

DE OMBUDSMAN (FIO)
 

Ciudad de Panamá, del 17 al 21
 
de noviembre de 2003
 

“Democracia y Derechos Humanos”
 

PROGRAMA 

17 de noviembre de 2003 
16:30 hrs. Conversación con la señora Thoraya Obaid, Secretaria General Adjunta 

de las Naciones Unidas y Directora Ejecutiva del Fondo de 
Población de la misma organización 
Tema: El Programa de Acción de El Cairo y los Organismos 
defensores de los Derechos Humanos 

18 de noviembre de 2003 
19:00 hrs. Ceremonia de inauguración presidida por la Presidenta de la República 

de Panamá, Mireya Moscoso; el Presidente de la Federación 
Iberoamericana de Ombudsman (FIO), Eduardo Mondino; la Presidenta 
del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), Sonia Picado, 
y el Defensor del Pueblo de la República de Panamá, Juan Antonio Tejada Espino 

19 de noviembre de 2003 
8:30 hrs.	 Transparencia y democracia 

a) Acceso a la información, 
Jorge Santistevan 

b) Libertad de expresión,
 
Miguel Antonio Bernal
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c) Corrupción,
 
Andrés Domínguez Vial
 

11:15 hrs.	 Experiencias de los Ombudsman para el fortalecimiento 
de la transparencia y la democracia 
Germán Mundaraín (Venezuela); Beatrice Carrillo (El Salvador); Antón Cañellas 
(Sindic de Catalunya) 
Preside la mesa: Henrique Nascimento Rodríguez 

13:00 hrs. Almuerzo 

14:30 hrs.	 Retos para asegurar la protección de los migrantes 
a) La visión desde América Latina, 
Roberto Kozak 

b) La visión desde Europa,
 
Enrique Mujica
 

c) Informe de la FIO,
 
Manuel Guedán
 
Preside la mesa: Carlos López Nieves
 

16:30 hrs. Receso 

16:45 hrs.	 La situación de la población y la acción del Estado 
Thomas Jiménez de Araya 

19:00 hrs. Cena de bienvenida 

20 de noviembre de 2003 
8:30 hrs.	 El Ombudsman y el fortalecimiento de los sistemas internacionales 

de protección de los Derechos Humanos 
a) El sistema interamericano,
 
Florentín Meléndez
 

b) El sistema europeo 

c) El sistema de Naciones Unidas,
 
Alfredo Castillero
 

11:00 hrs. Receso 
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11:15 hrs.	 Experiencias de los Ombudsman en los sistemas internacionales 
de protección de Derechos Humanos 
Walter Albán (Perú); José M. Echandi (Costa Rica); Carlos Constenla (Argentina) 
Preside la mesa: Sergio Segreste Ríos 

13:00 hrs. Almuerzo 

14:30 hrs. Asamblea de la FIO 

19:00 hrs. Cena de clausura 

21 de noviembre de 2003 
8:30 hrs.	 Continuación de la Asamblea de la FIO 
12:00 hrs. Conferencia de prensa. Firma de la Declaración de Panamá 
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MENSAJE DEL PRESIDENTE DE LA CNDH
 
SOBRE LOS CASOS DE HOMICIDIOS Y
 
DESAPARICIONES DE MUJERES EN EL
 
MUNICIPIO DE JUÁREZ, CHIHUAHUA* 

Señoras y señores: 

El informe que hoy se presenta documenta y demuestra, con el mayor detalle posible, lo que muchas 
voces de la sociedad han denunciado e intuido desde hace tiempo: la intolerable carga de negligencia, 
desatención, omisiones e incluso discriminación y engaños que ha caracterizado la conducta de mu­
chos agentes de la autoridad, responsables de investigar y esclarecer los casos de mujeres asesinadas y 
desaparecidas en Ciudad Juárez, Chihuahua, así como las conductas omisas de quienes, desde otros 
niveles de gobierno, estaban llamados a prestar apoyo y colaboración. 

Las investigaciones de la CNDH, contenidas en este Informe Especial, forman parte, en todos los 
casos, de las actuaciones de ley realizadas por 20 Visitadores y sus respectivos equipos, comisionados 
durante casi un año para conocer y determinar las presuntas violaciones a los Derechos Humanos en 
que han incurrido servidores públicos que intervinieron en la investigación de 263 de los casos docu­
mentados de homicidios, y en una cantidad aún imprecisa —entre 90 y 257 casos— de desapariciones 
de mujeres que la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua considera vigentes. 

Después de indagar y analizar las actuaciones ministeriales para el esclarecimiento de los homici­
dios, hemos concluido que las autoridades locales —sobre todo las encargadas de encontrar a los 
culpables y someterlos a la acción de la justicia— se han conducido, en la mayor parte de los casos, sin 

* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, durante la 
presentación del Informe Especial expuesto en el Senado de la República el lunes 24 de noviembre de 2003 ante los integrantes de las 
Comisiones Unidas de Seguimiento de las Mujeres Asesinadas y Desaparecidas en Ciudad Juárez, de Derechos Humanos, de Equidad 
y Género, y de Justicia; el martes 25 de noviembre de 2003 en Los Pinos, ante el titular del Poder Ejecutivo federal, licenciado Vicente 
Fox Quesada, y el miércoles 26 de noviembre de 2003 ante deudos y familiares de las víctimas, agrupaciones civiles y la opinión 
pública en general en Ciudad Juárez, Chihuahua. 
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la debida diligencia, con tal impericia, negligencia y laxitud, que los errores y omisiones en que han 
incurrido sólo pueden explicarse por el desprecio a los derechos de las víctimas y de sus familiares. 

Esta Comisión Nacional solicita, expresamente, como parte de sus conclusiones, un minucioso 
deslinde de las responsabilidades legales a cargo de los servidores públicos adscritos a la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Chihuahua, por las omisiones en que han incurrido al realizar las 
investigaciones relativas a los homicidios y las desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad 
Juárez, así como por la falsedad de informes proporcionados a esta Comisión Nacional y difundidos a 
la sociedad en general. Asimismo, solicitamos el deslinde de las responsabilidades en que pudieron 
haber incurrido autoridades federales. 

La negligencia en las investigaciones evidencia un constante desprecio, sólo explicable porque las 
víctimas —en su gran mayoría— eran personas altamente vulnerables: mujeres pobres, jóvenes y 
adolescentes trabajadoras, estudiantes o empleadas de muy modesta condición; personas, en suma, sin 
ningún poder ni voz en la sociedad. 

Señoras y señores: 

El hecho de tener un nombre es lo que nos individualiza como personas; por lo mismo, una de las 
primeras tareas de nuestra investigación fue referir cada dato y cada actuación a personas con nombre 
y apellidos. 

Uno de los hechos más lamentables que pudimos constatar, es que tras ser hallados los restos de 
mujeres no identificadas, éstos fueron inhumados sin que se hayan realizado las indispensables dili­
gencias de identificación y sin haber sido siquiera registradas las características médico forenses de 
dichos restos. 

Sé que a muchos les puede parecer irritante, pero ante las evidencias del descuido nos hemos pre­
guntado muchas veces: ¿Qué habría pasado si las mujeres asesinadas hubieran pertenecido a otro 
estrato social? ¿Se habría actuado entonces con tanto descuido en el levantamiento de los cadáveres y 
en la preservación de las escenas de los delitos? ¿Habría corrido la misma suerte la investigación de 
los casos y el trato recibido por los familiares? 

El Informe Especial que hoy presentamos constata, sin lugar a dudas, la pérdida de indicios funda­
mentales para lograr la identificación de las víctimas y la consecuente confusión, destrucción y extra­
vío de expedientes. Se dio el caso de que la inundación de una oficina destruyera expedientes de la 
investigación o que grupos de indigentes entraran en instalaciones, que se suponían desocupadas, e 
hicieran fuego para calentarse con expedientes irrecuperables. 

De no haber sido mujeres socialmente tan vulnerables, difícilmente se hubiera mostrado tanta ne­
gligencia ante los reportes y las denuncias de los familiares para investigar los hechos. Tanta impuni­
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dad no hubiera ocurrido y tal vez hubiese sido denunciada mucho tiempo antes. Por eso he dicho que 
a Juárez todos llegamos tarde. 

De haber sido otro el perfil de las víctimas no hubiéramos tenido quizá una fiscalía especializada en 
los feminicidios que, en cinco años, ha registrado el cambio de ocho titulares, situación que bastaría 
para comprometer toda continuidad en el seguimiento y culminación de los procesos y las averigua­
ciones. 

De ser otro el nivel socioeconómico de las mujeres muertas no tendríamos hoy quizá dictámenes 
periciales con fallas tan graves como las omisiones para describir, en muchos casos, el lugar de los 
hechos, la tardanza en la emisión de dictámenes de criminalística o la manifiesta incapacidad para 
hacer la descripción detallada y correcta de los signos cadavéricos, así como la ineptitud de no realizar 
exámenes profundos de las ropas de las víctimas en busca de huellas y otros posibles rastros dejados 
por los homicidas, entre otras inexcusables fallas. 

En Ciudad Juárez, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sólo logró consultar 74 expe­
dientes radicados en la Fiscalía Especial para la Investigación de Homicidios de Mujeres, así como 
395 de los 4,587 expedientes relativos a reportes de mujeres desaparecidas, ello porque las autorida­
des —a su decir— no tenían disponible la información. 

Sobre los crímenes de Ciudad Juárez han habido recientemente varios informes e investigaciones 
de Organismos internacionales de Derechos Humanos. El que hoy presentamos se basa en trabajos de 
campo que tomaron en cuenta los antecedentes de la Recomendación 44/98 de esta Comisión. En 
conjunto se realizaron 575 diligencias en Ciudad Juárez que representaron 38,720 horas de trabajo; 
los expedientes revisados contienen 62,750 fojas; se llevaron a cabo 367 diligencias de identificación 
de familiares de víctimas, de ubicación de lugares de hallazgo de cadáveres, así como para allegarnos 
información acerca del número de víctimas de homicidios y desapariciones. 

Señoras y señores: 

Nuestra solidaridad hacia los familiares de las víctimas sólo puede brindarse desde el respeto al dolor 
que sufren. Sabemos cuán difícil es resolver o darle cauce a ese dolor, cuando ni siquiera es posible 
guardar el luto debido a los ausentes; por ello, sabemos que no habrá cura posible si no es sobre la base 
irrenunciable de conocer el paradero de las hijas, hermanas y esposas desaparecidas, y dar el justo 
castigo a los culpables de los delitos. 

Es bienvenido el esfuerzo de alivio iniciado por el Gobierno federal para mitigar algunas de las 
graves consecuencias sociales de la impunidad en Ciudad Juárez, pero afirmo, como responsable de 
este Informe Especial, que mientras no se sepa quiénes son los homicidas de mujeres en Ciudad Juárez 
y se haga justicia, no habrá palabras que consuelen el dolor de los familiares de las víctimas, no habrá 
promesas que hagan resurgir la confianza en la justicia, no habrá compromisos que devuelvan la 
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esperanza a esta ciudad y a esta región del país. Junto con el reclamo social que nos lleva a exigir: “en 
Juárez, ni una muerta más”, seguiremos arrastrando la vergüenza nacional de saber que más de 300 
mujeres pueden ser asesinadas sin que las autoridades logren identificar y sentenciar a los responsables. 

Al mismo tiempo adelanto una conclusión que se desprende, como telón de fondo, de los hechos de 
Ciudad Juárez: la crisis de la procuración de justicia y de la seguridad pública. Si estos acontecimien­
tos no son tomados como señales y advertencias de un cáncer en expansión, en el futuro podríamos 
vernos en la fase terminal, cuando ya no haya remedio para el desborde de la violencia y la impunidad. 
Por ello el país, la sociedad y las autoridades deberían considerar que la reforma de la justicia y de la 
seguridad no puede esperar más. 

Aclaro que este Informe Especial se refiere a los casos de homicidios y desapariciones de mujeres 
ocurridos en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, incluidos en la queja abierta que sigue de 
oficio esta Comisión Nacional, lo cual no significa que hubiesen sido los únicos y que dicho tipo de casos 
se dejará de presentar posteriormente. Así, en el transcurso de las investigaciones se detectaron 26 
casos más, de los cuales cinco corresponden a la ciudad de Chihuahua; 16 a la ciudad de León, Gua­
najuato, y cinco a la ciudad de Nogales, Sonora, que, aun cuando cuentan con un patrón aparentemente 
diverso, coinciden en una manifestación de la violencia hacia la mujer que demanda una atención 
oportuna; sin embargo, estos casos serán materia de un posterior pronunciamiento. 

En el curso de la investigación, esta Comisión Nacional logró ubicar información que las más de las 
veces resultó imprecisa, por lo que la primera acción realizada consistió en ubicar, con datos objeti­
vos, el fenómeno; así se desprendieron las siguientes cifras sobre homicidios de mujeres: 

•	 El Informe del Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU para la inde­
pendencia de los magistrados y abogados, reporta más de 189 casos. 

•	 El Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos denominado “La situación de 
los derechos de las mujeres en Ciudad Juárez, México. El derecho a no ser objeto de violencia y 
discriminación”, reporta más de 285 casos. 

•	 El Informe de Amnistía Internacional llamado “10 años de desapariciones y homicidios de muje­
res en Ciudad Juárez, Chihuahua”, reporta 75 casos. 

•	 El Informe del Instituto Chihuahuense de la Mujer titulado “Homicidios de mujeres: auditoría 
periodística”, reporta 321 casos. 

Durante el proceso de investigación se obtuvo información sobre la existencia de 262 casos de 
homicidios ocurridos a partir de 1993, así como el dato oficial de 4,587 reportes de mujeres desapare­
cidas. Si bien en la mayoría de los casos anteriores no existe evidencia que permita acreditar la par­
ticipación de servidores públicos, la CNDH se abocó a su investigación en términos de lo dispuesto en 
el artículo 6o., fracción II, inciso b), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que 
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la faculta para conocer e investigar, a petición de parte o de oficio, presuntas violaciones a los Dere­
chos Humanos en el caso de que la autoridad se niegue o se muestre remisa a ejercer las atribuciones 
que legalmente le correspondan, particularmente tratándose de conductas que afecten la integridad 
física de las personas. 

El contexto del feminicidio no puede ignorar la impronta del narcotráfico en Ciudad Juárez, que ha 
hecho de este municipio un campo de batalla donde se libran cíclicamente enfrentamientos por el 
control del ilícito negocio, lo cual, ante la aparente incapacidad de la autoridad para erradicar el fenó­
meno, vulnera el Estado de Derecho a la vez que genera inseguridad y temor entre la población. 

Los homicidios y las desapariciones de mujeres ocurridos en el transcurso de los últimos 10 años en 
el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, generan y representan un reclamo de la sociedad, de los 
familiares de las víctimas y de diversas Organizaciones No Gubernamentales que surgen como protes­
ta por este fenómeno, entre las cuales destacan: “Voces sin Eco”, “Nuestras Hijas de Regreso a Casa”, 
“Comité de Vecinos de la Colonia Lomas de Poleo”, “Casa Amiga, Centro de Crisis”, A. C. (antes 
Grupo 8 de Marzo), “Grupo Integración de Mujeres por Juárez”, “Comisión Mexicana de Derechos 
Humanos”, “Comisión Mexicana de Promoción y Defensa de Derechos Humanos”, “Red Ciudadana 
de no Violencia y Dignidad Humana, Alto a la Impunidad ni una Muerta Más” y “Grupo Zorros 
Internacionales del Desierto”, a las cuales les hacemos patente nuestro reconocimiento por la colabo­
ración que brindaron a esta Comisión Nacional, pues la información y datos que aportaron fueron 
definitivos para observar y sustentar la violación a los Derechos Humanos. 

Acciones y metodología 

A raíz de la radicación del expediente de queja 555/2003, esta Comisión Nacional implantó una diná­
mica de trabajo que permitió estar en comunicación con los familiares de algunas de las víctimas, con 
los representantes de los Organismos No Gubernamentales que trabajan sobre este tema, así como 
practicar el análisis individual e integral de los casos denunciados como homicidios y desapariciones 
de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, toda vez que la información expresada por las autorida­
des encargadas de las investigaciones no resultaba congruente y tampoco estaba concentrada en una 
sola oficina, por lo que no constituía base suficiente para conocer a cabalidad las acciones realizadas 
en relación con cada uno de los asuntos. 

Por otra parte, los informes que hasta entonces se habían hecho del conocimiento público no daban 
cuenta puntual y clara del problema, siendo evidentes las diferencias sustanciales en cuanto al número 
de víctimas de homicidio, así como el olvido en muchos casos del tema relativo a las desaparicio­
nes de mujeres, lo cual hizo patente la necesidad de ubicar el problema a partir de la identificación por 
nombre de las víctimas, resultando un total de 236 a las que deben sumarse 27 que fueron motivo de 
la Recomendación 44/98 de esta Comisión Nacional, en lo que se refiere a los casos de homicidios 
de mujeres, y 4,587 en lo relativo a “reportes de desaparición”. 
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Una vez identificadas las zonas en donde ocurrieron los homicidios y las desapariciones, fue 
necesario realizar estudios e investigaciones de campo y tener un contacto directo con familiares y 
amigos de las víctimas, con el objeto de allegarse pruebas que en algunos casos no constaban en 
los expedientes entregados por diversas autoridades a la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos. 

Además del acceso a los expedientes de los homicidios, se realizaron visitas a centros de reclusión 
en el estado de Chihuahua para obtener información respecto de la situación jurídica que guardan las 
personas que se encuentran procesadas o sentenciadas por estar vinculadas con los homicidios y des­
apariciones de mujeres ocurridos en el mencionado municipio. 

También se solicitó y se obtuvo la colaboración de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chihuahua, que proporcionó antecedentes y/o expedientes sobre casos de homicidios y desaparicio­
nes de mujeres. 

De la misma manera se solicitó y se obtuvo información de la Procuraduría General de la República 
relacionada con las investigaciones realizadas por esa dependencia en materia de homicidios y des­
apariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos realizó una campaña publicitaria en la que solici­
tó la colaboración ciudadana para obtener cualquier tipo de información que permitiera robustecer la 
investigación, la cual dio una respuesta que resultó de gran utilidad. 

Una vez integrados los expedientes, a los documentos públicos recabados se les vinculó con docu­
mentos privados, resultados de inspecciones oculares, dictámenes periciales y presunciones, lo que 
permitió obtener elementos de convicción suficientes para formular un pronunciamiento y, con ello, 
corroborar la violación a los Derechos Humanos. 

En este Informe Especial se incluyen en clave los nombres de los testigos, probables responsables y 
personas que ofrecieron su colaboración a esta Comisión Nacional, a efecto de que, previas las medi­
das de seguridad pertinentes, puedan ser llamados a rendir su testimonio. 

Además, en la investigación se hizo patente la pretensión de las autoridades de minimizar el fenó­
meno, lo cual no se logró debido al trabajo permanente de los Organismos civiles que continuaron 
sumando demandas al Estado mexicano a través tanto de los conductos internos como de los Organis­
mos internacionales. 

Llama la atención que después de que han transcurrido siete años de la creación de la entonces 
Unidad Especializada para la Investigación de Homicidios y Desapariciones de Mujeres, dependiente 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, y cinco años de la Fiscalía Especial 
para la Investigación de Homicidios de Mujeres, no ha sido posible identificar elementos suficientes 
que permitan observar una diferencia cuantitativa y cualitativa del tratamiento de los asuntos antes y 
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después de conformada ésta, tal y como se desprende de las observaciones incorporadas en el presente 
Informe Especial. 

Otro ejemplo es que al ser requerida una copia certificada de la totalidad de los expedientes, esta 
Comisión fue informada, el 8 de mayo de 2003, a través de la Fiscalía Especial, “que los expedientes 
se encuentran dispersos en múltiples bodegas y por ello es difícil encontrarlos, además del hecho de 
que cuando se inauguró el edificio de la Subprocuraduría General de Justicia Zona Norte, el antiguo 
edificio albergaba los archivos y muchos indigentes empezaron a introducirse y, en época de invierno, 
se les hizo fácil quemar algunas cosas provocando un incendio que alcanzó el archivo, en una ocasión se 
inundó; por eso, algunos documentos va a ser imposible obtenerlos”. 

No obstante lo anterior, esta Comisión Nacional logró allegarse de 236 expedientes relativos a las 
investigaciones, lo cual fue posible gracias a la colaboración otorgada por el Presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Chihuahua. 

Existen numerosas incongruencias en los datos incluidos en los informes oficiales que se lograron 
obtener, tal es el caso de los que la Fiscalía Especial y la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Chihuahua remitieron tanto a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como a la 
Procuraduría General de la República, a la Secretaría de Relaciones Exteriores, al Instituto Chihuahuense 
de la Mujer y a esta Comisión Nacional, los cuales no concuerdan en cuanto al número de mujeres 
víctimas de homicidio ni respecto de su estado de trámite, en tanto que a la CNDH en ningún momen­
to le fue factible obtener el dato exacto a partir de los informes que le fueron remitidos por la mencio­
nada Fiscalía. 

En cuanto a la práctica de obtener confesiones por la fuerza —como método principal de investiga­
ción— por parte de las autoridades de procuración de justicia, al menos en 89 casos que se sometieron 
al conocimiento de la autoridad jurisdiccional, se observó que las personas involucradas en la comi­
sión de los delitos confesaron de manera “espontánea” su participación ante el agente del Ministerio 
Público del estado, no obstante que con posterioridad manifestaron ante el juez que habían sido some­
tidos a torturas, malos tratos o amenazas para que firmaran declaraciones con las que no estaban de 
acuerdo, pues les habían sido arrancadas con violencia. 

Para esta Comisión Nacional quedó acreditado que los señores Gustavo González Meza y Víctor 
Javier García Uribe, por ejemplo, fueron objeto de sufrimientos graves o tortura, ocasionados por 
servidores públicos pertenecientes a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, 
para que se confesaran culpables de un delito. 

En los casos anteriores es recurrente que los presuntos indiciados, después de haber “confesado de 
manera espontánea” ante el agente del Ministerio Público, al ser puestos a disposición del juez compe­
tente se nieguen a ratificar la primera declaración y se vean obligados a demostrar su inocencia, sin 
que se pueda soslayar el hecho de que se han dictado nueve sentencias absolutorias relativas a presun­
tos responsables de homicidios de mujeres que, en algunos casos, “confesaron” su culpabilidad, y en 
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la secuela del proceso penal lograron demostrar su inocencia, lo cual deja en tela de duda el proceder 
de las autoridades en cuanto al respeto del derecho a la presunción de inocencia. 

Por otra parte, las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional le permitieron observar que las 
causas de muerte de las víctimas en los 236 casos revisados fueron las siguientes: 58 de asfixia por 
estrangulamiento; 55 por disparo de arma de fuego; 45 a consecuencia de herida por instrumento 
punzo cortante, y 28 por traumatismo cráneo-encefálico, principalmente; mientras que en 42 casos no 
se ha logrado establecer ni siquiera la causa de la muerte. 

De igual manera, se logró constatar que el estado real de los expedientes resulta ser el siguiente: 
cuatro con “sentencia especial”; nueve con sentencia absolutoria; 70 con sentencia condenatoria; 44 
en instrucción; 61 en investigación; tres en reserva; 17 con órdenes de aprehensión pendientes de 
ejecutarse; cuatro con órdenes de aprehensión denegadas; dos con los probables responsables en liber­
tad por falta de elementos; nueve remitidos al archivo; uno remitido a la Procuraduría General de la 
República, y 12 remitidos al Tribunal para Menores. 

Destaca, en esta sombría numeralia, que 80 de las víctimas eran menores de 18 años de edad; y de 
los hallazgos de los cadáveres de las víctimas de homicidio se conocieron: 12, en 1993; 15, en 1994; 
32, en 1995; 26, en 1996; 15, en 1997; 29, en 1998; 17, en 1999; 22, en 2000; 33, en 2001; 12, en 
2002, y 11, en 2003, en tanto que en 12 casos no se logró establecer el año por falta de información. 

Por otra parte, esta Comisión Nacional obtuvo información suficiente para desvirtuar las afirmacio­
nes de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua en el sentido de dar por resueltos 
casos sin que existan bases jurídicas para sustentar dichas afirmaciones, sobre todo en casos donde la 
víctima no ha sido identificada, el móvil del delito no se ha esclarecido y la identidad del o de los 
probables responsables se desconoce. 

Las autoridades del estado han afirmado, de manera reiterada, que “si bien es cierto que en las 
primeras investigaciones hubo varias dilaciones e irregularidades, debe reconocerse que han sido en­
tregados a la justicia 93 de los autores de los homicidios y desapariciones de mujeres, incluidos cóm­
plices y colaboradores. Por ello, no es de considerarse que en Ciudad Juárez impere un fenómeno de 
impunidad, en tanto que dicho concepto implica la inactividad del gobierno para sancionar a los res­
ponsables”. 

Sin embargo, al revisarse los informes relativos a las averiguaciones que se han realizado desde 
1993, así como las acciones relativas al esclarecimiento de las desapariciones de mujeres que oficial­
mente fueron comunicados por parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, 
con mucha pena tengo que informar, de manera enfática, que no fue factible ubicar un sólo caso en 
donde se hubiese considerado a sujeto alguno como responsable de la desaparición de mujeres. 

La información con que cuenta actualmente la Fiscalía Especial resulta insuficiente para realizar un 
análisis de manera integral sobre los casos de homicidios y desapariciones de mujeres, siendo eviden­
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te que no se ha estudiado el fenómeno de manera global, sino que a cada asunto se le ha otorgado un 
tratamiento individual como si se tratara de casos aislados. Las averiguaciones previas no se encuentran 
acumuladas, no obstante que se trate de casos análogos, ni se han establecido líneas de investigación 
sustentadas en la correlación de asuntos a partir de generalidades, tales como las causas de muerte, el 
lugar de ejecución y hallazgo del cuerpo, así como la correspondencia en cuanto a rasgos fisonómicos 
de las víctimas. 

En cuanto al proceso de identificación de las víctimas ha sido notoria la carencia de métodos ade­
cuados, pues no se han realizado, en la mayoría de los casos, estudios de identificación a partir del 
análisis de ADN y las confrontas respectivas con los familiares, siguiendo criterios meramente empí­
ricos para identificarlas, los cuales no siempre han resultado acertados ni idóneos. Es el caso de la 
recurrencia a testigos de identidad, lo cual ocasionó incluso que se formularan acusaciones en contra 
de presuntos responsables de homicidios de personas, que a la postre no resultaron ser las víctimas 
supuestamente identificadas, pues al ser confrontadas, mediante estudios de ADN, muestras genéticas 
de sus familiares resultaron no corresponder. Esto es, en varios casos no ha existido una identificación 
plena de la víctima del delito. 

Las investigaciones realizadas por esta Comisión Nacional permitieron acreditar que una funeraria 
particular efectuaba la función de Servicio Médico Forense (Semefo) sin que el agente del Ministerio 
Público ejerciera un control debido de los trámites relativos a la inhumación de cadáveres, tal y como 
se desprende de las declaraciones en el sentido de que “dicha funeraria, como un acto de labor social, 
ha venido prestando el servicio de Semefo a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, 
ya que el Gobierno del estado carecía de él”. 

Asimismo, estas investigaciones permitieron obtener testimonios de casos de desapariciones de 
mujeres que, a decir de los familiares de las víctimas, no se habían investigado de manera adecuada. 

Por ello se solicitó un informe a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua 
respecto de los casos de desapariciones de mujeres reportados desde 1993, así como las acciones 
realizadas a ese respecto, requerimiento al cual se dio respuesta a través de la Fiscalía Especial, en 
fecha 18 de junio de 2003, de cuyo contenido se desprende la falta de diligencia con la que se han 
emprendido las acciones por parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua en 
los casos de mujeres reportadas como desaparecidas, así como la aparente simulación en que incurrió 
la titular de la mencionada Fiscalía, toda vez que los informes proporcionados a esta Comisión Nacio­
nal, al ser correlacionados con los que a su vez se otorgaron a Organismos internacionales como es el 
caso de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, permiten observar diferencias sustanciales 
en cuanto al destino y trámite actual de los denominados “reportes de mujeres desaparecidas”, toda vez 
que mientras a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se le informó, con motivo de la visita de 
la relatora en enero de 2002, que tenían en trámite 257 casos de mujeres a las que se les había conside­
rado como desaparecidas de un total de 4,154 denuncias, la información que se proporcionó a la 
CNDH no guardaba ninguna relación, ya que sólo fue posible consultar un 5% de los denominados 
“reportes de mujeres desaparecidas”, toda vez que el resto de la información no la tenían en su archi­

Gaceta160 
noviembre/2003 

25 



Gaceta de la CNDH 

vo, de lo que se desprendió que sólo tienen en trámite un total de 36, más 11 de alto riesgo y nueve 
calificadas como vigentes, sin que exista fundamento jurídico suficiente que sustente dicha clasificación. 

No fue infrecuente que la policía le dijera a un familiar que trataba de dar a conocer la desaparición 
de una niña, que tenía que regresar dos días después a pesar de que era evidente que habían cosas que 
investigar. 

Por lo general, las investigaciones continúan paralizadas sin que se puedan apreciar diligencias 
adecuadas para lograr, en 38 casos, identificar a la víctima del delito, y en 111 para ubicar al probable 
responsable. Incluso se ha llegado al exceso de someter al examen poligráfico a los familiares de las 
víctimas de homicidio y desaparición, como medio de investigación para configurar la posible comi­
sión de un delito. 

Por otro lado, de los informes enviados a esta Comisión Nacional por parte de la Procuraduría 
General de la República se observó la inexistencia de labores de colaboración de dicha Procuradu­
ría en las investigaciones sobre los homicidios de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, 
además de que en las averiguaciones previas remitidas a solicitud de la autoridad federal se encontra­
ban 30 en las cuales la línea de investigación estaba claramente identificada con el narcotráfico y, no 
obstante ello, fueron regresadas las averiguaciones previas sin realizar ninguna investigación al res­
pecto, lo cual resulta evidente cuando pasados 15 meses de la devolución de los expedientes, la 
Procuraduría General de la República decide ejercer la facultad de atracción de ocho casos respecto de 
los cuales, meses antes, se había pronunciado oficialmente acerca de la inexistencia de delito compe­
tencia del ámbito federal. 

De igual manera se informó que la Procuraduría General de la República ha colaborado a partir de 
diciembre de 2001 con el Gobierno de Chihuahua y con el Gobierno municipal de Ciudad Juárez, tal 
es el caso que se han venido emitiendo dictámenes por parte de especialistas los cuales han sido 
enviados a Ciudad Juárez; sin embargo, esta Comisión Nacional sólo observó actuaciones a ese res­
pecto a partir del 16 de abril del año en curso, y antes de dicha fecha 138 fojas en las que consta su 
intervención. 

En las evidencias remitidas por parte de la Procuraduría General de la República, sólo aparecen 
diligencias efectuadas por la entonces Unidad Especializada contra la Delincuencia Organizada con 
motivo de la atracción de 14 asuntos en la fecha mencionada. 

Por lo que hace a las acciones preventivas de la Presidencia Municipal de Ciudad Juárez, la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos no recibió información alguna que permitiera acreditar la 
presencia de tales acciones del Ayuntamiento; más aún, en el trabajo de campo efectuado se constató 
la ausencia de medidas orientadas a la prevención del delito. 
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Conclusiones 

La debida diligencia en la investigación de los actos de violencia contra la mujer y el procesamiento y 
castigo de sus autores no sólo constituyen una respuesta obligada del Estado mexicano frente a esos 
hechos, sino que implican la adopción de medidas clave para prevenir futuros actos de violencia. 

Los familiares de las víctimas tienen derecho a exigir una efectiva procuración de justicia y el 
Estado se encuentra obligado a investigar con la debida diligencia y a brindar protección real a todas 
las personas, respetando apropiadamente la dignidad de las víctimas y de sus familiares, los que a su 
vez tienen derecho, en términos de lo dispuesto en el artículo 20 constitucional, a conocer íntegramen­
te el trámite de las investigaciones, así como de aportar elementos que estimen convenientes para el 
esclarecimiento del asunto, lo cual no es posible hacerlo efectivo si se carece de la información perti­
nente. 

Las indagaciones realizadas por esta Comisión Nacional permitieron observar que servidores pú­
blicos del Estado mexicano cometieron actos y omisiones que propiciaron la violación directa de 
innumerables disposiciones de los órdenes jurídicos nacional e internacional. Ello implicó el abando­
no de los valores que emanan de la dignidad humana y de los principios que dan sustento a las condi­
ciones mínimas para el desarrollo de la persona en sociedad. El hecho de que los expedientes se 
encuentren incompletos o bien que se hagan públicas acciones que no constan en los expedientes, 
supone el desconocimiento o desprecio del deber del Estado de actuar con la debida diligencia ante 
hechos que vulneren los derechos de los particulares. 

Si bien es cierto que existen algunas mejoras que abren cauce a mayores progresos hacia la acla­
ración de los homicidios de mujeres y la identificación de los probables responsables, y que el 
Estado mexicano ha asignado recursos humanos y materiales adicionales para enfrentar el proble­
ma de los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, en especial a través del establecimiento desde 
1996 de una Unidad Especializada en la investigación de los homicidios de mujeres, y a partir de 1998 
de una Fiscalía Especial encargada de investigar esos homicidios, no existen, sin embargo, elemen­
tos que permitan apreciar una diferencia sustancial en el trabajo de las instancias encargadas de la 
investigación. 

Al omitir actuar con la debida diligencia, los servidores públicos del Estado mexicano, tanto del 
ámbito federal, como estatal y municipal, conculcaron los Derechos Humanos en perjuicio de las 
víctimas de homicidio y desaparición en Ciudad Juárez, Chihuahua, de sus familiares y de la sociedad 
en general; así también se vulneró el derecho a la presunción de inocencia de las personas que inicial­
mente fueron acusadas de la comisión de diversos delitos y posteriormente absueltos; violentándose, 
además, los derechos de las víctimas y de sus familiares a recibir atención médica y psicológica y a la 
reparación del daño, así como el derecho de los gobernados a gozar de seguridad pública, toda vez que 
las autoridades en mención no llevaron a cabo acciones encaminadas a garantizar la integridad física, 
psíquica y moral de las mujeres víctimas de homicidio y desaparición, y de sus familiares. 
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Por todo lo anterior, del análisis lógico-jurídico de las evidencias que se logró allegar esta Comisión 
Nacional, así como de los informes públicos y privados relativos a los delitos de mujeres acontecidos 
en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, se acreditaron acciones y omisiones que implicaron una 
violación a los Derechos Humanos de las víctimas de homicidio y desaparición, de sus familiares y de 
la sociedad en general, a la vez de una vulneración de la dignidad inherente al ser humano, tal y como 
se desprende de las siguientes consideraciones: 

A. Disparidad y contradicción de datos, números e información proporcionados por las autoridades 
federales y estatales a esta Comisión Nacional, así como a diversos Organismos internacionales y no 
gubernamentales defensores de los Derechos Humanos respecto de las mujeres víctimas de homici­
dios y desapariciones en el municipio de Ciudad Juárez, lo cual de por sí denota una negligencia en el 
desempeño de la procuración de justicia. 

En ese sentido se acreditó la información errónea de las afirmaciones expuestas por servidores 
públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, de dar por resueltos casos 
sin que existan bases jurídicas para sustentarlo, sobre todo cuando no se toma en consideración que en 
44 casos la víctima no ha sido identificada, el móvil del delito no se ha esclarecido y se desconoce la 
identidad del o los probables responsables del delito de homicidio; y en 4,192 casos de mujeres desa­
parecidas no se encuentra disponible la información a las acciones relativas, por lo que resulta menos 
que imposible admitir que un caso de homicidio o desaparición pueda considerarse como resuelto. 

B. La falta de continuidad y adecuada tramitación y sistematización de las investigaciones, derivada 
de la corta permanencia de los servidores públicos que han sido titulares de la Fiscalía Especializada, 
dependiente de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, lo cual conlleva a la 
generación de errores y falta de apreciación que hacen patente el desconocimiento de los asuntos 
relacionados con los homicidios y desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez de la 
entidad citada, de la cual se supone se encuentran especializados. 

C. La falta de recursos materiales y humanos con la finalidad de enfrentar el problema y lograr el 
esclarecimiento de los homicidios y desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, 
Chihuahua, ya que no existen elementos que permitan apreciar un trabajo sustancial de las instancias 
encargadas de la investigación de los delitos, tanto del ámbito federal como estatal. 

D. Se observó la omisión por parte de servidores públicos, tanto del ámbito federal, estatal y munici­
pal, de actuar con la debida diligencia para efectos de erradicar los delitos acontecidos en el municipio 
de Ciudad Juárez, Chihuahua, dando como consecuencia que se conculcaran los Derechos Humanos de 
seguridad jurídica, de integridad personal en perjuicio de las víctimas de homicidio y desaparición, de sus 
familiares, y de la sociedad en general. 

E. Se vulneró en perjuicio de los familiares de las víctimas de homicidios y desapariciones de mujeres lo 
dispuesto en la Constitución General de la República, en específico el artículo 20, último párrafo, que 
hasta el 21 de septiembre de 2000 reconocía en su favor el derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le 
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repare el daño y a coadyuvar con el Ministerio Público, y, a partir del 21 de marzo de 2001, de conformi­
dad con la reforma constitucional y la incorporación del apartado B, incisos I, II, III y IV, reconoce el 
derecho de éstos a recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia, a 
coadyuvar con el Ministerio Público y a que se les reciban todos los datos o elementos de prueba con los 
que cuenten, tanto en la averiguación previa como en el proceso, y a que se desahoguen las diligencias 
correspondientes, así como también a la reparación del daño en los casos en que sea procedente, quedan­
do obligado el Ministerio Público, en este caso, a solicitar la reparación del daño, sin que el juzgador 
pueda absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. 

F. Las autoridades incumplieron con su deber de brindar la debida seguridad pública a través de tareas 
de prevención del delito en términos de lo dispuesto en el artículo 21, penúltimo párrafo, de la Cons­
titución General de la República; 93, fracción V; 138, fracción I, párrafo primero, y 178, fracciones I 
y II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chihuahua. 

G. Se conculcaron el principio de legalidad y de seguridad jurídica contenidos en los párrafos primero 
y séptimo, del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 28, fracción 
II, del Código Municipal del Estado de Chihuahua; 1 y 11 de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos; 16; 20, y 21, párrafo penúltimo, de la Constitución General de la República; 93, 
fracción V; 138, fracción I, párrafo primero; 178, fracciones I y II, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Chihuahua; 28, fracción II, del Código Municipal del Estado de Chihuahua, 
y 2.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

H. Se observó la falta de diligencia en la localización, recolección y preservación de las evidencias, 
por lo que indicios fundamentales para lograr la efectiva identificación de la víctima del delito o del 
responsable del delito actualmente no están disponibles. 

I. Se evidenciaron inconsistencias en los dictámenes periciales elaborados por las autoridades, lo cual 
propició la pérdida de la oportunidad de recabar los indicios mínimos necesarios para la adecuada 
identificación de la víctima del delito y del responsable. 

Propuestas 

Es indudable que a Ciudad Juárez todos hemos llegado tarde, pero resulta imprescindible que a la 
brevedad no se repitan los resultados que han sido el reclamo de infinidad de Organismos internacio­
nales, públicos y privados, así como el de esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos en los 
últimos 10 años. Esperamos que pueda hacerse realidad el cumplimiento de las 61 medidas recomen­
dadas por Organismos internacionales que a la fecha de presentación del presente Informe Especial no 
han sido suficientemente atendidas, a las cuales esta Comisión Nacional se adhiere en su totalidad y 
reconoce la urgente necesidad de su ejecución inmediata, así como los ocho puntos incluidos en la 
Recomendación 44/98, las ocho propuestas formuladas el 7 de abril del año en curso por esta Comi­
sión Nacional y las que en el presente Informe Especial se incluyen. 
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La gravedad del problema demanda mayores esfuerzos de prevención e investigación de delitos que 
garanticen a la sociedad la aplicación de la ley y el esclarecimiento de los homicidios y las desapari­
ciones de mujeres, por lo que resulta un imperativo el esclarecimiento de todos y cada uno de ellos a 
fin de evitar que la impunidad continúe; por ello, es necesario definir una estrategia de prevención del 
delito para evitar la continuidad de los delitos sexuales y de los homicidios en contra de las mujeres en 
el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, la cual, necesariamente, debe involucrar a los tres niveles 
de gobierno, de otra manera resultará un tanto menos que imposible lograr dicho objetivo, por lo que, 
tomando en consideración lo previsto en los artículos 1o. y 21 de la Constitución General de la República, 
1o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y lo dispuesto en el Programa Nacional de 
Seguridad Pública Federal 2001-2006 y en la Ley General que establece las Bases de Cooperación del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, en la parte relativa a las tareas de apoyo a la prevención, se 
formulan las siguientes propuestas: 

Al Gobierno federal 

PRIMERA. Se realice la designación de un Fiscal Especial para la investigación de los homicidios y 
las desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, respecto de los cuales 
existan líneas de investigación que los vinculen con la comisión de delitos federales que le permita: 

En colaboración con las autoridades del fuero común y en términos de los convenios suscritos en el 
seno de la Conferencia Nacional de Procuradores, realizar un análisis integral de los casos de homici­
dios y desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, con la finalidad de 
determinar características en común tales como: edad, nivel cultural, nivel económico, actividad per­
sonal y laboral, círculo de amistades, adicciones, así como el intercambio de información respecto de 
personas reportadas como desaparecidas. 

Solicitar el apoyo y la colaboración de las instancias competentes del ámbito estatal y municipal en 
la investigación de los delitos cometidos contra las mujeres, a partir de un programa de acción cuyos 
resultados se hagan públicos y permitan evaluar periódicamente los avances y las responsabilidades 
de las instancias que intervengan. 

Analizar debidamente los indicios que permitan la plena identificación de las víctimas del delito de 
homicidio y de desapariciones, así como lograr ubicar a los responsables. 

Informar periódicamente a la sociedad y a esta Comisión Nacional sobre los avances y resultados de 
las investigaciones relativas a los homicidios y a las desapariciones de mujeres en el municipio de Ciu­
dad Juárez, Chihuahua, así como las medidas adoptadas para la prevención de los delitos relacionados 
con la violencia contra las mujeres en el ámbito de sus respectivas facultades. 

SEGUNDA. Que la asistencia técnica y científica en materia de investigación de delitos que se pro­
porcione de la Procuraduría General de la República a la Procuraduría General de Justicia del Estado 
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de Chihuahua se fortalezca, con el objeto de que las investigaciones de los homicidios y desaparecidas 
en Ciudad Juárez sean concluidas con rapidez y eficacia, e informar periódicamente a los familiares de 
las víctimas sobre las acciones realizadas y a la opinión pública sobre los resultados obtenidos con 
motivo de su intervención. 

TERCERA. Elaborar un Registro Nacional de Personas Desaparecidas que permita lograr la identifi­
cación y eventual ubicación de las personas que son enviadas a la fosa común o, en su caso, que son 
inhumadas en calidad de desconocidos, el cual se opere en el seno de la Conferencia Nacional de 
Procuradores prevista como parte integral del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CUARTA. Tomando en consideración lo dispuesto en el Tratado de Cooperación sobre Asistencia 
Jurídica Mutua entre los Estados Unidos de América y los Estados Unidos Mexicanos, se formule, por 
conducto de la Procuraduría General de la República, la solicitud de cooperación correspondiente a 
las autoridades encargadas de la investigación de los delitos en los Estados Unidos de América, radi­
cadas en El Paso, Texas, y en el ámbito federal, en materia de suministro de documentos, registro o 
pruebas, intercambio de información y cualquier otra forma de asistencia jurídica que permita hacer 
un frente común en la prevención, investigación y persecución de los homicidios y las desapariciones 
de mujeres en ambos lados de la frontera. 

Al Gobierno del estado de Chihuahua 

PRIMERA. Se deslinden las responsabilidades legales a cargo de los servidores públicos adscritos a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, derivadas de las omisiones en que han 
incurrido al no realizar las investigaciones adecuadas relativas a los homicidios y las desapariciones 
de mujeres, así como de los encargados del trámite de las averiguaciones previas relativas a los homi­
cidios y las desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, por las acciones 
y omisiones señaladas en el presente Informe Especial, así como por la falsedad de informes propor­
cionados a esta Comisión Nacional y difundidos a la sociedad en general. 

SEGUNDA. Replantear la labor de la Fiscalía Especial para la Investigación de Homicidios de Muje­
res en el municipio de Juárez, Chihuahua, que le permita: 

Ubicar y sistematizar la totalidad de los expedientes relacionados con los homicidios y las desapa­
riciones de mujeres. 

Realizar las investigaciones de los homicidios y las desapariciones de mujeres de manera congruen­
te a las dimensiones del fenómeno. 

Efectuar un análisis integral de los expedientes iniciados con motivo de los homicidios y desapari­
ciones de mujeres, de tal manera que no se discrimine a ninguno de ellos. 
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Solicitar el apoyo y la colaboración de las instancias competentes de los ámbitos federal y munici­
pal en la investigación de los delitos cometidos contra mujeres, a partir de un programa de acción 
cuyos resultados se hagan públicos y que permitan evaluar periódicamente los avances y las responsa­
bilidades de las instancias que intervengan. 

Y, por último, analizar debidamente los indicios que permitan la plena identificación de las víctimas 
del delito así como a los probables responsables. 

A la Presidencia Municipal de Ciudad Juárez, Chihuahua 

PRIMERO. Deslindar las responsabilidades de los encargados del servicio de seguridad pública en el 
municipio por las acciones y omisiones señaladas en el presente Informe Especial, así como por la 
omisión en proporcionar informes a esta Comisión Nacional. 

SEGUNDA. Informar periódicamente a la sociedad y a esta Comisión Nacional sobre los avances y 
resultados de las medidas adoptadas en materia de seguridad pública para la prevención de delitos 
relacionados con la violencia contra las mujeres. 

Al Gobierno federal, al Gobierno del estado de Chihuahua y a la Presidencia Municipal 
de Ciudad Juárez, Chihuahua 

PRIMERA. Solicitar y destinar presupuesto para: 

Diseñar y desarrollar un programa específico de seguridad pública para el municipio de Ciudad 
Juárez, Chihuahua, con la plena participación de los tres niveles de gobierno, en el que se incluyan 
estrategias para la prevención del delito con énfasis especial a los homicidios y las desapariciones de 
mujeres, cuyos resultados se hagan públicos y en los que se definan las responsabilidades de las 
instancias participantes. 

Y contar con personal técnico y profesional debidamente capacitado que pueda realizar tareas de 
prevención de los delitos relacionados con la violencia contra la mujer. 

SEGUNDA. Instrumentar medidas de coordinación a fin de desarrollar programas de capacitación en 
materia de prevención del delito y estrategias de vigilancia en las zonas de incidencia de los homici­
dios y las desapariciones de mujeres, especialmente actividades de prevención de delitos relativos a la 
violencia contra la mujer, identificando, de manera precisa, las acciones a realizar en las que se espe­
cifiquen las tareas que se comprometan a efectuar las autoridades del ámbito federal, estatal y munici­
pal, y se establezcan las responsabilidades que a cada una de ellas le competen. 
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TERCERA. Informar periódicamente a la sociedad y a esta Comisión Nacional sobre los avances y 
resultados de las investigaciones relativas a los homicidios y las desapariciones de mujeres en el 
municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, así como las medidas adoptadas para la prevención de deli­
tos relacionados con la violencia contra las mujeres. 

CUARTA. Dar cuenta a la sociedad mexicana sobre el avance y cumplimiento total de las medidas y 
recomendaciones emitidas por los Organismos internacionales, así como por esta Comisión Nacional 
para hacer efectivo el derecho de los ofendidos por los delitos relativos a los homicidios y las desapa­
riciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua, a que se le procure justicia con la 
debida diligencia y se brinde una adecuada seguridad pública. 

QUINTA. En virtud de las omisiones en que se han incurrido en materia de investigación de los 
homicidios y las desapariciones de mujeres, se asuma la responsabilidad correspondiente y se revise la 
posibilidad de reparar el daño a los familiares de las víctimas de homicidio y desapariciones en el 
municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua. 
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LA NIÑEZ Y SU EXPRESIÓN
 

EN EL ARTE MEXICANO*
 

Claudia María González de Villegas 

Quiero agradecer a la Embajada de México y al Instituto de México en Paraguay, en la persona del 
Embajador de México en Paraguay, don Antonio Villegas Villalobos; a la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos de México, en la persona de su Presidente, el doctor José Luis Soberanes;1  al 
Centro Cultural “Manzana de la Rivera” de Asunción, Paraguay, en la persona de su directora, la 
señora Julia Elena Bibolini; a la doctora Margarita Prieto Yegros, mi querida maestra, y a todos uste­
des, por darme la oportunidad de compartir algunas reflexiones en torno al tema de la niñez y cómo se 
expresa en el arte mexicano. 

1. La estructuración del tema 

La niñez y su expresión en el arte mexicano abarca, en realidad, dos partes importantes: la primera se 
refiere a la expresión de la niñez en el arte prehispánico y la segunda a la expresión de la niñez en el 
arte mexicano desde el periodo Virreinal hasta la época contemporánea. 

Es absolutamente necesaria esta división del tema, ya que un estudio completo de la niñez y su 
expresión en el arte de México —además de rebasar todos los límites posibles del imaginario colecti­
vo— es un desafío muy serio que necesita mucha más dedicación y seriedad para ser abordado. 

Por otro lado, es importante aclarar que la intención es hablar de la niñez en y de su expresión en el 
arte mexicano prehispánico, partiendo de la base de que el niño, ya en ese periodo histórico, constituía 
en sí una categoría social construida, definida y respetada. En otras palabras, me atrevería a decir que 

* Conferencia realizada el 23 de octubre de 2003 en el Centro Cultural “Manzana de la Rivera” de la ciudad de Asunción, Paraguay. 
1 El doctor José Luis Soberanes fue además Director del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 

de México. 
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mi intuición me lleva a pensar que los mexicanos de la época prehispánica consideraban a los niños 
sujetos de derechos, por darle una denominación actual que facilite la comprensión de lo que quiero 
expresar. 

De esta manera, mientras a nuestras sociedades modernas les llevó mucho tiempo y sacrificio com­
prender la subjetividad del niño y el derecho inherente a su persona, lo que condujo a crear una vasta 
red de instrumentos para protegerlo, para nuestros ancestros prehispánicos, en el caso de México, esta 
visión del niño ya formaba parte de la vida cotidiana, así como de la noción de desarrollo que tenían 
para el pueblo. El niño era, por tanto, el futuro glorioso del pueblo. Vincularemos, en este sentido, la 
niñez con otros dos conceptos importantes: el derecho y el arte. 

Cuando hablamos de derecho nos referimos al conjunto de prerrogativas que son inherentes al niño. 
Derechos que desde la Convención sobre los Derechos del Niño, en 1989, fueron aprobados por la 
mayoría de los países del mundo. 

Para los efectos de este tema, lo que haremos es identificar algunos derechos que se incluyen en dicha 
Convención y en el Código de la Niñez y la Adolescencia de Paraguay —porque estamos en Pa­
raguay—, y establecer un análisis retrospectivo sobre la infancia, relacionándola con las expresiones 
artísticas pertenecientes al arte prehispánico mexicano. 

Cuando hablamos de arte nos referimos a la capacidad que tiene el ser humano de expresar los 
valores e intereses de su cultura a través de elementos visuales que tienen la capacidad de dar una 
existencia física a ese valor. En otras palabras, hablamos de arte en el sentido de esa “manifestación de 
la actividad humana mediante la cual se expresa una visión personal y desinteresada que interpreta lo 
real o imaginado con recursos plásticos, lingüísticos o sonoros”.2  En este caso, nos concentraremos en 
la expresión artística de los recursos plásticos. 

Al hacer referencia al concepto de arte y de su contexto en el tiempo y espacio prehispánico, habla­
mos desde esa estética de la expresión de un valor, de un sentimiento, de una cultura, real y mítica, que 
tiene por objeto lo bello, ya sea en su ámbito natural-humano o en su espacio mítico-religioso. 

En este sentido, el arte prehispánico —sobre todo en México— tuvo una expresión muy rica. “El 
pueblo mexicano, antes de ser conquistado por los españoles, tenía una cultura característica que hoy 
sigue causando admiración por la perfecta manera como se realizaba en ella el trabajo en piedra, aun 
la más dura, sin conocer el hierro”.3 Una admiración que se basa en la misma trascendencia que logra 
este arte por medio de ese sentimiento que el artista infunde en su obra. Un sentimiento, en la mayoría 
de los casos, fuerte de invocación y de agradecimiento. 

2 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, 22a. ed., Madrid, Espasa-Calpe, 2001.
 
3 J. F. Rafolls, Historia del arte. 2a. ed. Barcelona, Óptima, 2000, p. 25.
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Desde la cultura olmeca hasta la aparición de la cultura azteca, el arte de México siempre tuvo un 
lugar importante, impregnado profundamente de un sentimiento religioso, pero a la vez deseoso de 
perpetuar hechos históricos lo que impulsó aún más el desarrollo de esta expresión de la belleza. 

El arte prehispánico en México se constituye en un testimonio de la fuerza del pueblo y de su 
capacidad constructiva.4 

Entre las distintas formas del arte prehispánico, la escultura es la que permite una mejor observa­
ción y análisis del tema sobre la cual proponemos esta reflexión. La escultura es el arte de modelar, 
tallar y esculpir en barro, piedra, madera, metal u otra materia capaz de expresar lo que el ingenio 
concibe. 

En el caso de la escultura prehispánica de México, es posible observar, en primer lugar, la gran 
diversidad en el uso de los materiales para trabajar: distintas clases de rocas, cobre, bronce, madera, 
arcilla y metales preciosos. En segundo lugar, podemos apreciar que la mayoría de sus esculturas se 
distinguen por formas estilizadas y angulosas, por una tendencia monumental del objeto de expresión 
y por esa finalidad mágico-religiosa que infunden a sus obras. 

Por lo tanto, me permito reflexionar sobre la infancia como categoría social en el contexto de las 
culturas prehispánicas de nuestro continente americano, específicamente en las mesoamericanas. ¿Cómo 
los testimonios escritos de esas culturas fueron destruidos, en su mayoría, por el oscurantismo religio­
so?, descansaré, para mi análisis, en sus ricos legados artísticos. 

Me gustaría recordar también que la idea de asociar el tema de la niñez como categoría social a su 
expresión en el arte mexicano, raya con todas las líneas de la impertinencia, ya que el arte mexicano 
constituye en sí un conjunto de más de 3,000 años de manifestaciones diversas de un pueblo que es mil 
pueblos, mil lenguas, mil historias, mil culturas. Un pueblo, México, que, al decir de Carlos Fuentes, 
“es el rostro de la creación”.5 

La cultura prehispánica mexicana, desde la olmeca, la tolteca hasta llegar a la azteca, y tantas otras 
que subsistieron paralelamente a ellas, nacen de la tierra, se expresan en ella y desaparecen con ella, 
dejando huellas indelebles en la historia de la civilización humana. 

2. La categoría social en la infancia en la historia de Occidente 

Para adentrarnos más al tema, se hace necesario un breve recorrido por las distintas categorizaciones 
en las que nuestros pueblos de Occidente fueron considerando a la infancia y, por tanto, definiéndola. 

4 Idem, p. 321.
 
5 Carlos Fuentes, Los cinco soles de México. Memoria de un milenio. Barcelona, Seix-Barrail, 2000, p. 417.
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Según los registros que se tienen de Philippe Ariès, “hasta aproximadamente el siglo XVII el arte 
medieval no conocía la infancia o no trataba de representarla”.6  En ese tiempo pareciera que la infan­
cia no tuvo cabida ni consideración alguna. En muy contados casos existen algunas pinturas en las 
que, bajo una visión superficial, se incluyen niños compartiendo momentos con los adultos. Sin em­
bargo, en la medida en que se profundiza la percepción de la obra, se puede distinguir que estos niños, 
en realidad, son hombres de tamaño reducido. 

El libro de Ariès subraya que en la mayoría de las civilizaciones arcaicas existe una especie de 
resistencia a aceptar en el arte la morfología infantil.7  Es más, este estudioso especifica que hasta 
finales del siglo XIII no aparecen en el mundo europeo niños caracterizados por una expresión parti­
cular, lo que refuerza de manera significativa la idea que tenemos sobre el hecho de que el tema y la 
consideración que los prehispánicos tenían de la infancia-niñez no es ningún préstamo que nuestros 
antepasados hacen de Europa. 

Nos atreveríamos a decir que en las sociedades prehispánicas la infancia, ya como categoría social, 
estaba íntegramente construida y su importancia asimilada por los adultos. Y de esto existen registros 
artísticos, sobre todo en la escultura. 

Antes de la aparición en algunas pinturas de estos hombrecitos con lo que se intentaba, de manera 
muy artificial, reproducir la figura de un niño en el lienzo, Ariès reporta que el niño como tal parece 
pertenecer a las formas propias del arte griego antiguo, en una representación realista o en una ideali­
zación. Luego de la aparición de esta figura, con toda su gracia y su armonía, la infancia va desapare­
ciendo de la iconografía. 

En el Medievo, la Iglesia, entre otras cosas, enseñaba a desconfiar del niño porque, mientras no se 
le bautizaba —y eso ocurría tardíamente— era sospechoso de servir de refugio a las fuerzas más 
oscuras. De igual manera, el resto de la sociedad no perdía tiempo con la infancia, la que más bien es 
vista como una etapa de transición que se pierde fácilmente en el recuerdo.8 

Otra idea escrita por Ariès da aún más fuerza a nuestra idea de que la infancia, en la época prehis­
pánica, ya se constituía en una categoría integrada a la sociedad, y, en el mayor de los casos, era un 
elemento importante en el desarrollo de los pueblos. 

Existen, a través del arte, distintos tipos de niños que aparecen en la historia durante el siglo XIII en 
la Europa occidental: el niño ángel, el niño Jesús o la Virgen niña y el niño desnudo. De estos tipos, el 
niño desnudo europeo es el que mayormente llama la atención por algunas similitudes, en su concep­
ción, con el niño desnudo prehispánico en México. 

6 Philippe Ariès, El niño y la vida familiar en el antiguo régimen. México, Paidós, [s. a.], p. 58.
 
7 Idem.
 
8 Idem.
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Por ejemplo, en el libro de Philippe Ariès se lee lo siguiente: “Una pareja está en la cama, aparente­
mente muy casta, pero algo ha ocurrido, ya que llega por los aires un niño desnudo y penetra en la boca 
de la mujer, es la creación del alma humana por la naturaleza”.9 En el caso de los nahuas existe una 
referencia similar y llama la atención esta coincidencia. En la lámina 13 del Códice Borbónico se re­
presenta a Tlazoltéolt en posición de parto y, encima de ella, se representa al niño que baja de lo alto y 
dirige sus pasos hacia el interior de la diosa. Luego, entre las piernas, se ve cómo este niño está siendo 
dado a luz.10 

En Mesoamérica el ciclo de la vida y las edades de los hombres eran muy importantes. Y de entre 
estas edades la del niño y la del adolescente reunían una importancia muy especial. Entre los nahuas, 
por ejemplo, “la niñez y la juventud fueron años de sabia y rigurosa formación, tanto en el hogar como 
en las escuelas”.11 

Por otro lado, el tema de la infancia o de la niñez constituye en sí un universo pluriforme, articulado 
y complejo. Como podemos ver, el niño,12 a lo largo de las diferentes épocas de la historia, ha ocupa­
do distintos espacios en la sociedad. Fue considerado como un ser perteneciente a una determinada 
categoría social desde las distintas perspectivas de pensamientos y paradigmas, y evolucionó en su 
condición de ser humano desde un punto en el cual era conceptualizado como un simple objeto de 
derechos hasta llegar a posicionarse como un sujeto de derechos. 

Durante los siglos XIV y XV, los tres tipos de niños pertenecientes a la iconografía medieval, de la 
cual ya hablamos, va evolucionando y expresándose sobre todo en la pintura. El tema de la Santa 
Infancia se amplía y diversifica gracias a la labor de la Iglesia. 

Entre los siglos XV y XVI, el tema de la infancia pasa de la iconografía religiosa a la laica. En este 
sentido, tampoco tenemos que ilusionarnos tanto, ya que el hecho de que la niñez fuera ganando 
terreno en el arte no le significó que se asumiera la importancia debida. 

Los registros de Philippe Ariès nos cuentan que si bien es cierto “que el niño se convierte en uno de 
los personajes más frecuentes”13  de la iconografía laica o de la literatura en sí, va concibiéndose de a 
poco en “el sentimiento de la infancia graciosa”,14  ya que “la gente se interesaba particularmente en la 
representación de la infancia por su aspecto gracioso o pintoresco”.15 

9 Idem, p. 59. 
10 Cf. Eduardo Matos Moctezuma, “Embarazo, parto y niñez en el México prehispánico”, en Antropología Mexicana, vol. X, núm. 

60, marzo-abril de 2003, pp. 16-21. 
11 Cf. Miguel León Portilla, “Niñez y juventud entre los nahuas”, en Antropología Mexicana, vol. X, núm. 60, marzo-abril de 2003, 

pp. 22-29. 
12 Cuando hablamos de “niño” nos referimos tanto a niño como a niña, abarcando, de esta forma, la expresión genérica del vocablo. 
13 P. Ariès, op. cit., p. 60. 
14 Idem. 
15 Idem. 
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De manera categórica, los registros más reconocidos que se tienen de la historia de la infancia, por 
lo menos en Europa, establecen que “nadie pensaba que el niño contenía ya toda su persona de hom­
bre”,16  tal y como lo consideramos hoy en día. La noción social de infancia ha sido limitada y con 
sesgos discriminatorios”,17  por lo menos en Francia. 

Sin embargo, intento demostrar que “en la Mesoamérica antigua existía un concepto claro y bien 
desarrollado acerca de la niñez. No se trata de ningún elemento importado de la cultura europea, sino 
que las raíces ideológicas del concepto generaron infinidad de manifestaciones, costumbres, creencias 
y prácticas específicamente mesoamericanas, con enormes variantes regionales”.18 

Al mismo tiempo, no sólo intentaré mostrar cómo en Mesoamérica existía este concepto de manera 
clara, y esto se expresa en la escultura, sobre todo, sino que, además, intentaré relacionar este concepto 
a algunos artículos de los derechos fundamentales de los niños, y reflexionar sobre la vivencia de estos 
derechos en las culturas indígenas mexicanas. 

3. El concepto de niñez en Mesoamérica 

A partir de aquí podemos decir que el debate sobre el tema está abierto y que debe ocupar un lugar 
preponderante en las agendas de políticas públicas y los entes académicos de diversos países. 

Según Carles Feixa Pàmpols, “las teorías sobre la invención histórica de la infancia y la juventud se 
han basado casi exclusivamente en fuentes occidentales (más exactamente centroeuporeas y anglo-
sajonas)”.19 

Tratando de comprender el por qué del florecimiento de esta construcción histórica en las culturas 
europea y anglosajona, este autor explica que, el fenómeno en parte se debe al hecho de que “los 
estudios socioculturales de América Latina han tendido a ignorar la dimensión generacional: tanto 
los estudios sobre las comunidades indígenas, como los centrados en sociedades campesinas y urba­
nas, han tendido a ver a sus sujetos de estudio como indios, campesinos, colonos, hombres, mujeres, 
burgueses, obreros, pero no como niños y todavía menos como jóvenes”.20  Respecto a esta opinión 
expresada por Pàmpols, creo que uno podría tener sus reservas. 

16 Idem, p. 61. 
17 Carles Feixa Pàmpols, La construcción social de la infancia y la juventud en América Latina. Home Reijala, Fundação Rede de 

Pesquisadores. Texto en construcción. Se encontraron datos acerca del autor en la página web de la Universidad de Barcelona: www.ub.es/ 
spub/autors/autorsf.htm. Algunas de sus obras son: Cultures juvenils, hegemonia i transició social; La Joventut com a metáfora: sobre 
les cultures juvenils; Subcultura juvenil i espai urbà: entre la casa. 

18 “El concepto de niñez en la época prehispánica”, en Algunos aspectos de la niñez en la época prehispánica. [s. p. i.]. 
19 Idem. 
20 Idem. 
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El hecho de que podamos tener opiniones divergentes nos indica que sobre el tema de la niñez y su 
construcción como categoría social hay todavía mucho que debatir. Existen opiniones que expresan 
exacta o parcialmente lo contrario, con respecto a la de Pàmpols, por lo que se destaca siempre de 
manera importante la consideración del punto desde dónde se habla: Pàmpols es europeo. 

Si analizáramos, por ejemplo, el tema desde América Latina de acuerdo con los materiales biblio­
gráficos recabados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México sobre Algunos 
aspectos de la niñez en la época prehispánica: 

En primer lugar nos damos cuenta que México “tiene una riqueza y variedad de información sobre 
el tema” y, en segundo lugar, que en las fuentes bibliográficas más cercanas a esa época, así como 
en los estudios de algunos autores más destacados en la materia, se subraya una constante que debe­
mos resaltar: “en la Mesoamérica antigua existía un concepto claro y bien desarrollado acerca de la 
niñez”.21 

Por lo tanto, cómo no hacerse las siguientes preguntas: 

•	 ¿Existía o no en América Latina un referente importante a partir del cual se podría estudiar la 
construcción de la categoría infancia y, en particular, asociarla al arte? 

•	 ¿Por qué siempre cuando se nos presenta algo como “novedoso” u “original”, como podría ser la 
construcción de esa condición de niño en la sociedad, miramos fija y confiadamente a Europa? 

•	 ¿Acaso nuestros predecesores indígenas no fueron lo suficientemente inteligentes, sensibles y 
civilizados como para observar al niño en su realidad, contemplarlo en toda su grandeza y sabi­
duría, y apreciarlo como un ser humano igual y diferente a los demás integrantes de la sociedad? 

•	 ¿Es posible que todo aquello que en América Latina se viene considerado como un paradigma de 
pensamiento tenga que venir necesariamente de afuera? 

Cabe aclarar que no es mi intención elaborar un discurso antieuropeo, lo que sencillamente aconte­
ce es que mi razón y mi corazón me conducen hasta un estadio en el que me es imposible ignorar la 
riqueza y el enorme valor de algunas culturas prehispánicas tan avanzadas como las de Mesoamérica 
(mayas, aztecas, incas, entre otras). 

La idea de que en la cultura prehispánica mexicana la categoría infancia —la condición social de la 
niñez— se hallaba íntegramente construida, se torna a cada análisis más fuerte. 

Prueba de ello, por ejemplo, cito esta serie de algunas esculturas que hacen referencia al tema: 

21 Idem. 
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• “Mujer embarazada”. Cultura de Xochitécatl. Epiclásico. 

• “Mujer embarazada”. Cultura Tumbas de Tiro. Clásico. 

• “Niño en su cuna”. Cultura de Chupícuaro. Preclásico tardío. 

• “Mujer con niño”. Cultura Nueva Tradición. Posclásico. 

• “Mujer con niño”. Cultura Zapoteca. Preclásico. 

• “Mujer dando a luz”. Códice Náhuatl. Cultura Mixteca. Posclásico. 

• “Perforación de lóbulos de las orejas a los niños”. Códice Florentino. Cultura Mexica. Siglo XVI. 

• “Hombre con niño”. Cultura olmeca. Preclásico medio. 

• “Pareja joven”. Cultura Tumbas de Tiro. Clásico. 

• “Hombre joven”. Cultura Zapoteca. Preclásico. 

• “Adolescente”. Cultura Tumbas de Tiro. Clásico, fase Comala. 

• “Adolescente de Taquín”. Cultura Huasteca. Posclásico temprano. 

• “Adolescente”. Cultura Mexica. Posclásico tardío. 

El niño contaba en esa sociedad con un rango y un rol muy especial. Era considerado un ser de 
condición social mucho muy elevada respecto a las demás categorías. Su lugar estaba al lado de los 
guerreros o sacerdotes, y se constituía en el ser más sublime por su pureza, su inocencia y sabiduría 
natural, a través del cual los adultos tenían la posibilidad de generar un encuentro con los dioses y 
obtener un beneficio para la sociedad. Esta idea del niño lo hizo, desde su gestación, sujeto de los 
cuidados de la familia y de la dedicación de los grandes maestros y sabios, así como de la atención de 
todos los miembros de la sociedad. 

En consecuencia me pregunto: ¿No es este, acaso, el concepto de niño como sujeto de derechos? 

Si nos remontamos a la época prehispánica y nos adentramos en el territorio mexicano, podemos 
constatar que en el mundo rural, al cual se cree que se remontan los orígenes de lo que luego se 
llamaría “América”, pueden apreciarse transformaciones importantes de las cuales surgirá luego el 
mundo urbano. 
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En México existe una zona de aproximadamente 18,000 kilómetros cuadrados donde se desarrolló 
lo que se conocería luego como la primera área urbana, quizá sin todo el esplendor que luego caracte­
rizó a los mexicas, pero sí ya con un profundo significado de la convivencia social y del desarrollo de 
un conjunto de personas al que hoy llamamos “pueblo”. Me refiero al área olmeca. 

El pueblo olmeca, constituido por aproximadamente 350,000 personas, es el que habitó esta zona el 
primer milenio antes de Cristo.22  Este pueblo dejó constancia de su cultura en sus edificios para usos 
ceremoniales, en sus monumentos y en una intención de planificación territorial intencional. 

Uno de los mejores ejemplos es La Venta: “El centro de la ciudad está construido a lo largo de un eje 
que va de norte a sur y a cuyos lados, en forma bastante simétrica, están colocados los monumen­
tos”.23  Una de las artes que mayormente floreció en esta cultura fue la escultura, cuya perfección 
técnica y artística se constituyó, luego, en base importante para el desarrollo de las artes de otros 
pueblos como el maya y los mexicas. 

De estas esculturas recordamos tres expresiones importantes: las cabezas colosales, los altares 
monolíticos y las estatuillas pequeñas realizadas en jade o piedra. 

Entre estas estatuillas pequeñas recogimos un ejemplo: “Las cinco féminas” de Tlatilco y una figu­
rilla tipo Baby-face, pertenecientes a la cultura olmeca. 

Estas estatuillas expresan no sólo la delicadeza, la simplicidad y el realismo sensual en las formas, 
fuerza y espontaneidad en los conceptos,24  sino que además hablan acerca de la importancia del niño 
en la sociedad, por el hecho de que se intenta perpetuar en el tiempo la imagen de ese ser importante 
para ellos. 

Otro ejemplo es “El altar de La Venta”. Un sacerdote y un niño, también perteneciente a la cultura 
olmeca. De acuerdo con los distintos testimonios que se tienen en la actualidad, como se puede apre­
ciar, los altares monolíticos tienen una forma rectangular en las que aparecen figuras o escenas fre­
cuentemente esculpidas a los lados. 

Un tema que se repite en las escenas de los altares es el de un personaje, parecería ser un sacerdote, 
que sale de una especie de nicho o cueva y lleva en sus manos a un niño. Ejemplos como el de este 
conjunto se repetirán, luego, en otras culturas como la mexica. En esta cultura se alcanzará todo el 
esplendor que se conoce del mundo prehispánico mexicano. 

Tomando las distancias prudentes, bien podríamos interpretar la escena de “El altar de La Venta” 
como la recepción que el sacerdote hace del niño que es ofrecido por sus padres a un maestro que, en 

22 Historia mínima de México. México, El Colegio de México, 1973, p. 20.
 
23 Idem, p. 22.
 
24 Idem, p. 25.
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el caso de los mexicas, sería el tlamatinime o sacerdote. El sacerdote recibía al niño en una ceremonia 
o ritual, en el cual los padres ofrecían a su hijo para que lo protegiera uno de los dioses custodios de las 
dos escuelas a la que, más tarde, el niño acudiría para el perfeccionamiento de su educación y for­
mación. 

Otro ejemplo que se tiene de una escena similar a la mencionada es el de “El señor de las Limas”, de 
Veracruz, que también pertenece a la cultura olmeca. En esta escultura puede verse a este señor, que en 
la cultura mexica podría ser visto como un sacerdote, que también tiene a un niño en sus brazos como 
en un acto de recibimiento. 

En la cultura mexica, “la pertenencia del niño a la escuela era un compromiso religioso adquirido en 
sus primeros días de nacido, cuando los padres lo llevaban a ofrecer como servidor de los sacerdotes”.25 

A partir de las ruinas del mundo olmeca surgen una serie de culturas emparentadas entre sí, aunque 
con rasgos específicos. 

Con ellas Mesoamérica llega a su cúspide más alta. De entre las mismas, la cultura teotihuacana, 
centrada en los valles de México y Puebla, desarrolla una vida urbana compleja y fascinante. Un gran 
centro urbano que a raíz de continuas invasiones fue debilitándose con el tiempo. 

Aún después de la debacle de esta cultura, los historiadores siguen firmes en la idea de que “aunque 
tan disminuida Teotihuacán siguió teniendo prestigio, cuando menos al principio de la Colonia”.26  Un 
prestigio que significa mucho en el tiempo, ya que Teotihuacán viene a ser considerada la primera 
sociedad urbana y civilizada que existió en lo que ahora es México. 

Al cabo de varios años, hacia la segunda mitad del siglo XIII, los mexicas (que se llamaron también 
aztecas o nahuas) entraron en el valle de México. Y en ese momento debemos considerar que, según 
los registros de Philippe Ariès, “hasta aproximadamente el siglo XVII, el arte medieval no conocía la 
infancia o no trataba de representarla”.27 

Los mexicas, en aquel entonces, se constituían en un grupo insignificante. Este grupo, en 1325, se 
estableció en una pequeña isla, parte de un archipiélago en el Lago de Texcoco, que con el tiempo 
se volvió en la majestuosa e inigualable ciudad de Tenochtitlan. Sólo en 200 años la cultura mexica 
tiene un florecimiento enorme. Pero ¿a qué se debió semejante desarrollo y florecimiento? 

De acuerdo con los reportes de los historiadores, este florecimiento se debió principalmente a la 
práctica constante de una determinada filosofía de vida basada en la búsqueda constante de llegar a 
alcanzar el supremo ideal del ser humano. 

25 Alfredo López Austin y Leonardo López Luján, El pasado indígena. México, FCE, 1997, p. 209.
 
26 Historia mínima de México, op. cit., p. 37.
 
27 P. Ariès, op. cit., p. 58.
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En este sentido, siguiendo en la ruta de la historia, los escritores narran que “el supremo ideal 
humano fue el tlacahuapahualiztli o arte de criar y educar hombres”.28 

Los padres confiaban sus hijos a los tlamatinime o seres predestinados del saber, quienes eran los 
encargados de enseñar a vivir a los niños según los principios de la filosofía náhuatl. Los tlamatinime 
tenían la responsabilidad de “forjar rostros ajenos y humanizar el querer de la gente”.29 

Los niños, que eran considerados estudiantes o momachtique, eran los seres a los que los tlamatinime 
dedicaban toda su vida. Por lo tanto, me pregunto: ¿personas tan especiales como los tlamatinime hu­
bieran dedicado toda su vida a la educación de los niños si éstos no hubiesen tenido la más alta 
consideración por parte de la sociedad en la que vivían? 

Ya en aquella época —diría Miguel León Portilla— los nahuas “llegaron a la creación directa y no 
diferenciada aún de lo que el pensamiento occidental moderno designa hoy como un sistema educati­
vo, ético, jurídico y social”,30  en el que la figura del niño y su condición social fue muy importante. 

En esta delicada empresa de “formar rostros y corazones” y, por consiguiente, una colectividad de 
seres humanos con rasgos y aspiraciones bien definidas,31  el niño ejerció y desempeñó un rol muy 
importante. Lo que nos lleva a pensar que se hace más que necesario abrir espacios como estos o, 
quizá, otros más especializados, para seguir reflexionando sobre el tema de la construcción de la 
categoría infancia desde una perspectiva más acorde a nuestra realidad como latinoamericanos. 

En su libro Historia antigua de México, Francisco Javier Clavijero escribe lo siguiente: “ninguna 
cosa, dice el padre Acosta, me ha admirado más ni parecido más digna de alabanza y memoria que el 
cuidado y el orden que en criar a sus hijos tenían los mexicanos. En efecto, difícilmente se hallará 
nación que en tiempo de su gentilidad haya puesto mayor diligencia en este artículo de la mayor 
importancia para el estado”.32 

4. Los derechos fundamentales del niño en el México prehispánico 

Basándonos en estos ejemplos, podemos seguir en este análisis y aventurarnos a observar una cierta 
relación entre la categoría social de la infancia en las culturas prehispánicas mexicanas y algunos de 
los documentos jurídicos que nuestras sociedades actuales han promulgado, no hace mucho tiempo, 
para proteger a la niñez. 

28 Miguel León Portilla, La filosofía náhuatl. México, UNAM, Instituto de Investigaciones Históricas, 1979, p. 230.
 
29 Idem, p. 219.
 
30 Idem.
 
31 Idem.
 
32 Idem, p. 222.
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Si revisamos rápidamente algunos de los derechos fundamentales de los niños y adolescentes, con­
templados en la Convención sobre los Derechos del Niño, nos encontraremos, por ejemplo, con algu­
nos como el derecho a la educación (artículo 28), a la libertad de expresión (artículo 13), a la supervi­
vencia y el desarrollo (artículo 6), a la crianza como responsabilidad primordial de sus padres y/o 
tutores (artículo 18), el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 24), entre otros. 

Este documento de 1989 reafirma “que los derechos del niño requieren especial protección y exigen 
el mejoramiento continuo de la situación de la infancia en todo el mundo, así como su desarrollo y 
educación en condiciones de paz y seguridad”.33 

Sin embargo, si bien es cierto que recién en los años ochentas nuestra cultura moderna logró poner­
se de acuerdo para redactar un documento que protegiera los derechos de los niños, también es cierto 
que en la cultura náhuatl, por ejemplo, los niños ya gozaban de todos estos derechos, si bien no se los 
conocía, quizá, con este nombre específico. 

4.1. El derecho a la educación 

Cuentan los distintos testimonios históricos que para los nahuas “todos los niños y jóvenes, sin excep­
ción, acudían a una u otra escuela”,34  es decir la calméca o la telpochcalli: dos casas de estudios, o lo 
que hoy llamaríamos centros de educación públicos. En estas casas los niños aprendían a ser guerreros 
(telpochcalli) o sacerdotes (calmécac). 

En otras palabras, la educación pública era obligatoria y todos los niños debían ser incorporados al 
sistema. 

Según el Códice Florentino, el niño35  ingresaba a una u otra escuela dependiendo de la elección y 
consagración que los padres hacían ya sea a la divinidad protectora Tezcatlipoca (telpochcalli) o 
Quetzalcóatl 36  (calméca). 

El niño no sufría ningún tipo de discriminación e ingresaba a una de las dos escuelas, independien­
temente de su proveniencia social. 

Es más, Jacques Soustelle en su libro Monarquía indiana, escribe: “Es admirable que en esa época 
y en ese continente un pueblo indígena de América haya practicado la educación obligatoria para todos 

33 Lourdes Barboza y Teresa Martínez, Compendio niñez. Asunción, AMAR Ediciones, 2001, p. 65. 
34 Algunos de estos testimonios históricos son el Códice Florentino y el Código Mendoza. Cf. Francisco Larroyo, Historia compa­

rada de la educación en México. 3a. ed., México, Porrúa, 1952; Miguel León Portilla, Siete ensayos sobre cultura náhuatl. México, 
UNAM, Facultad de Filosofía y Letras, 1958, entre otros. 

35 Algunas fuentes revelan que los niños ingresaban a los seis y nueve años. Otras fuentes indican que a los 15. 
36 Tezcatlipoca: dios-águila. Quetzalcóatl: dios-pájaro-serpiente. 
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y que no hubiera un sólo niño mexicano del siglo XVI, cualquiera fuese su origen social, que estuviera 
privado de la escuela”.37 

Aquí quisiera recordar que, según Philippe Ariès, durante los siglos XV y XVI, recién comenzó a 
darse en Europa una transferencia de la representación del niño desde la iconografía religiosa a la 
iconografía laica. Pero, como lo dijimos en un párrafo anterior, esta representación laica se da por el 
interés que mantiene la gente hacia ese carácter pintoresco o gracioso, no justamente por ser niño. 

Volviendo a la realidad náhuatl, es bueno agregar, quizá, que antes de ingresar a una de las dos escue­
las el niño recibía una importante educación en la casa paterna, conocida como la primera educación. 

La primera educación se desarrollaba sobre la base de los dos principios fundamentales de la educa­
ción náhuatl: “el del autocontrol por medio de una serie de privaciones a que debe acostumbrarse el 
niño38  y el del conocimiento de sí mismo y de lo que debe llegar a ser, inculcado a base de repetidas 
exhortaciones paternas”.39 

Como podemos ver, el niño mexicano prehispánico tenía establecido su propio derecho a la educa­
ción y este derecho era respetado y protegido por la sociedad. Este respeto se reflejó en el respeto, el 
cuidado y la dedicación con que sus padres, y de alguna manera el Estado, en la figura de los tlamatinime, 
se dedicaban a enseñar al niño y a confiarlo a alguna divinidad según el destino al que fuera encomen­
dado ese futuro hombre. 

En el libro III del Códice Florentino se encuentra una particularidad del pueblo mexicano que 
también llama poderosamente la atención, y que tiene relación con el derecho a la educación. Me 
refiero al principio de igualdad de clases sociales. 

[...]aún cuando fuera pobre o miserable,
 
aún cuando su madre y su padre fueran
 
los pobres de los pobres...
 
no se veía su linaje,
 
sólo se atendía a su género de vida...
 
a la pureza de su corazón...
 
a su corazón bueno y humano...
 
a su corazón firme...
 
se decía que tenía a dios en su corazón,
 
que era sabio en las cosas de dios...40
 

37 M. León Portilla, La filosofía náhuatl, op. cit., p. 225.
 
38 El Códice Mendocino nos ilustra acerca de lo reducido de la ración alimenticia que se les daba a los niños para enseñarles a
 

controlar su apetito. 
39 M. León Portilla, La filosofía náhuatl, op. cit., pp. 222-223. 
40 Idem, p. 230. 
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Esta cita nos induce a pensar que en la educación también regía un determinado principio de equi­
dad, ya que muchachas y muchachos, con sus respectivas costumbres y deberes, eran educados. 

Para reforzar esta clave de lectura me gustaría proponerles la siguiente referencia que aparece en el 
libro de Fray Bernardino de Sahagún: “a los muchachos y muchachas criábanlos con gran rigor hasta 
que eran adultos, [...] los criaban de comunidad, debajo de maestros muy solícitos y rigurosos, los 
hombres a su parte, y las mujeres a la suya [...]”.41 

Este cuidado y dedicación a la educación del niño respondía a esa filosofía de vida náhuatl de la que 
hablamos ya en un párrafo anterior, y que lo acompañaba desde el mismo momento del alumbramien­
to. Los mexicas tenían asimilada plenamente la idea de que las mujeres daban a luz a seres humanos, 
a sujetos con vida, a miembros de una sociedad, de una comunidad que, a la vez, reflejaba en ellos 
toda su riqueza y esplendor. Una sociedad que ofrecía a sus niños un tesoro de dimensiones incalcula­
bles: una educación para la vida, una educación de calidad. 

Estoy segura de que este gran tesoro que otorgaban a los niños contribuyó luego de manera sustan­
cial a la consolidación de ese gran imperio azteca. 

Los habitantes de ese imperio, a su vez, estaban dotados de un altísimo nivel de desarrollo intelec­
tual, de un profundo conocimiento de la historia de su pueblo, y un significativo respeto por el sentido 
de las divinidades que constituían parte de su cosmos. En otras palabras, ideología, historia y cosmogonía 
formaban parte de la visión que se tenía del ser humano y de su vida. 

Otro elemento que aparece en los registros de los libros de historia, y que guarda relación con el 
derecho a la educación, es la asimilación del sentido de la alteridad. Los mexicas o aztecas eran 
personas que tenían una conciencia plena del valor del “otro”. De este modo se comprende como los 
tlamatinime pudieran dedicar toda su vocación de maestros y todos sus conocimientos y esfuerzos a 
esa misión fundamental que tenían: “hacer sabios los rostros ajenos y perfeccionar la firmeza de sus 
corazones”.42 

Pero esto no es todo. Existe también otros elementos fundamentales en la educación de los niños y 
los jóvenes: El buen lenguaje (in qualli tlatolli); la enseñanza de los cantares, especialmente los cantos 
divinos (teucuícatl); las artes de la cronología y astrología y la historia. Otros cuatro puntos cardinales 
de la tlacahuapahualiztli, o sea, cuatro puntos cardinales del arte de criar y educar a los hombres. 

Esta era la meta de los tlamatinime, y si la alcanzaron o no, creo que ya es cuestión de la historia. Si 
no, que nos lo digan Itzcóatl, Tlacaélel, Motecuhzoma Ilhuicamina, Cuitláhuac, Cuauhtémoc, 
Nezahualcóyotl y Nezahualpilli. 

41 Idem, pp. 231-232.
 
42 Idem, p. 228.
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Estos personajes se constituyen en figuras históricas de las que cualquier pueblo podría sentirse 
orgulloso de sí mismo. Figuras que vivieron y dejaron plasmado en el horizonte del mundo el sentido 
de la madurez del ser humano y el ideal buscado por su pueblo. Un ideal que se resume en el ideal del 
hombre maduro: “un corazón firme como la piedra, un rostro sabio, dueño de una cara, un corazón, 
hábil y comprensivo”.43 

4.2. El derecho a la salud y otros derechos 

Siguiendo esta línea de reflexión podemos también analizar otro derecho fundamental de la niñez: el 
derecho a la salud, y dentro de él, el derecho de las personas por nacer y el derecho de las mujeres 
embarazadas. 

En el México antiguo el embarazo y el nacimiento fueron procesos de vida con alta carga simbólica 
y ritual.44 Y esto lo podemos ver en la escultura que se hace de Tlazoltéolt, la diosa azteca que está 
dando a luz. 

La figura de una mujer mexica dando a luz con un gesto de dolor y esfuerzo, es muy significativa. 
Esta figura muestra a “una mujer que con las manos abre sus genitales para ayudar al parto, en tanto 
que la cabeza del niño sale de la vulva”.45 Viendo todo lo que representa esta figura, me pregunto: 
¿cuán importante debió ser el niño en esta sociedad como para que se dedicara toda una escultura al 
momento preciso en el cual él como ser humano se integra al mundo al cual fue destinado? 

La escultura, conocida también con el nombre de Tlazoltéotl, además del contenido que representa, 
se impregna en la vista del observador por la fuerza, la emoción y el sentimiento que trasmite. 

Cuentan los testimonios que al respecto tenemos que “si la mujer moría en el trance de dar a luz se 
convertía en mocihuaquetzque (mujer valiente) o en cihuateteo (mujer diosa), pues el parto se consi­
deraba un combate”.46 

En nuestra cultura moderna y civilizada, si es que tenemos la posibilidad de contar con un registro 
real y cuidadoso de los partos que se producen en nuestros países, y de ellos cuántas mujeres sobrevi­
ven y cuántas mueren, esto nos indica que, si tenemos esta situación controlada, estas mujeres que 
pierden la vida en el trance de dar a luz podrían, a lo más, aspirar a convertirse en un número de las 
estadísticas nacionales. 

43 Idem, p. 229.
 
44 E. Matos Moctezuma, op. cit., p. 16.
 
45 Idem, p. 18.
 
46 Idem.
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Les propongo ahora que sigamos hurgando en este tema y revisemos algunos artículos de la Con­
vención sobre los Derechos del Niño, o del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 1680/01), que 
en el caso específico de Paraguay, por ejemplo, es fruto de 10 años de discusiones frontales en el seno 
del Parlamento. Hablo de 10 años para redactar nuestro compromiso con el cumplimiento de la obli­
gación y responsabilidad que tenemos de proteger a todos los niños del territorio nacional y respetar­
los en su condición de sujetos de derechos. 

En el contexto de estos dos marcos normativos, hagamos un breve paréntesis en los artículos que se 
consagran en el Código de la Niñez y la Adolescencia: el principio del interés superior del niño (artí­
culo 3); el derecho a la salud (artículo 13); el derecho de la protección de las personas por nacer 
(artículo 9); el derecho a la familia (artículo 8), entre otros. 

Este breve paréntesis me remonta nuevamente a la época prehispánica en la cultura mexica. Este 
pueblo, de acuerdo con los testimonios que se observan en el Código Borbónico, practicaba el diálogo 
familiar y todos los parientes de la joven embarazada velaban por su cuidado. 

En realidad, esta dedicación responsable y consciente de la familia mexica al acompañamiento a la 
joven ante su nueva situación, es sorprendente. 

Sahagún, en su libro, hace referencia al tema y transcribe una parte de las palabras con las que una 
abuela se dirige a su joven nieta: 

Nieta mía, muy amada y preciosa, como piedra preciosa, como chalchihuite y zafiro, noble y 
generosa, ya es cierto ahora que nuestro señor se ha acordado de vos, el cual está en toda parte 
y hace mercedes a quien quiere; ya está claro que estáis preñada, y que nuestro señor os quiere dar 
fruto de generación, y os quiere poner un joyel y daros una pluma rica.47 

La delicadeza con que la abuela anuncia la buena nueva a la nieta, y el concepto que se tiene de la 
persona por nacer, “fruto de generación”, es decir, la continuidad de una historia, una comunidad, una 
especie; “un joyel” que el dios quiere dar a la familia, y por lo tanto a la comunidad/mundo, a través de 
ella, que es también amada y preciosa, noble y generosa. Este concepto y condición que daban a las 
personas por nacer, concebida a través de la unión carnal por voluntad de los dioses y albergada en el 
vientre materno, llama la atención e invita a la reflexión. 

Asimismo, es interesante y, por tanto, se vuelve muy tentador mencionar también, el diálogo entre 
un padre y una hija. Un diálogo en el que el padre mexica explica y recuerda a su hija su origen como 
ser humano. A su vez, le recuerda la unión consciente y consuetudinaria de los seres “hombre” y 
“mujer” para expresar esa voluntad de los dioses de conceder nueva vida para el cosmos: 

47 Citado por M. León Portilla, La filosofía náhuatl, op. cit., p. 162. 
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Por que aún vivimos los que te engendramos, pues tú no te hiciste a ti, ni te formaste; yo y tu 
madre tuvimos ese cuidado y te hicimos, porque esta es la costumbre del mundo, no es invención 
de alguno, es ordenación de nuestro señor dios que haya generación por vía de hombre y mujer, 
para hacer multiplicación y generación...48 

Si tratáramos, aunque las comparaciones sean desagradables, de hacer no mucho esfuerzo y recor­
dáramos aquí algunos episodios actuales de algunas de nuestras familias “civilizadas” en los que 
pudiera repetirse o reproducirse tal delicadeza en el trato de los hijos o los nietos, o tal festejo por la 
llegada de un nuevo ser, a veces esperado otras indeseado, de seguro nos llevaríamos muchas sorpresas. 

El cuidado de la persona por nacer también era importante en la comunidad mexica. Con palabras 
floridas y elocuentes se aconsejaba a la joven: “que no cargase cosas pesadas; que no abusase del acto 
carnal; que no tuviera espanto de alguna cosa, pues había peligro de aborto; que estuviera bien alimen­
tada, pues lo que come y bebe la madre, aquello se incorpora en la criatura”.49 Y estamos hablando de 
una época anterior a la llegada de la mal llamada “civilización”. 

La elección de la matrona que debía cumplir con su compromiso de atender el alumbramiento era 
muy delicada. Se elegía a la mejor entre las más experimentadas. Cuando el niño nacía, era bien 
lavado y colmado de palabras bellas y advertencias. Durante sus dos primeros años se los criaba 
bien gorditos. El exceso de peso era un sinónimo de la belleza durante los primeros años de vida. 

Además, se les dejaba libertad para que fueran niños, es decir, traviesos y juguetones. Nunca para­
ban de andar con sus arcos y flechas, de jugar con los otros, hasta que ya más creciditos comenzaban 
a asimilar y seguir el modo de vida de los mancebos. 

Niñez y juventud eran, según Miguel León Portilla, años de sabia y rigurosa formación, tanto en el 
hogar como en las escuelas.50  Cuando crecían y pasaban al estadio de la adultez, difícilmente olvida­
ban o se apartaban de toda aquella formación recibida en la niñez y en la juventud. 

En la escultura huasteca “El adolescente” se sintetiza, creo yo, el valor de las riquezas recibidas en 
la niñez. Riquezas que los niños llevaban consigo en su paso hacia la etapa de la adolescencia, y luego 
en su camino hacia la adultez. 

Al respecto un padre, en los testimonios que rescata Fray Bernardino de Sahagún, se dirige a su hijo 
ya adolescente con una “palabra antigua”, un discurso en el que se resaltan los valores que el ser 
humano nunca debe abandonar: 

48 E. Matos Moctezuma, op. cit., p. 17.
 
49 M. León Portilla, La filosofía náhuatl, op. cit.
 
50 M. León Portilla, “Niñez y juventud en los nahuas”, op. cit., p. 22.
 

Gaceta160 
noviembre/2003 

53 

http:escuelas.50
http:criatura�.49


 

Gaceta de la CNDH 

Nota otro aviso con que cumplimos contigo los viejos y sabios que somos: guárdale muy bien 
dentro de ti, mira que no lo olvides, y si te ríes de ello, serás mal aventurado, muchas otras cosas 
te serán dichas y oirás allá donde vas, porque es casa donde se aprenden muchas cosas, y con esto 
que te digo, juntarás lo que allá oyeres que es la doctrina de los viejos...51 

Los huehuehtlahtolli o antigua palabra, eran “discursos pronunciados por los padres y las madres 
cuando sus hijos e hijas llegaban a la edad de la discreción; cuando eran ya mayorcitos; cuando iban a 
ingresar en la escuela, y en otras circunstancias importantes de la vida”.52 

En los testimonios escritos que quedan de la época se pueden leer dos fragmentos de huehuehtlahtolli: 
el primero, de un padre a un hijo; el segundo, de una madre a su hija. No podré yo, en estos momentos, 
por una causa exclusiva de tiempo y espacio, reproducir aquí toda la riqueza de estos fragmentos que 
fueron recopilados por Fray Andrés de Olmos. Sin embargo, creo que es importante resaltar que en los 
mismos, el padre o la madre se dirigen a su hijo o a su hija con palabras portadoras de mucho amor, de 
mucha ternura y devoción. A través de ellas les recuerdan el origen de su ser como humanos en esta 
tierra; la voluntad del dios que les dio la vida, a través de ellos, sus padres/progenitores; los peligros 
del cosmos que estarán allí para acecharlos; los vicios de los que se tienen que cuidar; el respeto que 
le deben dar a los “otros”; la importancia de hablarles bien a los “otros”; el sentido del agradecimiento 
a los padres; la virtud de tener una honra y saber cumplir con las responsabilidades que le serán 
asignadas. 

Por lo tanto, creo yo, y a la luz de estos testimonios, que es evidente que existió en Mesoamérica un 
concepto bien claro acerca de la niñez. Una niñez o una infancia que representa una etapa que si bien 
aglutina características generalizadas y un significado fuertemente ideológico, expresa sus particulari­
dades muy específicas al interior de cada grupo étnico y de cada cultura de Mesoamérica. Es más, 
podríamos decir que este significado fuertemente ideológico de la niñez, en la mayoría de las culturas 
mesoamericanas, es una constante que se destaca en la historia. 

En Mesoamérica, y de manera particular en la parte que de ella corresponde a México, el concepto 
de la “vida” estaba asociado al concepto del “ciclo”. Un ciclo en el que a medida en que se iba avan­
zando hacia el ocaso del sol, se volvía al origen. 

La mañana se asociaba con la juventud, el mediodía (cuando el sol se detiene a observar a sus hijos) 
con la madurez y el atardecer con la vejez. Al anochecer, se recorría el camino del sol hacia el mundo 
de los muertos.53  Sin embargo, como al día siguiente el ciclo volvía a empezar, el sol volvía a surgir y 
la vida con él. En este ciclo, la niñez es el origen. Es el punto de partida y el punto de retorno para 
volver a empezar. 

51 M. León Portilla, La filosofía náhuatl, op. cit., p. 215.
 
52 M. León Portilla, “Niñez y juventud...”, op. cit., p. 21.
 
53 Vid. “Elementos para el estudio de la niñez en la época prehispánica”, op. cit., p. 2.
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Por lo tanto, y para concluir, creo que luego de este recorrido muy breve por esta parte de la historia 
prehispánica, se puede ver que en Mesoamérica el ciclo de la vida y las edades de los hombres eran 
muy importantes. Y de entre estas edades, las del niño y el adolescente reunían una importancia muy 
especial. Además, creo que en Mesoamérica existía un concepto claro y bien desarrollado acerca de la 
niñez; que este concepto no se trata de ningún elemento importado de la cultura europea, sino que en 
estas culturas, especialmente en la que hace referencia a México, este concepto no sólo es claro sino 
que también es un concepto cuyas raíces ideológicas generaron una infinidad de manifestaciones, 
costumbres, creencias y prácticas. Y estas manifestaciones pueden verse en el arte prehispánico mexi­
cano. 

Como diría Carlos Fuentes: “México tiene el rostro de la creación. México tiene un origen, aunque 
precisar este origen en una fecha determinada sea quizá una de las empresas más audaces e imposibles 
que uno se pueda proponer”.54 

México es un pueblo que es varios pueblos a la vez, unidos en una memoria que debe permanecer 
viva. México es un pueblo de Sol, de Agua, de Tierra, de Fuego y de Viento, en el que la niñez, desde 
el tiempo de los tiempos, es considerada como una condición social fundamental del orden cósmico. 

Muchas gracias. 
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Por definir (mayo)

Recomendación 45/2003
 

Síntesis: El 15 de abril de 2003 esta Comisión Nacional inició el expediente 2003/171-1-I con motivo 
del recurso de impugnación interpuesto por el señor Antonio Vázquez Méndez, en contra de la no 
aceptación de la Recomendación 071/2002, que el 27 de diciembre de 2002 la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Chiapas dirigió al licenciado Mariano Herrán Salvatti, Procurador General 
de Justicia de esa entidad federativa, al resolver el expediente de queja CEDH/SCR/037/03/2001, 
precisándose como agravio la negativa de la autoridad responsable, con lo que se propicia impuni­
dad de hechos delictuosos cometidos en perjuicio del recurrente, así como de los señores Mariano 
Vázquez Pérez y José Vázquez Méndez. En el documento se recomendó al Procurador General de 
Justicia del Estado de Chiapas que girara sus instrucciones al Director de la Agencia Estatal de In­
vestigación, con el fin de que se avoque al cumplimiento de la orden de aprehensión girada en el 
expediente penal 372/2000, por la Juez de Primera Instancia del Ramo Penal del Distrito Judicial de 
Las Casas, Chiapas, a fin de que, a la brevedad, los inculpados queden a disposición del juez de la 
causa penal; asimismo, que solicite a la Contraloría General del estado que inicie un procedimiento 
administrativo en contra de los ciudadanos Julio César Morales Sánchez, Elzer Recinos Espinoza y 
Sergio Enrique Besares Velasco, el primero comandante regional y los segundos jefes de grupo de la 
Agencia Estatal de Investigación, y del personal bajo su mando, en su momento comisionados en 
la ciudad de San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, a efecto de determinar la responsabilidad admi­
nistrativa en que incurrieron por su conducta omisa y negligente, y que se les impongan las sanciones 
a que se hubieran hecho acreedores. 

Del análisis de las evidencias de esta Recomendación se desprenden elementos suficientes para 
establecer la procedencia legal del agravio hecho valer por el recurrente, al acreditarse que la no 
aceptación de lo recomendado conlleva a que se continúen vulnerando sus Derechos Humanos por 
los actos violatorios a la legalidad y a la debida procuración de justicia de los señores Mariano 
Vázquez Pérez, y Antonio y José Vázquez Méndez, considerando que han transcurrido tres años sin 
que se haya cumplido la orden de aprehensión girada en el expediente penal 372/2000, contravinien­
do lo dispuesto por los artículos 14 y 16, en correlación al 21, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, motivo por el que se confirma el criterio sostenido por la Comisión 
estatal, debiéndose cumplir en su totalidad lo recomendado. 

El 11 de noviembre de 2003 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 45/2003, dirigida al 
Gobernador constitucional del estado de Chiapas, a efecto de que se sirva instruir al Procurador 
General de Justicia para que proceda al cabal cumplimiento de la Recomendación 071/2002, emitida 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Chiapas. 
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México, D. F., 11 de noviembre de 2003 

Sobre el caso del recurso de impugnación 
del señor Antonio Vázquez Méndez 

Lic. Pablo Salazar Mendiguchía, 
Gobernador constitucional del estado 
de Chiapas 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en los artículos 102, apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párrafo; 6o., 
fracción V; 15, fracción VII; 55; 61; 62; 63; 64; 
65, y 66 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente 2003/171­
1-I, relacionados con el recurso de impugnación 
interpuesto por el señor Antonio Vázquez Mén­
dez, en contra de la no aceptación de la Reco­
mendación 071/2002, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. Del contenido de las constancias que integran 
el presente recurso, destaca que el 13 de marzo 
de 2001 el señor Antonio Vázquez Méndez pre­
sentó una queja ante la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Chiapas, por presuntas vio­
laciones a los Derechos Humanos, cometidas en 
su agravio y en el de los señores Mariano 
Vázquez Pérez y José Vázquez Méndez, por ele­
mentos de la Agencia Estatal de Investigación, 
antes Policía Judicial del estado, y de la Subpro­
curaduría de Justicia Indígena de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Chiapas, co­
misionados en San Cristóbal de Las Casas, por 
la inejecución de la orden de aprehensión libra­
da dentro de la causa penal 372/2000 por el Juz­

gado Primero del Ramo Penal del Distrito Judi­
cial de Las Casas, Chiapas, en contra de los se­
ñores Antonio López López o Antonio López 
Vázquez y Domingo de la Cruz Méndez, por su 
probable responsabilidad en la comisión de los 
delitos de privación ilegal de la libertad y daños 
a los bienes de los agraviados, lo que originó el 
expediente CEDH/SCR/037/03/2001. 

B. El 27 de diciembre de 2002 el Organismo lo­
cal emitió la Recomendación 071/2002, en los 
siguientes términos: 

PRIMERA. Se recomienda al ciudadano li­
cenciado Mariano Herrán Salvatti, Procura­
dor General de Justicia del estado, gire ins­
trucciones al Director de la Agencia Estatal 
de Investigación, para que de inmediato y con 
pleno respeto a los Derechos Humanos que 
se consideren afectados, se avoque al cum­
plimiento de la orden de aprehensión librada 
por la Juez de Primera Instancia del Ramo 
Penal del Distrito Judicial de Las Casas, 
Chiapas, en el expediente penal número 372/ 
2000, en contra de Antonio López López o 
Antonio López Vázquez y Domingo de la 
Cruz Méndez, a fin de ponerlos a la breve­
dad a disposición del juez de la causa, pro­
curando la realización de las debidas diligen­
cias de investigación por parte de dicha 
corporación policiaca, y, en su caso, solicite 
la colaboración de las autoridades municipa­
les de Zinacantán, Chiapas, para la localiza­
ción y aprehensión de los inculpados. 

SEGUNDA. Se recomienda al ciudadano li­
cenciado Mariano Herrán Salvatti, Procurador 
General de Justicia del estado, solicite a la 
Contraloría General del estado, inicie un pro­
cedimiento administrativo de investigación 
en contra de los ciudadanos Julio César Mora­
les Sánchez, Elzer Recinos Espinoza y Sergio 
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Enrique Besares Velasco, el primero coman­
dante regional y los segundos jefes de Grupo 
de la Agencia Estatal de Investigación, respec­
tivamente, así como en contra del personal 
bajo su mando, en su momento destacamen­
tado en la ciudad de San Cristóbal de Las 
Casas, Chiapas, a efecto de determinar la 
responsabilidad administrativa en que incu­
rrieron por su conducta omisa y negligente, 
consistente en la inejecución de la orden de 
aprehensión girada en el expediente penal 
372/2000, por la Juez de Primera Instancia 
del Ramo Penal del Distrito Judicial de Las 
Casas, Chiapas, y que se les impongan las san­
ciones a que se hubieran hecho acreedores. 

Cabe destacar que en el punto tercero de di­
cho documento, la Comisión local instó al Pro­
curador para que, de aceptarse la Recomenda­
ción, así lo informara dentro del término de 15 
días hábiles, solicitándole, igualmente, que, en 
su caso, remitiera las pruebas de cumplimiento 
dentro de los 15 días siguientes a la fecha de acep­
tación, advirtiendo que si omitía la remisión de 
tales pruebas se consideraría como no aceptada. 

C. El 15 de abril de 2003 en esta Comisión Na­
cional se recibió el oficio VGSCR/0649/2003, por 
medio del cual el Visitador General de la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Chiapas 
remitió el escrito de recurso de impugnación pre­
sentado el 3 de abril de 2003 por el señor Antonio 
Vázquez Méndez, en contra de la no aceptación 
de la Recomendación 071/2002, dirigida al Pro­
curador General de Justicia del Estado de Chiapas. 

D. El 30 de abril de 2003 en esta Institución Na­
cional se recibió una copia certificada del expe­
diente de queja CEDH/SCR/037/03/2001. 

E. El recurso de impugnación interpuesto por el 
señor Antonio Vázquez Méndez se radicó en esta 

Comisión Nacional con el expediente 2003/171­
1-I, y, previa solicitud a la Procuraduría General 
de Justicia de esa entidad federativa, se remitió 
la información y documentación requerida, cuya 
valoración se hará en el capítulo de observacio­
nes del presente documento. 

F. Por medio del oficio DSRPC/0126/2003, del 
6 de mayo de 2003, el Director de Seguimiento de 
Recomendaciones y Propuestas Conciliatorias 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chiapas rindió su informe con relación al segui­
miento de la Recomendación 071/2002. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El recurso de impugnación presentado el 3 de 
abril de 2003 por el señor Antonio Vázquez Mén­
dez ante la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Chiapas. 

B. La copia certificada del expediente de queja 
CEDH/SCR/037/03/2001, de cuyo contenido 
destacan las siguientes actuaciones: 

1. El acta de comparecencia elaborada por per­
sonal del Organismo local con motivo de la que­
ja presentada por el recurrente el 13 de marzo de 
2001. 

2. La orden de aprehensión librada el 5 de octu­
bre de 2000 por el Juez de Primera Instancia del 
Ramo Penal del Distrito Judicial de Las Casas, 
Chiapas, dentro de la causa penal 372/2000. 

3. El oficio 011/2001, del 25 de abril de 2001, 
por medio del cual el comandante regional de la 
Policía Judicial del estado, adscrito a la Subpro­
curaduría de Justicia Indígena, informó al enton­
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ces Director de esa corporación policiaca que en 
diversas ocasiones, con personal a su mando, se 
presentaron en el lugar de los hechos, a fin de 
cumplimentar la orden de aprehensión, con re­
sultados negativos, ya que el origen del proble­
ma es un conflicto religioso, la confrontación de 
católicos y evangélicos, y la detención de los in­
culpados generaría un problema mayor entre los 
indígenas de la comunidad. 

4. El oficio VGSCR/0624/2001, del 14 de mayo 
de 2001, por medio del cual se dio vista al que­
joso de la respuesta de la autoridad. 

5. El acta circunstanciada del 23 de mayo de 
2001, por la que el Organismo local hizo constar 
la comparecencia en la que el agraviado desaho­
gó la vista. 

6. Los oficios 030/PJE/001 y 033/PJE/2001, del 
19 de octubre y 9 de noviembre de 2001, respec­
tivamente, por medio de los cuales el comandante 
regional de la Policía Judicial del Estado reiteró 
al Director de esa corporación la imposibilidad 
de ejecutar la orden de aprehensión, ya que su 
cumplimiento podría generar nuevamente un 
conflicto de igual o mayor magnitud al que ori­
ginó el problema, es decir, quema de casas, re­
tención de personas, así como agresiones físicas 
entre católicos y evangélicos. 

7. El acta circunstanciada del 19 de septiembre 
de 2001, por medio de la cual personal de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chiapas hizo constar que se presentó en la Co­
mandancia de la Policía Judicial del Estado en 
San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, para entre­
vistar al señor Elzer Recinos Espinosa, jefe de 
Grupo de la Policía Judicial, quien manifestó que 
no se había ejecutado la orden de aprehensión, 
ya que la comunidad El Paraje Paste, municipio 
de Zinacantán, Chiapas, es considerada zona de­

licada y no pueden entrar; que de cumplimentarse 
el mandato judicial podría generarse un conflic­
to con la población, pero que insistirían para ver 
si se lograba la captura de los inculpados. 

8. El oficio CEDH/SCR/059/2001-C, del 20 de 
diciembre de 2001, por el que la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Chiapas formalizó 
la propuesta de conciliación al titular de la Pro­
curaduría General de Justicia de esa entidad fe­
derativa, a fin de que, con pleno respeto a los 
Derechos Humanos de los afectados, girara sus 
instrucciones al Director de la Policía Judicial 
para que, de inmediato, se avocara al cumplimien­
to de la orden de aprehensión, propuesta que la 
autoridad aceptó en sus términos el 4 de enero 
de 2002. 

9. Los oficios 003/DAEI/2002, 026/DAEI/2002, 
046/DAEI/2002, 061/DAEI/2002, 087/DAEI/ 
2002, 095/DAEI/2002, 102/DAEI/2002, 119/ 
DAEI/ 2002 y 135/DAEI/2002, del 10 de enero, 
25 de febrero, 4 de abril, 9 de mayo, 2 de julio, 12 
y 27 de agosto, 5 de octubre y 15 de noviembre 
de 2002, respectivamente, a través de los cuales 
el comandante de la Agencia Estatal de Inves­
tigaciones adscrito a la Subprocuraduría de Jus­
ticia Indígena informó al Coordinador de esa 
corporación la inejecución del mandato judicial, 
argumentando como causa de ello el mismo pro­
blema religioso y que se trata de una comunidad 
indígena que se caracteriza por ser conflictiva y 
de difícil acceso, ya que los habitantes no desean 
la presencia de la Policía y, por lo tanto, no coo­
peran. 

10. La Recomendación 071/2002, y los oficios 
CEDH/VGSPEM/2277/2002 y CEDH/VGS­
PEM/2299/2002, todos del 27 de diciembre de 
2002, por los que se notificó la Recomendación 
al Procurador General de Justicia del Estado de 
Chiapas y al señor Antonio Vázquez Méndez, así 
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como el acuerdo del 31 del mismo mes, que or­
denó la conclusión del expediente y seguimiento 
de la Recomendación. 

11. El oficio DGPDH/0234/2003, del 17 de enero 
de 2003, por medio del cual el licenciado Jorge 
Luis Arias Zebadúa, Director General de Protec­
ción a los Derechos Humanos de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Chiapas, infor­
mó a la Comisión local la aceptación parcial de 
lo recomendado. 

12. El acuerdo del 22 de enero de 2003, por el 
que la Comisión estatal tuvo por no aceptada la 
Recomendación, y el oficio VGSCR/0576/2003, 
del 28 de marzo de 2003, con el que se notificó 
al quejoso. 

C. El oficio DSRPC/0126/2003, del 6 de mayo 
de 2003, mediante el cual el licenciado Sergio 
Enrique Serrano Alfaro, Director de Seguimiento 
a Recomendaciones y Propuestas Conciliatorias 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chiapas, informó a este Organismo Nacional su 
consideración legal respecto de la no aceptación 
del segundo punto específico de la Recomen­
dación. 

D. El oficio DGPDH/DCNDH/108/2003, del 30 
de mayo de 2003, por medio del cual la licen­
ciada Yesmín Lima Adam, Subprocuradora En­
cargada del Despacho de Derechos Humanos y 
Atención a la Comunidad de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Chiapas, in­
formó a este Organismo Nacional que se comu­
nicó a la Comisión local la aceptación parcial 
de la Recomendación, puesto que el segundo 
punto no es procedente, ya que se demostró la 
voluntad de la Agencia Estatal de Investigación 
para cumplir con sus funciones, y solicitó que 
se desechara el recurso por presentarse en forma 
extemporánea. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 13 de marzo de 2001 la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Chiapas inició el expe­
diente CEDH/SCR/037/03/2001, con motivo de 
la queja presentada por el señor Antonio Vázquez 
Méndez en contra de servidores públicos de la 
Procuraduría General de Justicia de esa entidad 
federativa, por la inejecución de la orden de apre­
hensión girada en contra de los señores Antonio 
López López o Antonio López Vázquez y Do­
mingo de la Cruz Méndez, por delitos cometi­
dos en su agravio y en el de los señores Mariano 
Vázquez Pérez y de su hermano José Vázquez 
Méndez. 

El 27 de diciembre de 2002 se emitió la Reco­
mendación 071/2002, dirigida al Procurador 
General de Justicia del estado, autoridad que 
mediante el oficio DGPDH/0234/2003, del 17 
de enero de 2003, suscrito por el Director Gene­
ral de Protección a los Derechos Humanos de esa 
Procuraduría, informó su aceptación parcial. 

El 22 de enero de 2003 el Organismo local 
acordó tener por no aceptada la Recomendación, 
situación que el 28 de marzo de 2003 se notificó 
al quejoso, informándole que contaba con un pla­
zo de 30 días naturales para inconformarse. 

El 3 de abril de 2003 el señor Antonio Vázquez 
Méndez presentó un recurso de impugnación ante 
el Organismo local, en contra de la no acepta­
ción de la Recomendación 071/2002, lo que ori­
ginó la apertura del expediente 2003/171-1-I ante 
esta Comisión Nacional. 

El 6 de junio de 2003 se recibió el informe 
solicitado por esta Institución Nacional a la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de 
Chiapas, en integración del expediente de recur­
so, en el que se comunicó que persiste la ine­
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jecución de la orden de aprehensión reclamada y 
la negativa para iniciar el procedimiento admi­
nistrativo sugerido por la Comisión estatal. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de las constancias que se enumeran 
en el capítulo de evidencias de esta Recomenda­
ción, se desprenden elementos suficientes para 
establecer la procedencia legal del agravio he­
cho valer por el recurrente, de acuerdo con las 
siguientes consideraciones: 

A. El recurso se admitió por haberse interpuesto 
dentro del término de 30 días naturales, previsto 
por el artículo 63 de la Ley de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, motivo por el cual 
carece de sustento lo manifestado por la autori­
dad responsable, en el sentido de que se presen­
tó en forma extemporánea. 

B. Esta Comisión Nacional coincide con lo 
acordado por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Chiapas, en cuanto a la improce­
dencia de la aceptación parcial de su Reco­
mendación, en virtud de que son resoluciones 
que por su naturaleza jurídica son indivisibles 
y conforman un todo, según se prevé en los 
artículos 46 de la Ley de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, y 45 de la Ley 
que rige al Organismo local, razón por la cual 
la autoridad a la que se dirige sólo está en posi­
bilidad de informar si acepta o no una Recomen­
dación, pues no se prevén aceptaciones parcia­
les, por lo que, atento al contenido de la respuesta 
de la Procuraduría General de Justicia de esa 
entidad federativa, se confirma la no acepta­
ción de la Recomendación 071/2002, emitida el 
27 de diciembre de 2002, como lo determinó la 
Comisión estatal mediante el acuerdo del 22 de 
enero de 2003. 

C. Es fundado el agravio que hizo valer el se­
ñor Antonio Vázquez Méndez en contra del ac­
to que reclama de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Chiapas, al advertirse que 
los argumentos esgrimidos en respuesta a la Re­
comendación del Organismo local y a esta Co­
misión Nacional en el informe al recurso, son 
argumentos carentes de sustento legal y proba­
torio, ya que se apoyan en informes de investi­
gación que por sí mismos revelan el incumpli­
miento y desconocimiento de las funciones que 
la ley impone a los servidores públicos, lo que se 
demuestra con los oficios 011/2001, 030/PJE/ 
001 y 033/PJE/2001, del 25 de abril, 19 de oc­
tubre y 9 de noviembre de 2001, respectivamente, 
por medio de los cuales el comandante regional 
de la Policía Judicial del estado argumentó la 
imposibilidad de ejecutar la orden de aprehen­
sión, ya que su cumplimiento podría generar 
otro conflicto de igual o mayor magnitud al que 
originó el problema, con daños a las personas y 
sus bienes, lo que no se ajusta a lo previsto por 
los artículos 4o. y 51 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia de ese estado, 
preceptos en los que se establece que la Agen­
cia Estatal de Investigación es la corporación 
de la cual se vale el Ministerio Público para ha­
cer cumplir las órdenes que resulten de la ave­
riguación previa, debiendo desarrollar las dili­
gencias que deban practicarse y ejecutar las 
órdenes de aprehensión emitidas por el órgano 
jurisdiccional. 

En un primer momento la Comisión Estatal 
intentó la solución inmediata y el cese a la vio­
lación a los Derechos Humanos, a través de la 
propuesta conciliatoria dirigida a esa institución 
de procuración de justicia el 20 de diciembre de 
2001, respecto de la cual la Procuraduría se limi­
tó a expresar su aceptación formal el 4 de enero 
de 2002, pero sin realizar ninguna acción para su 
cumplimiento. 
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Si bien es cierto que el comandante de la Agen­
cia Estatal de Investigaciones adscrito a la Sub­
procuraduría de Justicia Indígena, con posterio­
ridad a la aceptación de la propuesta, emitió 
diversos documentos suscritos entre enero y no­
viembre de 2002, éstos se limitan a insistir en 
que la inejecución del mandato judicial obedece 
al problema religioso, que se trata de una comu­
nidad indígena que se caracteriza por ser con­
flictiva y de difícil acceso, ya que los habitantes 
no desean la presencia de la Policía, y, por lo tan­
to, no cooperan; que no es sino la repetición del 
por qué no ha ejecutado la orden de aprehensión, 
pero sin señalar qué acciones se han realizado, 
denotando falta de voluntad para solucionar el 
problema y cumplir con su función. 

Por tales razones, esta Comisión Nacional con­
sidera que esos informes sirven para acreditar que 
la actuación de los servidores públicos que han 
tenido a su cargo la ejecución del mandato judi­
cial constituye una conducta omisa, negligente e 
ineficaz y no apegada a la obligación que el de­
sempeño de sus funciones le impone, lo que ha 
motivado y ocasionado la violación de la esfera 
de los derechos del recurrente y de los señores 
José Vázquez Méndez y Mariano Vázquez Pérez, 
al no ejecutarse la orden de aprehensión a pesar 
de que han transcurrido tres años a partir de su 
emisión, lo que ha ocasionado que a los agravia­
dos se les haya privado del derecho a la pro­
curación e impartición de justicia y a la legali­
dad, en contravención a lo dispuesto por los 
artículos 14 y 16, en correlación con el 21, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Bajo estas circunstancias, la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Chiapas emitió la Re­
comendación, cuya falta de aceptación originó 
el recurso que se analiza, sin que a la fecha se 
hubiera logrado resarcir en sus derechos a los 

agraviados, sino que, por el contrario las eviden­
cias demuestran que no hay una firme intención 
de la autoridad responsable de cumplir cabalmen­
te con la obligación que por ley le corresponde, 
observándose que los informes adolecen de se­
ñalar el día, mes y año en que se practicaron los 
operativos, no contienen los nombres ni el nú­
mero de elementos que participaron, además de 
que tampoco hacen referencia a las solicitudes 
de colaboración a otras corporaciones, como lo 
recomendara el Organismo local. 

D. Con relación a la negativa de la autoridad en 
aceptar el segundo punto específico de la Reco­
mendación, se observa que la Procuraduría Ge­
neral de Justicia de esa entidad federativa invoca 
justificaciones para evitar el inicio del procedi­
miento administrativo en contra de los servido­
res públicos responsables, las cuales carecen de 
sustento legal y apoyo técnico-científico de in­
vestigación policial, tales como que no se ha eje­
cutado la orden de aprehensión por el conflicto 
religioso que prevalece en la comunidad; que su 
cumplimiento generaría un problema mayor en­
tre los indígenas; que no ha existido falta de vo­
luntad en el desempeño de sus funciones, y ade­
más, que el Organismo local otorgó poco valor 
probatorio a los informes rendidos, pues debió 
constatar la veracidad de su contenido y no sólo 
que el mandamiento aprehensorio se encuentra 
vigente, consideraciones que para este Organis­
mo Nacional son insuficientes e inoperantes para 
desvirtuar los razonamientos plasmados en la 
Recomendación del Organismo local, ya que 
evidentemente los responsables de su ejecución 
han contravenido diversas disposiciones conte­
nidas en leyes vigentes, entre éstas el artículo 45, 
fracciones I, V y XXI, de la Ley de Responsabi­
lidades de los Servidores Públicos de ese estado, 
que imponen a éstos la obligación de cumplir con 
diligencia el servicio que les sea encomendado, 
observar buena conducta en su empleo, cargo o 
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comisión y abstenerse de cualquier acto u omi­
sión que implique el incumplimiento de cualquier 
disposición jurídica relacionada con el servicio 
público prestado, contrario a lo que evidentemen­
te ha ocurrido, por lo que su conducta omisa y 
negligente les genera responsabilidad legal al 
dejar de dar cumplimiento al mandato judicial, 
ya que la omisión es contraria a las obligaciones 
que como servidores públicos les son exigibles. 

Además de lo anterior, no corresponde a la 
Procuraduría General de Justicia de esa entidad 
federativa determinar sobre el inicio del proce­
dimiento de investigación sugerido, en virtud de 
que tal decisión compete a la Contraloría Gene­
ral del estado, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 42, fracción X, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública de esa entidad federativa, 
el cual prevé que corresponde a su titular conocer 
e investigar los actos u omisiones de los servido­
res públicos; autoridad a la cual la Comisión 
Estatal recomendó que se solicitara su inicio, y 
por lo tanto, se sujetara a los agentes señalados 
como responsables al procedimiento previsto en 
el artículo 62 de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos del estado. 

E. Por lo expuesto, esta Comisión Nacional co­
incide con los razonamientos y fundamentos le­
gales que sirvieron de base para emitir la Re­
comendación 071/2002, al considerar que los 
comandantes, los jefes de grupo y los elementos 
de la Agencia Estatal de Investigación de la Pro­
curaduría General de Justicia en San Cristóbal 
de Las Casas, Chiapas, incurrieron en actos 
violatorios a los derechos a la legalidad y a la 
debida procuración de justicia de los señores 
Mariano Vázquez Pérez, y Antonio y José Váz­
quez Méndez, al no ejecutar la orden de apre­
hensión para que a los presuntos responsables se 
les sujete a un proceso penal por los hechos 
delictivos que se les imputaron, lo que se traduce 

en una transgresión al orden jurídico y conduce 
a que a los agraviados aún no se les haya restituido 
en sus derechos, motivo por el que se confirma 
el criterio sostenido por la Comisión estatal, de­
biéndose cumplir en su totalidad lo recomendado. 

Asimismo, se confirma que en tanto no se cumpla 
el mandamiento judicial, se continúan violando 
los Derechos Humanos de los agraviados, ya que 
se propicia la impunidad de hechos graves 
tipificados y sancionados por ley penal vigente 
en la entidad, sin que se procure el derecho a la 
justicia pronta, completa e imparcial, que en el 
plano internacional contempla el artículo 10, 
parte primera, de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos; 1o. del Código de Conduc­
ta para Funcionarios Encargados de Hacer Cum­
plir la Ley de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU), el cual prevé que cumplirán en to­
do momento los deberes que les impone la ley, en 
consonancia con el alto grado de responsabili­
dad exigido a quienes ejercen funciones de policía, 
y cuentan con facultades de arresto o detención; 
14.1, parte primera, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que dispone que 
todas las personas son iguales ante los tribunales 
y cortes de justicia; 8.1, de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, que establece 
la garantía de que toda persona debe ser oída en 
juicio por un juez o tribunal competente, para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de 
cualquier carácter, y 1o.; 3o.; 4o., y 6o., inciso 
e), de la Declaración sobre los Principios Fun­
damentales de Justicia para las Víctimas de De­
litos y del Abuso de Poder de la Organización 
de las Naciones Unidas, que prevén el derecho de 
las víctimas al acceso a los mecanismos de la 
justicia, según lo dispuesto en la legislación na­
cional, evitando demoras innecesarias en la re­
solución de las causas y en la ejecución de los 
mandamientos judiciales o los decretos que les 
concedan indemnizaciones. 
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En consecuencia, con fundamento en lo dis­
puesto por los artículos 66 de la Ley de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, así 
como 166 y 167 de su Reglamento Interno, esta 
Comisión Nacional confirma la Recomendación 
071/2002, emitida en el expediente CEDH/SCR/ 
037/03/2001 por la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Chiapas. 

Por lo expuesto, esta Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se permite formular res­
petuosamente a usted, Gobernador del estado de 
Chiapas, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva instruir al Procurador General 
de Justicia para que proceda al cabal cumplimien­
to de la Recomendación 071/2002, emitida por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Chiapas. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de ha­
cer una declaración respecto de una conducta irre­
gular por parte de servidores públicos en el ejer­
cicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley, como de obtener la investigación 

que proceda por parte de las dependencias admi­
nistrativas o cualesquiera otras autoridades com­
petentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane 
la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, solicito a usted que la 
respuesta sobre la aceptación de esta Recomen­
dación se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a su 
notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, le solicito que, en su caso, las pruebas co­
rrespondientes al cumplimiento de la Recomen­
dación que se le dirige se envíen a esta Comisión 
Nacional dentro de un término de 15 días hábi­
les siguientes a la fecha en que haya concluido el 
plazo para informar sobre la aceptación de la 
Recomendación. La falta de presentación de prue­
bas dará lugar a que se interprete que la Reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos quedará 
en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 

El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 
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Por definir (mayo)

Recomendación 46/2003
 

Síntesis: El 8 de septiembre de 2003 esta Comisión Nacional inició el expediente 2003/345-1-I con 
motivo del escrito de impugnación presentado por la señorita Karla Espinoza Salinas, en el cual 
manifestó su inconformidad por la no aceptación de la Recomendación que le emitió la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Morelos el 17 de julio de 2003 dentro del expediente 388/2003-4 al 
Presidente municipal de Jiutepec, en esa entidad federativa, situación que, en su concepto, resulta 
grave ya que perjudica a los afectados quienes no obstante de haber pagado sus tomas de agua, no se 
les ha dotado de ese servicio. 

De las documentales que integran el recurso de impugnación, así como de la información propor­
cionada por la Presidencia Municipal de Jiutepec, Morelos, a esta Comisión Nacional, se observó 
que en el oficio sin número del 7 de julio de 2003, el ingeniero Pedro González Torrez, Director 
Operativo responsable del Sistema de Conservación de Agua Potable y Saneamiento de Agua de ese 
Ayuntamiento, reconoció que corresponde al organismo a su cargo la colocación de las tomas de 
agua; sin embargo, aclaró que esa Dirección se encontraba imposibilitada materialmente para pro­
porcionar el servicio de agua potable que se le requiere, ya que al hacer una visita al domicilio de la 
recurrente, sin precisar en qué fecha lo hizo, se percató que la red hidráulica no llegaba a esa propiedad. 

Es de destacarse que de la documentación que la señorita Karla Espinoza Salinas anexó al escrito 
de queja que presentó en el Organismo local, se desprende que ese Ayuntamiento tuvo conocimien­
to de la problemática desde 1983, trascurriendo desde entonces 20 años sin que hayan dado solución 
al asunto. 

Respecto al señalamiento de la recurrente, en el sentido de que el 26 de marzo de 2002 presentó un 
escrito dirigido al licenciado Liborio Román Cruz Mejía, entonces Presidente municipal de Jiutepec, 
Morelos, en el que solicitó su intervención para que se realice la construcción de la red de agua 
potable, es de mencionarse que de la información proporcionada por ese servidor público a la Comi­
sión estatal no señaló si el problema que le planteó la señorita Karla Espinoza Salinas fue tratado en 
alguna de las reuniones de la Junta de Gobierno de la Dirección Operativa responsable del Sistema 
de Conservación y Saneamiento de Agua, mismas que deben verificarse cada tres meses de acuerdo 
con lo establecido por los artículos 21, fracciones I y IV, así como 22 de la Ley Estatal de Agua 
Potable de esa entidad federativa. 

Ahora bien, en el oficio sin número del 19 de agosto de 2003 suscrito por el licenciado Liborio 
Román Cruz Mejía, entonces Presidente municipal de Jiutepec, Morelos, comunicó al Organismo 
local la no aceptación de la Recomendación que le dirigió, bajo el argumento de no poder comprome­
terse a la realización de una obra como la que se le propuso por carecer de la infraestructura necesa­
ria para ello y que, además, su gestión está por concluir. Al respecto, es de mencionarse que las 
obligaciones del municipio como institución no fenecen al terminar una administración, sino que 
continúan, por lo que el argumento del cambio de administración no libera al municipio de sus 
obligaciones. 
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Al respecto, es preciso señalar que le corresponde al municipio o, en su caso, a la Dirección Operativa 
responsable del Sistema de Conservación y Saneamiento de Agua, manejar fondos de reserva para la 
construcción y ampliación de los servicios que presta, siendo uno de éstos el de agua potable; asimis­
mo, ante la falta de recursos materiales, técnicos y humanos, el Presidente municipal puede efectuar 
convenios con las autoridades estatales de la materia, o bien otorgar concesiones a terceros, total o 
parcialmente, según lo establecido en los artículos 4o., fracción IX; 12, fracción I; 41, fracción I; 42, 
y 43 de la Ley Estatal de Agua Potable de Morelos, lo cual no ocurrió en el presente caso, lo que 
acredita la falta del servicio público de agua potable. 

De lo anterior se desprende que el municipio de Jiutepec, Morelos, no está prestando debidamente 
el servicio de agua potable que tiene encomendado en términos de los artículos 115, fracción III, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 117, fracción I, de la Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Morelos. 

En razón de lo expuesto, esta Comisión Nacional consideró que el motivo de la inconformidad 
planteada por la recurrente Karla Espinoza Salinas se acreditó el 18 de noviembre de 2003 y este 
Organismo Nacional emitió la Recomendación 46/2003, dirigida al H. Ayuntamiento de Jiutepec, 
Morelos, para que se sirvan instruir a quien corresponda a efecto de que se dé cumplimiento total a la 
Recomendación emitida el 17 de julio de 2003 por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Morelos. 

México, D. F., 18 de noviembre de 2003 

Sobre el caso del recurso 
de impugnación de la señorita 
Karla Espinoza Salinas 

H. Ayuntamiento de Jiutepec, Morelos 

Muy distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo 
cuarto; 6o., fracción IV; 15, fracción VII; 55; 61; 
62; 63; 64; 65, y 66 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, ha exami­
nado los elementos contenidos en el expediente 
2003/345-1-I, relacionados con el recurso de 
impugnación de la señorita Karla Espinoza Sali­
nas, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 8 de septiembre de 2003 esta Comisión 
Nacional recibió el oficio 4990, del 1 del mismo 
mes, suscrito por el licenciado César Hidalgo 
Valverde, Tercer Visitador de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Morelos, por me­
dio del cual remitió el escrito de impugnación de 
la señorita Karla Espinoza Salinas, en el que ex­
puso como agravio la no aceptación de la Reco­
mendación que emitió, el 17 de julio del año en 
curso, el Organismo estatal dentro del expedien­
te 388/2003-4, dirigida al licenciado Liborio 
Román Cruz Mejía, en su carácter de Presidente 
municipal de Jiutepec, en esa entidad federativa, 
en la que se recomendó: 

PRIMERA: Es fundada la queja promovida 
por la señorita Karla Espinoza Salinas, por 
la negativa e inadecuada prestación del ser­
vicio público en materia de agua y la negati­
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va al derecho de petición, conforme a lo ra­
zonado en la presente resolución, recomen­
dando al Presidente Municipal constitucio­
nal de Jiutepec, en su calidad de Presidente 
de la Junta Local de Administración del Sis­
tema de Conservación de Agua Potable y 
Saneamiento de Agua de Jiutepec, proceda 
en los términos consignados en la parte final 
de la presente resolución, ajustándose, de ser 
el caso, a los plazos consignados en dicho 
conclusivo. 

[...] se recomendó se realicen las obras que 
correspondan o, en su caso, se dote a la quejo­
sa y coagraviados del servicio público de 
agua. Por otra parte, se solicita al Presidente 
Municipal de Jiutepec dé respuesta a la que­
josa respecto a la petición a usted dirigida 
por la impetrante por escrito de veintiséis de 
marzo de dos mil dos, recibido en la oficina 
de la Presidencia Municipal el veintiocho de 
marzo de esa misma anualidad... 

B. Del contenido a las constancias que integran 
el presente recurso, destaca que el 5 de junio de 
2003 la señorita Karla Espinoza Salinas presentó 
un escrito de queja, en su carácter de presidenta 
del Comité de Agua Potable de Paseo Cuauh­
nahuac, Jiutepec, Morelos, ante la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos de esa localidad, en 
la que señaló que desde 1983 la recurrente y co­
lonos que viven en la calle Paseo Cuauhnahuac, 
desde el crucero de Tejalpa hasta la entrada al 
fraccionamiento La Palma, en la colonia Lázaro 
Cárdenas de Jiutepec, Morelos, han solicitado al 
Ayuntamiento, y a otras instancias, la instalación 
de la red de agua potable; precisó que incluso 
una de las interesadas, en febrero de 1983, pagó 
$10,000 pesos a la Tesorería Municipal de esa 
demarcación territorial por los derechos de co­
nexión a una toma de agua potable. 

C. El recurso de impugnación se radicó en este 
Organismo Nacional en el expediente 2003/345­
1-I, y se solicitó al Presidente municipal de 
Jiutepec, Morelos, el informe correspondiente, 
obsequiándose lo requerido, cuya valoración se 
precisa en el capítulo de Observaciones del pre­
sente documento. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

1. El oficio 4990, del 1 de septiembre de 2003, 
recibido en este Organismo Nacional el 8 del 
mismo mes, mediante el cual la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Morelos remitió a 
esta Comisión Nacional el escrito de impugna­
ción, del 29 de agosto de 2003, suscrito por la 
señorita Karla Espinoza Salinas. 

2. El original del expediente de queja 388/2003­
4, de cuyo contenido destaca lo siguiente: 

a) El escrito de queja que la señorita Karla 
Espinoza Salinas, en su carácter de presidenta 
del Comité de Agua Potable del Paseo Cuauh­
nahuac en Jiutepec, Morelos, presentó el 5 de 
junio de 2003 ante la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de esa entidad federativa. 

b) El oficio sin número, del 8 de julio de 2003, 
por el que el licenciado en Administración de 
Empresas Liborio Román Cruz Mejía, Presiden­
te municipal de Jiutepec, Morelos, dio respuesta 
a la solicitud de información que le formuló la 
Comisión estatal, al cual anexó el informe del 
Director del Sistema de Conservación Agua Po­
table y Saneamiento de Agua de ese municipio. 

3. La copia de la Recomendación del 17 de julio 
de 2003 emitida por la Comisión Estatal de De­
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rechos Humanos de Morelos, dentro del expe­
diente de queja 388/2003-4. 

4. El oficio 4599, del 8 de agosto de 2003, sus­
crito por el licenciado Francisco Ayala Vázquez, 
Primer Visitador de la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Morelos, a través del cual se 
notificó a la Presidencia Municipal de Jiutepec, 
en esa demarcación territorial, la Recomendación 
emitida por el Organismo local. 

5. El oficio sin número, del 19 de agosto de 2003, 
por el que el licenciado en Administración de 
Empresas Liborio Román Cruz Mejía, Presidente 
municipal de Jiutepec, Morelos, no aceptó la Re­
comendación que le dirigió la Comisión local. 

6. El oficio sin número recibido en esta Comi­
sión Nacional el 9 de octubre de 2003, mediante 
el cual el Presidente municipal de Jiutepec, Mo­
relos, rindió su informe y precisó la no acepta­
ción de la Recomendación que le dirigió el Or­
ganismo local, bajo el argumento de que ese 
Ayuntamiento no se encuentra en condiciones 
económicas y administrativas para acatarla, au­
nado a que su gestión fenece el 31 de octubre del 
año en curso, además de que la Ley de Entrega-
Recepción de esa entidad lo obliga a concluir las 
obras públicas efectuadas en ese Ayuntamiento; 
no obstante ello, refirió que recomendaría a la 
administración entrante para que se tome en cuen­
ta el problema de la quejosa y de ser posible se 
incluya ese gasto en el presupuesto. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 5 de junio de 2003 la recurrente presentó un 
escrito de queja ante la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Morelos, en la que refirió 
que desde 1983 ella, sus familiares y vecinos de 
la calle Paseo Cuauhnáhuac, kilómetro tres de la 

colonia Lázaro Cárdenas en el municipio de Jiu­
tepec, han tramitado ante ese Ayuntamiento la 
introducción de la red de agua potable en sus 
domicilios, e incluso una de las usuarias pagó 
por ese servicio la cantidad de $10,000 pesos a 
la Tesorería de ese Ayuntamiento, sin que se efec­
tuara la instalación. 

Agregó que también solicitaron la interven­
ción de autoridades estatales sin resultado algu­
no, y que la última petición que formularon al 
licenciado Liborio Román Cruz Mejía, Presidente 
municipal de Jiutepec, Morelos, fue mediante 
escrito del 26 de marzo de 2002, el cual no dio 
respuesta esa autoridad, por lo que interpusieron 
una queja ante la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Morelos, con la que se inició el ex­
pediente 388/2003-4. 

El 17 de julio de 2003 el Organismo local 
emitió la Recomendación dirigida al Presidente 
municipal de Jiutepec, Morelos. 

El 19 de agosto de 2003, mediante un oficio 
sin número, el licenciado Liborio Román Cruz 
Mejía, en su carácter de Presidente municipal de 
Jiutepec, Morelos, informó a la Comisión esta­
tal la no aceptación de la Recomendación, moti­
vo por el cual el 29 de agosto de 2003 la señorita 
Karla Espinoza Salinas presentó ante el Orga­
nismo local el recurso de inconformidad por la 
no aceptación de esa determinación. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis de los hechos, así como de las evi­
dencias que integran el presente recurso, este 
Organismo Nacional consideró que el agravio 
expresado por la señorita Karla Espinoza Sali­
nas es fundado, al acreditarse violaciones a los 
derechos de petición, legalidad y al desarrollo, 
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contemplados en los artículos 8o., 14, 16 y 25 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en perjuicio de la recurrente y coa­
graviados, por la falta de respuesta al escrito del 
26 de marzo de 2002, y la negativa a la presta­
ción del servicio público de agua potable por parte 
del municipio de Jiutepec, Morelos, con base en 
las siguientes consideraciones: 

De las documentales que integran el recurso 
de impugnación, así como de la información pro­
porcionada por esa Presidencia Municipal a esta 
Comisión Nacional, se observó que en el oficio 
sin número del 7 de julio de 2003 el ingeniero 
Pedro González Torrez, Director Operativo res­
ponsable del Sistema de Conservación de Agua 
Potable y Saneamiento de Agua de ese Ayunta­
miento, reconoció que corresponde al organismo 
a su cargo la colocación de las tomas de agua; 
sin embargo, aclaró que esa Dirección se en­
contraba imposibilitada materialmente para pro­
porcionar el servicio de agua potable que se le 
requiere, ya que al hacer una visita al domicilio 
de la recurrente, sin precisar en qué fecha se hizo, 
se percató que la red hidráulica no llegaba a esa 
propiedad. 

Es de destacarse que de la documentación que 
la señorita Karla Espinoza Salinas anexó al es­
crito de queja que presentó en el Organismo lo­
cal, se desprende que ese Ayuntamiento tuvo 
conocimiento de la problemática desde 1983, 
trascurriendo desde entonces 20 años sin que las 
autoridades municipales hayan dado solución al 
asunto. 

Respecto al señalamiento de la recurrente, en 
el sentido de que el 26 de marzo de 2002 presen­
tó un escrito dirigido al licenciado Liborio Román 
Cruz Mejía, Presidente municipal de Jiutepec, 
Morelos, en el que solicitó su intervención para 
que se realice la construcción de la red de agua 

potable, es de mencionarse que de la informa­
ción proporcionada por ese servidor público a la 
Comisión estatal, no señaló si el problema que le 
planteó la señorita Karla Espinoza Salinas fue tra­
tado en alguna de las reuniones de la Junta de 
Gobierno de la Dirección Operativa responsable 
del Sistema de Conservación y Saneamiento de Agua 
que deben verificarse cada tres meses, de acuer­
do con lo establecido por los artículos 21, frac­
ciones I y IV, así como 22 de la Ley Estatal de 
Agua Potable de esa entidad federativa. 

Ahora bien, en el oficio sin número, del 19 de 
agosto de 2003, suscrito por el licenciado Libo­
rio Román Cruz Mejía, Presidente municipal de 
Jiutepec, Morelos, comunicó al Organismo lo­
cal la no aceptación de la Recomendación que le 
dirigió, bajo el argumento de no poder compro­
meterse a la realización de una obra como la que 
se le propuso, por no contar con la infraestructu­
ra necesaria para ello y que su gestión está por 
concluir. Al respecto, es de mencionarse que las 
obligaciones del municipio como institución no 
fenecen al terminar una administración, sino que 
continúan; por lo que el argumento del cambio 
de administración no libera al municipio de sus 
obligaciones. 

Al respecto, es preciso señalar que le corres­
ponde al municipio o, en su caso, a la Dirección 
Operativa responsable del Sistema de Conserva­
ción y Saneamiento de Agua, manejar fondos de 
reserva para la construcción y ampliación de lo 
servicios que presta, siendo uno de éstos el de 
agua potable; asimismo, ante la falta de recursos 
materiales, técnicos y humanos, el Presidente 
municipal puede efectuar convenios con las au­
toridades estatales de la materia, o bien otorgar 
concesiones a terceros, total o parcialmente, se­
gún lo establecido en los artículos 40, fracción 
IX; 12, fracción I; 41, fracción I; 42, y 43 de la 
Ley Estatal de Agua Potable en Morelos, lo cual 
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no ocurrió en el presente caso, lo que acredita la 
falta del servicio público de agua potable. 

De lo anterior se desprende que el municipio 
de Jiutepec, Morelos, no está prestando debida­
mente el servicio de agua potable que tiene en­
comendado en términos de los artículos 115, frac­
ción III, inciso a), de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 117, fracción I, 
de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
Morelos. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional co­
incide con los razonamientos y fundamentos le­
gales que sirvieron de base a la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Morelos para emitir la 
Recomendación, ya que el municipio de Jiutepec, 
encargado de otorgar el servicio de agua potable, 
no ha efectuado ninguna gestión para atender el 
problema planteado, por lo que con fundamento 
en el artículo 66, inciso a), de la Ley de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos se con­
firma el contenido de esa recomendación; por 
ello, se formula respetuosamente a ese H. Ayun­
tamiento, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirvan instruir a quien corresponda a 
efecto de que se dé cumplimiento total a la Re­
comendación emitida el 17 de julio de 2003 por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Morelos. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 

con el propósito fundamental, tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
cometida por servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley, como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualquiera otras autoridades competentes 
para que, dentro de sus atribuciones, apliquen las 
sanciones conducentes y se subsane la irregula­
ridad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, solicito a usted que la 
respuesta sobre la aceptación de esta Recomen­
dación se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a esta 
notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, solicito a usted que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la Reco­
mendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que se haya concluido el plazo 
para informar sobre la aceptación de la Recomen­
dación. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar 
a que se interprete que la presente Recomenda­
ción no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 

El Presidente de la Comisión Nacional 

Rúbrica 
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Por definir (mayo)

Recomendación 47/2003
 

Síntesis: El 11 de julio de 2003 la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió, vía fax, el 
escrito del señor E. M. N., por medio del cual presentó un recurso de impugnación por la resolución 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tlaxcala de no aceptar parte de la Recomenda­
ción 05/2003 emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de dicha entidad federativa, 
respecto del procedimiento administrativo en contra de la licenciada Jakqueline Ordóñez Brasdefer, 
agente del Ministerio Público, al considerar que dicha determinación viola sus derechos fundamen­
tales en virtud de que la servidora pública giró en su contra una orden de “comparecencia” excedién­
dose en sus atribuciones, ya que al ser “sospechoso” del delito de violación era procedente que fuera 
citado, tal como se prevé en el capítulo IX del Código de Procedimientos Penales para el Estado 
Libre y Soberano de Tlaxcala. 

El recurso de impugnación se radicó en este Organismo Nacional con el número de expediente 
2003/267-3-I, y una vez analizadas las constancias que integran dicha inconformidad se determinó 
que la Recomendación formulada por la Comisión estatal a la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Tlaxcala fue apegada a Derecho, toda vez que la citada orden de comparecencia no fue 
debidamente fundada y motivada, pues en ella no se expresó con precisión el precepto legal aplicable 
al caso, ni las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hubiese 
tenido en consideración para su emisión; en tal virtud, se acreditó la violación a los Derechos Huma­
nos de legalidad y de seguridad jurídica en agravio del recurrente, previstos en los artículos 14, 
párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con base en lo anterior, el 19 de noviembre de 2003 esta Comisión Nacional emitió la Recomenda­
ción 47/2003 dirigida al Gobernador constitucional del estado de Tlaxcala, con objeto de que se 
sirva ordenar al Procurador General de Justicia que dé cumplimiento en sus términos a la Recomen­
dación 05/2003 que emitió la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala. 

México, D. F., 19 de noviembre de 2003 

Derivada del recurso de impugnación donde 
fue recurrente el señor E. M. N. 

MVZ Alfonso Sánchez Anaya, 
Gobernador constitucional del estado 
de Tlaxcala 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

102, apartado B, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último 
párrafo; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 
24, fracción IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inci­
so d), de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 158, fracción III, 
y 167 de su Reglamento Interno, ha examinado 
los elementos contenidos en el expediente 2003/ 
267-3-I, relacionado con el recurso de impugna­
ción interpuesto por el señor E. M. N. 

En este asunto los nombres del agraviado y de­
más particulares involucrados se mantendrán en 
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reserva, de conformidad con el artículo 81 del 
Reglamento Interno de esta Comisión Nacional, 
con la finalidad de preservar su identidad, por lo 
que solamente se enumerarán progresivamente a 
las personas, remitiéndose los nombres que co­
rrespondan a las mismas, en un anexo confidencial. 

Así pues, del expediente se desprenden los si­
guientes: 

I. HECHOS 

A. El 6 de octubre de 2000, la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala recibió un 
escrito de queja suscrito por el señor E. M. N., 
en contra de la licenciada Jakqueline Ordóñez 
Brasdefer, agente del Ministerio Público inves­
tigador adscrita al Módulo de Atención a la Mu­
jer y a la Familia Región Sur, y de los señores 
Benigno Alarcón Dorantes, Alfonso Jiménez 
Rojas y Dagoberto Hernández Hernández, agen­
tes de la Policía Ministerial, todos ellos servidores 
públicos de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Tlaxcala; así como del licenciado 
Fermín Efraín Galicia Nava, defensor de oficio 
adscrito a dicha institución, en el cual refirió, en 
resumen, que el 17 de septiembre del año citado 
fue detenido por elementos de la Policía Minis­
terial “con un supuesto oficio de presentación” 
que nunca vio. Los hechos dieron origen al ex­
pediente CEDHT/246/2000-2. 

B. Una vez realizadas las investigaciones corres­
pondientes, el 9 de mayo de 2003 la Comisión 
estatal dirigió al Procurador General de Justicia 
del Estado de Tlaxcala la Recomendación 05/ 
2003, en los siguientes términos: 

PRIMERA. Iniciar el procedimiento de in­
vestigación interna en contra de la licencia­
da Jakqueline Ordóñez Brasdefer, agente del 

Ministerio Público y de los señores Benigno 
Alarcón Dorantes, Alfonso Jiménez Rojas y 
Dagoberto Hernández Hernández, todos ellos 
agentes de la Policía Ministerial del estado, 
quienes pudieran resultar responsables de las 
violaciones aludidas en este documento de 
Recomendación, así como deslindarles res­
ponsabilidad y, en su caso, aplicarles la san­
ción administrativa que corresponda. 

SEGUNDA. En su oportunidad, iniciar las 
averiguaciones previas que correspondan por 
los delitos que se pudieren haber cometido y 
darles el seguimiento respectivo para su de­
bida determinación. 

C. El 26 de junio de 2003, la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Tlaxcala recibió el oficio 
302/2003, a través del cual el licenciado Eduar­
do Medel Quiroz, entonces Procurador General 
de Justicia en esa entidad federativa, informó que 
no aceptaba parte de la primera Recomendación, 
particularmente respecto del procedimiento ad­
ministrativo en contra de la licenciada Jakqueline 
Ordóñez Brasdefer, agente del Ministerio Públi­
co, ya que, argumentó, la orden de comparecen­
cia girada por dicha servidora pública se encuen­
tra apegada a la legalidad, en virtud de que el 
artículo 21 de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos concede al Ministerio 
Público la más amplia facultad para la investiga­
ción y persecución de los delitos; de igual modo, 
señaló que el artículo 10 del Código de Procedi­
mientos Penales para el Estado Libre y Soberano 
de Tlaxcala establece que cuando se tenga conoci­
miento de la probable existencia de un delito, los 
funcionarios encargados de las diligencias dicta­
rán las medidas necesarias, entre otras, para im­
pedir que se dificulte la averiguación. 

D. El 11 de julio de 2003, esta Comisión Nacio­
nal recibió, vía fax, el escrito del señor E. M. N., 
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por medio del cual presentó un recurso de im­
pugnación en contra de la determinación de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Tlaxcala de no aceptar parte de la Recomenda­
ción 05/2003, particularmente respecto del pro­
cedimiento administrativo en contra de la licen­
ciada Jakqueline Ordóñez Brasdefer, agente del 
Ministerio Público, al considerar que dicha re­
solución viola sus derechos fundamentales, en 
virtud de que la licenciada Jakqueline Ordóñez 
Brasdefer, agente del Ministerio Público adscri­
ta al Módulo de Atención a la Mujer y a la Fami­
lia Región Sur, giró en su contra orden de “com­
parecencia” excediéndose en sus atribuciones, ya 
que al ser “sospechoso” del delito de violación 
era procedente que fuera citado, tal como se pre­
vé en el capítulo IX del Código de Procedimien­
tos Penales para el Estado Libre y Soberano de 
Tlaxcala. 

E. El recurso de referencia se substanció en esta 
Comisión Nacional en el expediente 2003/267­
3-I. En el mismo, corren agregados los informes 
y las constancias que obsequiaron la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos y la Procuraduría 
General de Justicia, ambas del estado de Tlaxcala, 
cuya valoración queda expresada en el capítulo 
de Observaciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de fecha 9 de julio de 2003 suscrito 
por el señor E. M. N. mediante el cual interpuso 
el recurso de impugnación ante la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos de Tlaxcala. 

B. El oficio CEDHT/P/061/2003, del 10 de julio 
de 2003, signado por la licenciada María Angé­
lica Zárate Flores, Presidenta de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala, a tra­
vés del cual remitió copia certificada del expe­
diente de queja CEDHT/246/2000-2, dentro del 
que destacan, por su importancia, las siguientes 
constancias: 

1. El escrito de queja, del 6 de octubre de 2000, 
suscrito por el señor E. M. N. 

2. Una copia de la causa penal 247/2000, instrui­
da en el Juzgado Segundo Penal de Primera Ins­
tancia del Distrito de Guridi y Alcocer, en contra 
del señor E. M. N., como probable responsable 
de la comisión del delito de violación, de la que 
sobresalen las siguientes documentales: 

a) La denuncia de hechos del 27 de agosto de 
2000 presentada por la señora I. H. S., por el 
delito de violación en agravio de su menor hija 
J. R. H. 

b) El oficio PJ/125/2000, del 8 de septiembre de 
2000, en el cual los señores Benigno Alarcón Do­
rantes y Alfonso Jiménez Rojas, agentes de la 
Policía Judicial del estado, rindieron un informe 
de investigación a la licenciada Jakqueline Or­
dóñez Brasdefer, agente del Ministerio Público 
encargada del Módulo de Atención a la Mujer y 
a la Familia Región Sur, en el que concluyeron 
que había quedado establecida la identidad y el 
domicilio del sujeto relacionado con los hechos 
que se investigaban, el cual respondía al nombre 
de E. M. N. 

c) La orden de “comparecencia”, del 8 de sep­
tiembre de 2000, en la que la licenciada Jakque­
line Ordóñez Brasdefer, agente del Ministerio 
Público investigador adscrita al Módulo de Aten­
ción a la Mujer y a la Familia Región Sur, solici­
tó al comandante J. Eduardo Osorno Lara, Di­
rector de la Policía Judicial del estado, ordenara 
la presentación del señor E. M. N. para que de­
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clarara en relación con los hechos que motiva­
ron la indagatoria 157/2000 MAMF-SUR, con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 21 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con el artículo 25, “pá­
rrafo” IV de la Ley Orgánica de la Institución del 
Ministerio Público del Estado de Tlaxcala. 

C. La copia certificada del expediente de Reco­
mendación 05/2003, del 9 de mayo de 2003, di­
rigida al Procurador General de Justicia del Es­
tado de Tlaxcala, del que resaltan las siguientes 
documentales: 

1. El oficio 302/2003, del 24 de junio de 2003, 
donde el licenciado Eduardo Medel Quiroz, en­
tonces Procurador General de Justicia del Esta­
do de Tlaxcala, informó que aceptaba parcialmen­
te la Recomendación 05/2003. 

2. El acuerdo del 16 de junio de 2003, por el cual 
el Procurador General de Justicia del Estado de 
Tlaxcala señaló las consideraciones de derecho 
por las que no se aceptaba la Recomendación 
específica en contra de la licenciada Jakqueline 
Ordóñez Brasdefer, agente del Ministerio Públi­
co encargada del Módulo de Atención a la Mujer 
y a la Familia Región Sur. 

D. El oficio 363/2003, del 24 de julio de 2003, 
por medio del cual el Procurador General de Jus­
ticia del Estado de Tlaxcala remitió a esta Comi­
sión Nacional una copia certificada de la averi­
guación previa 157/2000 MAMF-SUR. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 6 de octubre de 2000, la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Tlaxcala recibió un es­
crito de queja suscrito por el señor E. M. N. don­
de manifestó, en resumen, que el 17 de septiem­

bre de dicho año fue detenido por elementos de 
la Policía Ministerial “con un supuesto oficio 
de presentación” que nunca vio, lo cual dio ori­
gen al expediente CEDHT/246/2000-2. 

Una vez realizadas las investigaciones corres­
pondientes, la Comisión estatal emitió la Reco­
mendación 05/2003 dirigida al Procurador Ge­
neral de Justicia en esa entidad federativa, al 
considerar que habían elementos suficientes para 
acreditar que servidores públicos de esa institu­
ción violaron los derechos fundamentales de le­
galidad y de seguridad jurídica en agravio del 
señor E. M. N., en virtud de que su detención 
obedeció a una orden de “comparecencia” carente 
de fundamentación y motivación. 

Al respecto, el licenciado Eduardo Medel Qui­
roz, entonces Procurador General de Justicia, no 
aceptó parte de la Recomendación en comento, 
toda vez que se negó a iniciar un procedimiento 
de investigación en contra de la licenciada Jak­
queline Ordóñez Brasdefer, bajo el argumento de 
que la orden de “comparecencia” que giró se en­
contraba apegada a la legalidad. 

En tal virtud, el 9 de julio de 2003, el recu­
rrente E. M. N. presentó ante el Organismo esta­
tal el recurso de impugnación de mérito, mismo 
que fue recibido en esta Comisión Nacional el 
11 del mes y año señalados, iniciándose el expe­
diente 2003/267-3-I, el cual se encuentra debi­
damente integrado para su resolución. 

IV. OBSERVACIONES 

Esta Comisión Nacional considera que el recur­
so de impugnación promovido por el señor E. 
M. N., sustanciado en el expediente 2003/269­
3-I, es procedente y fundado contra la determi­
nación de la Procuraduría General de Justicia del 
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Estado de Tlaxcala de no aceptar parte de la Re­
comendación 05/2003, ya que de la valoración 
lógico-jurídica que se realizó al conjunto de evi­
dencias que integran el presente asunto quedó 
acreditada la violación a los Derechos Humanos 
de legalidad y de seguridad jurídica en agravio 
del recurrente; lo anterior, en atención a las si­
guientes consideraciones: 

Efectivamente, de acuerdo con las constancias 
mencionadas en el capítulo de evidencias, una 
vez que la licenciada Jakqueline Ordóñez Bras­
defer, agente del Ministerio Público encargada 
del Módulo de Atención a la Mujer y la Familia 
Región Sur, tuvo conocimiento de la identidad y 
la localización del probable responsable de la 
comisión del delito de violación en agravio de 
la menor hija de la señora I. H. S., giró una orden 
de “comparecencia” para que elementos de la 
Policía Ministerial presentaran ante ella al señor 
E. M. N., en la que se limitó a solicitar la presen­
tación del hoy recurrente, “para que en términos 
de ley” declarara en relación con los hechos que 
motivaron la indagatoria 157/2000 MAMF-SUR, 
y utilizó como fundamento legal lo dispuesto por 
los artículos 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con el ar­
tículo 25, párrafo IV, de la Ley Orgánica de la 
Institución del Ministerio Público del Estado de 
Tlaxcala. 

Al respecto, el artículo 14, párrafo segundo, 
de nuestra Ley Fundamental, establece que na­
die podrá ser privado de la vida, la libertad o de 
sus propiedades, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tribunales pre­
viamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y con­
forme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho; en ese tenor, la garantía de seguridad ju­
rídica implica la existencia de un orden que re­
gule la actuación de las autoridades y dé certeza 

a los gobernados de que dichas autoridades res­
petarán ese orden, y que el individuo tendrá la 
seguridad de que su situación jurídica no será 
modificada más que por procedimientos regula­
res establecidos previamente. Sin embargo, en 
el caso que nos ocupa, el precepto legal citado 
en la orden de comparecencia, como se explica­
rá posteriormente, no tiene relación alguna con 
dicho acto de autoridad. 

Por su parte, el artículo 16, párrafo primero, 
de nuestra Ley Fundamental, establece que nadie 
puede ser molestado en su persona, familia, domi­
cilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competen­
te, que funde y motive la causa legal del proce­
dimiento. En tales términos, la garantía de lega­
lidad establece que todo acto emanado de los 
órganos del Estado debe encontrarse debidamente 
fundado y motivado. 

Un acto de autoridad está debidamente funda­
do cuando la autoridad expresa con precisión el 
precepto legal aplicable al caso, lo cual no suce­
dió en el presente asunto; pues, si bien es cierto, 
el citado artículo 21 establece como norma fun­
damental que la investigación y persecución de 
los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual 
se auxiliará con una policía que estará bajo su 
autoridad y mando inmediato, el artículo 25, frac­
ción IV, de la Ley Orgánica mencionada no se 
refiere a la facultad del Ministerio Público para 
girar ese tipo de órdenes, sino a la obligación que 
tiene la Policía Ministerial de: “Hacer del cono­
cimiento, de la persona en contra de quien se haya 
emitido la orden, las garantías individuales que 
en su favor otorga la Constitución General de la 
República y la Constitución del Estado”. Por lo 
tanto, es evidente que la emisión del acto en cues­
tión no se encuentra prevista en el precepto legal 
citado, y aun cuando la servidora pública hubie­
se utilizado por error la fracción IV, en lugar de 
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la fracción III, ésta se refiere expresamente a la 
obligación que tiene la Policía Ministerial para 
ejecutar las órdenes de comparecencia giradas por 
la Representación Social. 

En lo referente a la motivación, en la orden de 
“comparecencia” emitida por la licenciada Bras­
defer, debieron mencionarse, con precisión, las 
circunstancias especiales, razones particulares o 
causas inmediatas que se hubiese tenido en con­
sideración para la emisión del acto, siendo nece­
sario, además, que existiera adecuación entre los 
motivos aducidos y las normas aplicables, lo cual 
tampoco sucedió; en primer lugar, porque el re­
ferido artículo 25, fracción IV, como se explicó 
anteriormente, no tiene relación alguna con la 
emisión del acto que se consideró violatorio y, 
en segundo lugar, porque no se explicaron deta­
lladamente los razonamientos que motivaron la 
presentación del recurrente ante el Ministerio 
Público. 

A mayor abundamiento, esta Comisión Nacio­
nal considera pertinente citar el criterio susten­
tado en la siguiente tesis emitida por el Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito: 

ORDEN DE LOCALIZACIÓN Y PRESEN­
TACIÓN EMITIDA POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO EN EJERCICIO DE SU FACUL­
TAD INVESTIGADORA, CONSTITUYE 
UN ACTO DE MOLESTIA QUE DEBE 
RESPETAR LA GARANTÍA DE LEGALI­
DAD. 

La orden de localización y presentación gi­
rada por el Ministerio Público en ejercicio 
de la facultad investigadora prevista por el 
artículo 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, constituye un 
acto de molestia para el gobernado que res­

tringe de manera provisional o preventiva un 
derecho, con el objeto de proteger determi­
nados bienes jurídicos y es legal siempre y 
cuando preceda mandamiento escrito debi­
damente fundado y motivado. Por tanto, si 
dicho acto de molestia no contiene los pre­
ceptos legales en que se funda ni las razones 
o circunstancias que sustenten la causa legal 
del procedimiento, así como la adecuación 
entre los fundamentos aplicables y los moti­
vos aducidos a fin de que su destinatario 
cuente con los elementos para defenderse del 
mismo, debe declararse inconstitucional, por 
contrariar la garantía de legalidad que pre­
serva el artículo 16 de la Carta Magna. 

Semanario Judicial de la Federación, Octa­
vo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito, tomo XVI, octubre de 2002, 
tesis I.8º.P.4P, página 1415. 

Así, el hecho descrito en esta Recomendación, 
que condujo a considerar que la licenciada 
Jakqueline Ordóñez Brasdefer violó los Derechos 
Humanos de legalidad y de seguridad jurídica en 
agravio del señor E. M. N., transgredió además 
los artículos 9.1 del Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos, en concordancia con 
el artículo 7 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, los cuales señalan que todo 
individuo tiene derecho a la libertad y a la segu­
ridad personales, y que nadie podrá ser sometido 
a detención o prisión arbitrarias, ni ser privado 
de su libertad, salvo por las causas fijadas por 
ley y con arreglo al procedimiento establecido 
en ésta. 

Cabe destacar que la conducta realizada por la 
referida servidora pública es contraria también a 
lo establecido en el artículo 1o. del Código de 
Conducta para Funcionarios Encargados de ha­
cer Cumplir la Ley, adoptado por la Organiza­
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ción de las Naciones Unidas el 17 de diciembre 
de 1979. Dicho precepto señala que los funcio­
narios cumplirán en todo momento los deberes 
que les impone la ley, sirviendo a su comunidad 
y protegiendo a todas las personas contra actos 
ilegales. 

Además, es claro que la conducta atribuida a 
la licenciada Jakqueline Ordóñez Brasdefer, pue­
de ser constitutiva de probables responsabilida­
des administrativas, de conformidad con el ar­
tículo 111 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Tlaxcala, el cual establece 
que éstas se harán exigibles por los actos u omi­
siones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en 
el desempeño de sus funciones, empleos, cargos 
o comisiones, y por haber incumplido con las 
obligaciones previstas por el artículo 22 de la Ley 
de Responsabilidades, Sanciones y Estímulos de 
los Servidores Públicos del Estado de Tlaxcala. 
Por tal motivo, es necesario que tal hecho sea 
investigado por las autoridades estatales corres­
pondientes y, de ser procedente, se le apliquen 
las sanciones administrativas que conforme a 
Derecho procedan. 

Esta Comisión Nacional no pasa por alto las 
irregularidades cometidas por los agentes de la 
Policía Ministerial que intervinieron en la deten­
ción del señor E. M. N., y que fueron investiga­
das por la Comisión estatal; sin embargo, no se 
hará pronunciamiento alguno al respecto, toda 
vez que la Recomendación específica de que se 
iniciara procedimiento de responsabilidad admi­
nistrativa en su contra, fue aceptada en sus tér­
minos por el Procurador General de Justicia de 
ese estado, por lo que no es materia del presente 
recurso. 

Por todo lo expuesto y fundado, es procedente 
confirmar la Recomendación 05/2003, del 9 de 

mayo de 2003, por lo que hace a iniciar el proce­
dimiento de investigación de responsabilidad de 
la licenciada Jakqueline Ordóñez Brasdefer, 
agente del Ministerio Público adscrita al Módu­
lo de Atención a la Mujer y la Familia Región 
Sur, al estar dictada conforme a Derecho. 

Por lo tanto, esta Comisión Nacional se per­
mite formular a usted señor Gobernador consti­
tucional del estado de Tlaxcala, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirva ordenar al Procurador General 
de Justicia del Estado de Tlaxcala, que dé cum­
plimiento en sus términos a la Recomendación 
05/2003, que emitió la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de conformidad con las consi­
deraciones vertidas en el apartado de observa­
ciones de este documento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular 
por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de las facultades que expresamente les confiere 
la ley, como de obtener la investigación que pro­
ceda por parte de las dependencias administrati­
vas o cualesquiera otras autoridades competen­
tes, para que dentro de sus atribuciones apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irre­
gularidad cometida. 

De conformidad con los artículos 46, párrafo 
segundo, y 66, inciso d), de la Ley de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, solicito 
a usted que la respuesta sobre la aceptación de 
esta Recomendación, en su caso, se informe den­
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tro del término de 15 días hábiles siguientes a 
esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídi­
co, le solicito, en su caso, que las pruebas corres­
pondientes al cumplimiento de la Recomenda­
ción que se le dirige, se envíen a esta Comisión 
Nacional dentro de un término de 15 días hábi­
les siguientes a la fecha en que haya concluido el 
plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de contestación en relación con la 
aceptación de la Recomendación, dará lugar a que 
se interprete que la misma no fue aceptada, por 
lo que la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos quedará en libertad de hacer pública 
esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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Síntesis: El 1 de abril de 2002 se recibió en esta Comisión Nacional el escrito de queja de una señora 
indígena tlapaneca, habitante de la comunidad de Barranca de Tecuani, municipio de Ayutla de los 
Libres, Guerrero, que presentó el 25 de marzo de 2002 ante la Comisión de Defensa de los Derechos 
Humanos de Guerrero. En su queja, la agraviada —cuyo nombre se omite por razones obvias— 
expresó que el 22 de marzo de 2002, cuando se encontraba en compañía de sus cuatro menores hijos 
de 9, 7, 5 y 3 años de edad, respectivamente, se presentaron a su domicilio 11 elementos del Ejército 
Mexicano quienes le preguntaron de dónde había robado la carne que tenía tendida en su patio, 
cuestionamiento al que ella no respondió en virtud de que, a pesar que lo entiende, no habla el idioma 
español. La agraviada agregó que tres de los elementos del Ejército Mexicano se introdujeron a su 
casa, la sujetaron y la tiraron al suelo, donde abusaron sexualmente de ella, mientras los restantes 
elementos militares se robaban la carne que tenía secando en el patio de su casa, la cual obtuvo tres 
días antes cuando su esposo sacrificó una vaca de su propiedad para proveer de alimento a su fami­
lia. Asimismo, la recurrente añadió que el 24 de marzo del año en comento presentó una denuncia por 
violación, allanamiento de morada y abuso de autoridad, ante el agente del Ministerio Público del 
distrito judicial de Allende, en Ayutla de los Libres, Guerrero, por lo que se dio inicio a la averigua­
ción previa ALLE/SC/03/76/2002. 

De igual forma, el 27 de marzo de 2002, derivado de una nota periodística, la Procuraduría de 
Justicia Militar inició la averiguación previa 35ZM/06/2002, respecto de los hechos cometidos en 
agravio de la quejosa. 

El 17 de febrero de 2003, el agente del Ministerio Público militar, adscrito a la 35 zona militar, 
acordó someter a consideración del Procurador General de Justicia Militar el archivo, con las reser­
vas de ley, de la averiguación previa 35ZM/06/2002, en virtud de que no existe interés jurídico por 
parte de la agraviada así como tampoco imputación o señalamiento en contra de alguien en particu­
lar, ni prueba alguna que permita considerar que elementos del Ejército Mexicano pertenecientes al 
41o. Batallón de Infantería hayan cometido la conducta delictiva que se investiga. 

El Procurador General de Justicia Militar acordó rechazar la determinación de archivo de la 
averiguación previa 35ZM/06/2002 y su devolución para la debida persecución y perfeccionamiento, 
ordenando que se practicara, entre otras diligencias: el retrato hablado de los atacantes, solicitar 
nuevamente a la agraviada para la ratificación de sus declaraciones, que se intente la identificación 
de los atacantes por medio del álbum fotográfico del personal integrante de la base de operaciones 
Méndez, y recibir la declaración de la menor hija de la agraviada quien presenció los hechos. A la 
fecha, la mencionada averiguación previa se encuentra en estado de integración, no obstante que el 
delito de violación se persigue de oficio. 

Una vez analizado el expediente, este Organismo Nacional determinó que existía suficiente eviden­
cia que hiciera presumir violaciones a los Derechos Humanos de la quejosa, toda vez que de acuerdo 
con los documentos que se aportaron y las diversas actuaciones realizadas por el personal adscrito a 
esta Comisión Nacional, se apreció que servidores públicos de la Secretaría de la Defensa Nacional 
y de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Guerrero, con los actos a que se refiere la 
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presente Recomendación, han violado los Derechos Humanos de legalidad y seguridad jurídica de la 
agraviada, por acciones consistentes en una dilación en la procuración de justicia e irregular inte­
gración de la averiguación previa, ya que aun y cuando una vez iniciada la averiguación previa, el 
agente del Ministerio Público militar encargado de su integración efectuó diversas investigaciones, 
éstas no fueron suficientes para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, por lo 
que el 17 de febrero de 2003 —casi 11 meses después— determinó la indagatoria, proponiendo su 
archivo con las reservas de ley, siendo sus argumentos que no existe interés jurídico de la supuesta 
agraviada, en virtud de que no compareció a los citatorios que se le hicieron llegar, que no existe 
imputación o señalamiento directo en contra de alguien en particular, y que no hay certeza ni prueba 
suficiente para considerar que elementos del Ejército Mexicano pertenecientes al 41o. Batallón de 
Infantería hayan cometido la conducta imputada. 

Sin embargo, de la revisión efectuada por servidores públicos de esta Comisión Nacional a la 
averiguación previa 35ZM/06/2002 se desprende que no existe constancia de que la agraviada haya 
sido legalmente citada a comparecer a las diligencias mencionadas, por lo que la no presencia de 
la agraviada a las diligencias que el agente del Ministerio Público militar debió realizar, no se debe 
a una falta de interés, como lo apuntó el mencionado funcionario de procuración de justicia, sino que 
se debió a que no fue debidamente notificada, circunstancia que no fue considerada por el responsa­
ble de la integración de la averiguación previa 35ZM/06/2002. 

Asimismo, es necesario señalar que respecto a las actuaciones periciales efectuadas a las muestras 
que se le tomaron a la agraviada, se observaron deficiencias y omisiones que provocaron la destruc­
ción de esos indicios afectando la debida integración de la averiguación previa, pues al solicitar el 
agente del Ministerio Público militar a la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Guerrero su colaboración para que se practicaran las técnicas de 
espermatobioscopía y fosfata ácida a las muestras que se tomaron a la agraviada, remitiendo para 
tal efecto a esa autoridad estatal dos laminillas, las cuales una vez analizadas por los peritos de la 
Procuraduría General de Justicia del estado dictaminaron positiva la existencia de espermatozoides, 
por lo que la autoridad ministerial militar solicitó la devolución de las muestras con objeto de reali­
zar la prueba pericial en química forense en materia de genética; sin embargo, el Coordinador de 
Química Forense de la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Guerrero informó que la muestra se “consumió durante su estudio”, lo que oca­
sionó que no se pudieran realizar actuaciones periciales adicionales. 

En este sentido, el perito designado por esta Comisión Nacional observó que las pruebas realiza­
das no son técnicas destructivas; es decir, las muestras analizadas no se consumen con la aplicación 
de tales metodologías. Asimismo, este Organismo Nacional determinó que el agente del Ministerio 
Público militar debió prever la posibilidad de que en la aplicación de las pruebas se encontraran 
rastros de semen, por lo que fue omiso al no solicitar a la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Guerrero que en el caso de que las muestras dieran positivo en la identificación de semen, 
las laminillas y los hisopos correspondientes fueran devueltos o, en su caso, se conservaran para reali­
zar futuros exámenes de genética forense o de biología molecular, o solicitar también la aplicación 
de técnicas individualizantes como la de ADN, con objeto de acreditar, de ser el caso, la identidad de 
algún probable responsable, lo cual propició la pérdida de evidencia importante afectando la adecuada 
integración de la averiguación previa y, por consiguiente, la debida procuración de justicia. 
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Aunado a las omisiones en las que incurrió el agente del Ministerio Público militar, también se 
presentaron inconsistencias en el actuar del personal adscrito a la Dirección General de Servicios 
Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Guerrero, pues, como lo señala el 
perito en criminalística designado por esta Comisión Nacional, al dar positiva la existencia de 
espermatozoides con la aplicación de la técnica de espermatobioscopía con tinción de Graham, se 
podía establecer si la muestra examinada contenía semen, por lo que es una manifiesta falta de 
previsión por parte de quienes realizaron la prueba, al no conservar o devolver las laminillas y los 
hisopos examinados, mismos que eventualmente podrían haber sido útiles para la identificación del 
sujeto aportante. Además, el estudio de identificación de fosfata ácida no es determinante para esta­
blecer la presencia de semen, para ello es necesario realizar la cuantificación de la enzima, por lo 
que al no conservar la muestra se evitó la realización de tal cuantificación observándose una falta de 
fundamentación técnica y científica. 

Se menciona que en el referido dictamen pericial no se observó la metodología de investigación 
científica aplicable a muestras de semen como indicio biológico del delito, al no fijarse fotográfica y 
videográficamente las muestras recibidas y los resultados obtenidos, por lo que las omisiones en que 
incurrió el personal de la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Guerrero ocasionaron la pérdida de evidencia relacionada con la investiga­
ción que hubiera permitido acceder a mayores datos, en especial a la posibilidad de determinar por 
esta vía la identidad de los probables responsables de las conductas delictivas investigadas por el 
agente del Ministerio Público del fuero militar a que se refiere la presente Recomendación. 

Por último, es importante señalar el hecho de que se solicitó a la Procuraduría General de Justicia 
Militar, en cinco ocasiones, una copia de la averiguación previa 35ZM/06/2002, petición a la que se 
respondió negativamente en virtud de que todavía no se encontraba determinada, aun cuando se ponía 
a disposición del personal de esta Comisión Nacional para que fuera consultada en las instalaciones 
de dicha Procuraduría, lo cual dificultó la adecuada investigación de los hechos relacionados con el 
asunto en que se actúa. 

Por las consideraciones anteriores, y tomando en cuenta que las violaciones a los Derechos Huma­
nos de legalidad y seguridad jurídica derivadas de una dilación en la procuración de justicia y de una 
irregular integración de la averiguación previa de la agraviada, esta Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos formula una Recomendación al Secretario de la Defensa Nacional, para que gire 
sus instrucciones a efecto de que se integre y determine, conforme a Derecho, la averiguación previa 
35ZM/06/2002, atendiendo a las consideraciones expuestas; que se dé vista al Órgano de Inspección 
y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana por la referida negativa de proporcio­
nar de manera oportuna una copia de las documentales ministeriales solicitadas por esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, y que se inicie un procedimiento administrativo de responsabili­
dades respecto de las omisiones en que ha incurrido el agente del Ministerio Público militar encarga­
do de la integración de la averiguación previa 35ZM/06/2002. 

Asimismo, al Gobernador del estado de Guerrero se le recomendó que se inicie un procedimiento 
administrativo de responsabilidades respecto de las deficiencias y omisiones en que incurrieron los 
servidores públicos adscritos a la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Guerrero, encargados del tratamiento y análisis de las muestras 
tomadas a la agraviada. 
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Al Secretario de la Defensa Nacional: 
PRIMERA. Gire sus instrucciones a efecto de que se integre y determine, conforme a Derecho, la 

averiguación previa 35ZM/06/2002, atendiendo a las consideraciones expuestas en el apartado de 
Observaciones del presente documento. 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones a efecto de que se dé vista al Órgano de Inspección y Contraloría 
General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana, por la referida negativa de proporcionar de manera 
oportuna una copia de las documentales ministeriales solicitadas por esta Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a efecto de que, en términos de lo señalado en el apartado de 
Observaciones de la presente Recomendación, se inicie un procedimiento administrativo de respon­
sabilidades respecto de las omisiones en que ha incurrido el agente del Ministerio Público militar 
encargado de la integración de la averiguación previa 35ZM/06/2002. 

Al Gobernador del estado de Guerrero: 
CUARTA. Gire sus instrucciones a efecto de que, en términos de lo señalado en el apartado de 

Observaciones de la presente Recomendación, se inicie un procedimiento administrativo de responsa­
bilidades respecto de las deficiencias y omisiones en que incurrieron los servidores públicos adscri­
tos a la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Guerrero, encargados del tratamiento y análisis de las muestras tomadas a la agraviada. 

México, D. F., 28 de noviembre de 2003 

Sobre el caso de la señora indígena 
tlapaneca de la comunidad de Barranca 
de Tecuani, Ayutla de los Libres, Guerrero 

General D. E. M. Gerardo Clemente 
Ricardo Vega García, 
Secretario de la Defensa Nacional 

Lic. René Juárez Cisneros, 
Gobernador constitucional del estado 
de Guerrero 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 2o.; 3o.; 
6o. fracciones I, II y III; 15, fracciones I y VII; 
24, fracciones I, II y IV; 42; 44; 46, y 51 de la 
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos, así como 16; 123, fracción III, y 132 
de su Reglamento Interno, examinó los elemen­
tos contenidos en el expediente 2002/810-4, re­
lativo al caso de una señora indígena tlapaneca 
de la comunidad de Barranca de Tecuani, Ayu­
tla de los Libres, Guerrero, cuyo nombre se omi­
te en este documento por razones obvias, y visto 
los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 1 de abril de 2002 se recibió en esta Comi­
sión Nacional el escrito de queja que la señora 
indígena tlapaneca, habitante de la comunidad 
de Barranca de Tecuani, municipio de Ayutla de 
los Libres, Guerrero, presentó el 25 de marzo 
de 2002 ante la Comisión de Defensa de los De­
rechos Humanos de Guerrero, por el cual se ra­
dicó en este Organismo nacional el expediente 
de queja número 2002/810-4. 
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B. En su queja, la agraviada expresó que el 22 de 
marzo de 2002, cuando se encontraba en compa­
ñía de sus cuatro menores hijos de 9, 7, 5 y 3 
años de edad, respectivamente, se presentaron a 
su domicilio 11 elementos del Ejército Mexica­
no quienes le preguntaron de dónde había robado 
la carne que tenía tendida en su patio, cuestio­
namiento al que ella no respondió en virtud de 
que, a pesar de que lo entiende, no habla el idio­
ma español. La agraviada agregó que tres de los 
elementos del Ejército Mexicano se introdujeron 
a su casa, la sujetaron y la tiraron al suelo, donde 
abusaron sexualmente de ella, mientras los res­
tantes elementos militares se robaban la carne 
que tenía secando en el patio de su casa, la cual 
obtuvo tres días antes cuando su esposo sacrifi­
có una vaca de su propiedad para proveer de ali­
mento a su familia. 

La quejosa añadió que el 24 de marzo de 2002 
presentó, en compañía de su esposo, una denun­
cia por violación, allanamiento de morada y abu­
so de autoridad, ante el agente del Ministerio 
Público del distrito judicial de Allende en Ayutla 
de los Libres, Guerrero, por lo que se dio inicio a 
la averiguación previa ALLE/SC/03/76/2002; 
agregó que se negó, en ese momento, a ser revisa­
da médicamente en virtud de que el médico legis­
ta era varón, por lo que el agente del Ministerio 
Público solicitó apoyo al Hospital General de 
Ayutla de los Libres para que se designara a una 
mujer que realizara el examen ginecológico y las 
pruebas de laboratorio pertinentes; sin embargo, 
abundó la agraviada, dicha revisión médica se 
realizó hasta el 26 de marzo de 2002 por la doc­
tora Griselda Radilla López en el mencionado 
Hospital General. 

C. Para la adecuada integración del expediente 
en que se actúa, este Organismo nacional solici­
tó información al Director General de Asuntos 
Jurídicos de la Secretaría de Salud, al Procura­

dor General de Justicia del Estado de Guerrero, 
a la Secretaría de Salud del Estado de Guerrero y 
al Procurador General de Justicia Militar de la 
Secretaría de la Defensa Nacional, y realizó las 
actuaciones, investigaciones y análisis correspon­
dientes. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. La declaración que contiene la queja de la 
agraviada, rendida por medio de traductor ante 
el Visitador General de la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos de Guerrero, del 24 de 
marzo de 2002, y remitida por razón de compe­
tencia a esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos el 1 de abril de 2002, en la que se acom­
pañan los siguientes documentos: 

1. La declaración del 24 de marzo de 2002 rendi­
da ante la Comisión de Defensa de los Derechos 
Humanos de Guerrero por el comisario municipal 
de la comunidad de Barranca de Tecuani, muni­
cipio de Ayutla de los Libres, Guerrero. 

2. La declaración del 24 de marzo de 2002 rendi­
da ante la Comisión de Defensa de los Derechos 
Humanos de Guerrero por el esposo de la agra­
viada. 

B. La documentación relacionada con la revisión 
ginecológica realizada a la quejosa el 26 de mar­
zo de 2002 en el Hospital General de Ayutla de 
los Libres, Guerrero. 

C. Las actas circunstanciadas, del 9 de abril de 
2002, por medio de las cuales se hace constar la 
asistencia de personal de este Organismo na­
cional a la comunidad de Barranca de Tecuani, 
así como la entrevista realizada a la agraviada 
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por el perito médico adscrito a esta Comisión Na­
cional. 

D. La copia del escrito del 18 de abril de 2002, 
por medio del cual la ofendida amplía su decla­
ración ante el agente del Ministerio Público del 
distrito judicial de Allende, de la Procuraduría 
General de Justicia del estado, en Ayutla de los 
Libres, Guerrero. 

E. Los oficios DH-10291/538, DH-18194/936 y 
DH-20114/1144, del 22 de abril, 15 de julio y 2 
de septiembre de 2002, respectivamente, por me­
dio de los cuales la Procuraduría General de Jus­
ticia Militar rinde a esta Comisión Nacional el 
informe solicitado. 

F. La copia de la averiguación previa ALLE/CS/ 
03/76/2002 iniciada por el agente del Ministe­
rio Público del fuero común por violación, alla­
namiento de morada y abuso de autoridad. 

G. El oficio 5837, del 5 de agosto de 2002, en el cual 
la doctora Verónica Muñoz Parra, Secretaria de Sa­
lud de Guerrero, rinde la información solicitada. 

H. Las actas circunstanciadas del 23 de octubre 
de 2002 y 28 de febrero de 2003, en las que se 
hace constar la visita realizada por servidores 
públicos de esta Comisión Nacional a las insta­
laciones de la 35a. Zona Militar de la Secretaría 
de la Defensa Nacional, y a la Procuraduría Ge­
neral de Justicia Militar a efecto de consultar las 
actuaciones contenidas en la averiguación pre­
via 35ZM/06/2002. 

I. Los oficios DH-27775/1437 y DH-5377/220, 
del 25 de noviembre de 2002 y 19 de febrero de 
2003, respectivamente, por medio de los cuales 
el primer agente adscrito a la Procuraduría Ge­
neral de Justicia Militar remite a esta Comisión 
Nacional la información que le fue solicitada. 

J. El acta circunstanciada del 8 de abril de 2003, en 
la cual se hace constar la entrevista sostenida por 
servidores públicos de esta Comisión Nacional y el 
perito en criminalística que se designó, para tal 
efecto, con la química forense adscrita a la Di­
rección General de Servicios Periciales de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Guerrero. 

K. La opinión técnica pericial, del 28 de abril de 
2003, emitida por un perito en criminalística, 
respecto del análisis crítico del dictamen de quí­
mica forense suscrito por la química forense 
adscrita a la Dirección General de Servicios Pe­
riciales de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Guerrero el 9 de julio de 2002, me­
diante oficio PGJE/DGSPXXVI-II/305/02. 

L. El oficio DH-25974/1042, del 16 de octubre 
de 2003, por medio del cual el Subprocurador de 
Justicia Militar informa a esta Comisión Nacio­
nal del estado que guarda la integración de la 
averiguación previa 35ZM/06/2002. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 24 de marzo de 2002, la agraviada presentó 
una denuncia por violación, allanamiento de 
morada y abuso de autoridad en contra de elemen­
tos del Ejército Mexicano adscritos al 41o. Bata­
llón de Infantería, ante el agente del Ministerio 
Público del distrito judicial de Allende en Ayutla 
de los Libres, Guerrero, iniciándose la averigua­
ción previa ALLE/03/76/2002. 

El 27 de marzo de 2002, derivado de una nota 
periodística, la Procuraduría de Justicia Militar ini­
ció la averiguación previa 35ZM/06/2002, respec­
to de los hechos cometidos en agravio de la quejosa. 

El 17 de febrero de 2003, el agente del Minis­
terio Público militar, adscrito a la 35 zona mili­
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tar, acordó someter a consideración del Procura­
dor General de Justicia Militar el archivo, con las 
reservas de ley, de la averiguación previa 35ZM/ 
06/2002, en virtud de que no existe interés jurí­
dico por parte de la agraviada y no existe impu­
tación o señalamiento en contra de alguien en 
particular, ni prueba que permita considerar que 
elementos del Ejército Mexicano pertenecientes 
al 41o. Batallón de Infantería hayan cometido la 
conducta delictiva que se investiga. 

El Procurador General de Justicia Militar acor­
dó rechazar la determinación de archivo de la 
averiguación previa 35ZM/06/2002 y su devolu­
ción para la debida persecución y perfecciona­
miento, ordenando que se practicara, entre otras 
diligencias, el retrato hablado de los atacantes, 
solicitar nuevamente a la agraviada para la rati­
ficación de sus declaraciones, que se intente la 
identificación de los atacantes por medio del ál­
bum fotográfico del personal integrante de la ba­
se de operaciones Méndez, y recibir la declaración 
de la menor Noemí Prisciliano Fernández. A la 
fecha, la mencionada averiguación previa se en­
cuentra en estado de integración, no obstante que 
el delito de violación se persigue de oficio. 

IV. OBSERVACIONES 

Esta Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, una vez realizado el análisis lógico-jurídico 
de los hechos y evidencias que integran el expe­
diente de queja 2002/810-4 en el que se actúa, 
concluye que servidores públicos de la Secreta­
ría de la Defensa Nacional y de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Guerrero, con 
los actos a que se refiere la presente Recomen­
dación, han violado los Derechos Humanos de 
legalidad y seguridad jurídica de la agraviada, 
indígena tlapaneca, por actos consistentes en una 
dilación en la procuración de justicia e irregular 

integración de la averiguación previa, de acuer­
do con las siguientes consideraciones: 

A. Quedó acreditado en el expediente en que se 
actúa que el 27 de marzo de 2002 la autoridad de 
procuración de justicia militar inició la averigua­
ción previa 35ZM/06/2002, derivada de una nota 
periodística del 25 de mismo mes y año, en la que 
se señalaban los hechos ocurridos a la quejosa. 

Una vez iniciada la averiguación previa, si bien 
es cierto que el agente del Ministerio Público 
militar encargado de su integración efectuó di­
versas investigaciones, también lo es que éstas 
no fueron suficientes para acreditar el cuerpo del 
delito y la probable responsabilidad, por lo que 
el 17 de febrero de 2003 —casi 11 meses des­
pués— determinó la indagatoria, proponiendo su 
archivo con las reservas de ley, siendo sus argu­
mentos que no existe interés jurídico de la su­
puesta agraviada en virtud de que no compare­
ció a los citatorios que se le hicieron llegar, que 
no existe imputación o señalamiento directo en 
contra de alguien en particular, y que no hay cer­
teza ni prueba suficiente para considerar que ele­
mentos del Ejército Mexicano pertenecientes al 
41o. Batallón de Infantería hayan cometido la 
conducta imputada. 

Para esta Comisión Nacional, el argumento es­
grimido por el agente del Ministerio Público del 
fuero militar, encargado de la integración de la 
averiguación previa 35ZM/06/2002, de que no 
existe interés jurídico de la quejosa puesto que 
no se presentó a las diligencias de ampliación de 
declaración, identificación y, en su caso, confron­
ta con los probables responsables, no es suficiente 
si se considera que la agraviada no fue debida­
mente notificada. 

Adicionalmente, de la revisión efectuada por 
servidores públicos de esta Comisión Nacional 
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a la averiguación previa 35ZM/06/2002, se des­
prende que no existe constancia de que la agra­
viada haya sido legalmente citada a comparecer 
a las diligencias mencionadas. 

En efecto, en la citación que el agente del Mi­
nisterio Público del fuero militar hace el 18 de 
septiembre de 2002 a la agraviada para que com­
parezca a la diligencia de ampliación, ratificación 
o modificación de su declaración ministerial ren­
dida ante el agente del Ministerio Público del 
fuero común, aparece un domicilio distinto al que 
la propia agraviada señaló en su declaración ante 
el agente del Ministerio Público del fuero común, 
en donde señaló ser vecina de la población de 
Barranca de Tecuani, municipio de Ayutla de los 
Libres, en el estado de Guerrero, mientras que el 
agente del Ministerio Público militar dirigió el ci­
tatorio al Barrio de San Felipe, Ayutla de los Li­
bres, Guerrero. Es de señalarse que la averigua­
ción previa ALLE/SC/03/76/2002 iniciada por 
comparecencia de la agraviada ante el Ministerio 
Público del fuero común, se integró a la diversa 
35ZM/06/2002 por razones de competencia. 

De lo anterior se desprende que el agente del 
Ministerio Público del fuero militar, además de ha­
ber citado a la agraviada seis meses después de 
los hechos, no se percató de que el citatorio fue 
dirigido a un lugar distinto de su domicilio, lo que 
motivó que no se realizara la diligencia requerida. 

Adicionalmente, el Ministerio Público del fue­
ro militar solicitó el apoyo de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Guerrero para 
que, por medio del agente del Ministerio Públi­
co del fuero común en Ayutla de los Libres, to­
mara comparecencia a la quejosa y a su menor 
hija, a efecto de ampliar su declaración, realizar 
una identificación fotográfica y, en su caso, la 
confrontación. A esta audiencia tampoco se pre­
sentó la quejosa y de la revisión de las actuacio­

nes respectivas, por parte de servidores públicos 
de esta Comisión Nacional, se observó que la 
autoridad ministerial estatal solicitó el auxilio del 
comisario municipal de la comunidad de Barran­
ca de Tecuani para citar a la agraviada; sin em­
bargo, el citatorio respectivo fue recibido por una 
persona de nombre Simón Mauricio Morales, sin 
que exista constancia de que la agraviada haya 
sido enterada. 

De lo anterior se desprende que la no presen­
cia de la agraviada a las diligencias que el agente 
del Ministerio Público militar debió realizar, no 
se debe a una falta de interés, como lo apuntó el 
mencionado funcionario de procuración de jus­
ticia, sino a que no fue debidamente notificada, 
circunstancia que no fue considerada por el res­
ponsable de la integración de la averiguación 
previa 35ZM/06/2002. 

No pasa desapercibido a esta Comisión Na­
cional el hecho de que el Procurador General de 
Justicia Militar acordó rechazar la determinación 
de archivo propuesta por el agente del Ministe­
rio Público militar encargado de la integración 
de la averiguación previa 35ZM/06/2002, y la 
devolvió para su perfeccionamiento; además or­
denó el desahogo de las diligencias faltantes, lo 
cual coincide con las apreciaciones vertidas en 
los párrafos anteriores en el sentido de que las 
actuaciones para la integración de la averigua­
ción previa en comento han sido deficientes. Es 
pertinente señalar que a la fecha aún no se reali­
zan las actuaciones necesarias y que, durante las 
diligencias efectuadas por esta Comisión Nacio­
nal durante la integración del presente expedien­
te de queja estableció contacto con la agraviada 
en su comunidad. 

B. Por lo que respecta a las actuaciones periciales 
efectuadas a las muestras que se le tomaron a la 
agraviada, se observan deficiencias y omisiones 

Gaceta160 
noviembre/2003 

90 



Recomendaciones 

que provocaron la destrucción de esos indicios, 
afectando la debida integración de la averigua­
ción previa. 

En efecto, el agente del Ministerio Público 
militar solicitó a la Dirección General de Servi­
cios Periciales de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Guerrero su colaboración para 
que se practicaran las técnicas de espermatobios­
copía y fosfata ácida a las muestras que se toma­
ron a la agraviada, para lo cual remitió a esa au­
toridad estatal dos laminillas. 

Una vez analizadas las muestras, los peritos 
de la Procuraduría General de Justicia del estado 
dictaminaron positiva la existencia de esperma­
tozoides, por lo que la autoridad ministerial mi­
litar solicitó la devolución de las muestras con 
objeto de realizar la prueba pericial en química 
forense en materia de genética; sin embargo, el 
Coordinador de Química Forense de la Dirección 
General de Servicios Periciales de la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Guerrero 
informó que la muestra se “consumió durante su 
estudio”, lo que ocasionó que no se pudieran rea­
lizar pruebas periciales adicionales. 

En este sentido, destaca lo señalado por el pe­
rito designado por esta Comisión Nacional en el 
sentido de que la aplicación de las pruebas de 
espermatobioscopía con tinción de Graham, co­
mo la identificación de fosfata ácida, no son téc­
nicas destructivas; es decir, las muestras anali­
zadas no se consumen con la aplicación de tales 
metodologías. 

Adicional a lo anterior, el perito designado por 
este Organismo nacional también señaló que el 
agente del Ministerio Público militar debió pre­
ver la posibilidad de que en la aplicación de las 
pruebas se encontraran rastros de semen, por lo 
que fue omiso al no solicitar a la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de Guerrero, que 
en el caso de que las muestras dieran positivo en 
la identificación de semen, las laminillas y los 
hisopos correspondientes fueran devueltos o, en 
su caso, se conservaran para realizar futuros exá­
menes de genética forense o de biología mole­
cular, o solicitar también la aplicación de técni­
cas individualizantes como la de ADN, con el 
objeto de acreditar, de ser el caso, la identidad de 
algún probable responsable. 

La omisión del agente del Ministerio Público 
militar propició la pérdida de evidencia impor­
tante, afectando la adecuada integración de la 
averiguación previa y, por consiguiente, la debi­
da procuración de justicia. 

C. Aunado a las omisiones en las que incurrió el 
agente del Ministerio Público militar, descritas en 
el apartado anterior, también se presentaron 
inconsistencias en el actuar del personal adscrito 
a la Dirección General de Servicios Periciales de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Guerrero. 

En efecto, en términos de lo señalado en el 
dictamen emitido por el perito en criminalística 
designado por esta Comisión Nacional, se mencio­
na que al dar positiva la existencia de esperma­
tozoides con la aplicación de la técnica de 
espermatobioscopía con tinción de Graham, se 
podía establecer si la muestra examinada conte­
nía semen, por lo que es una manifiesta falta de 
previsión, por parte de quienes realizaron la prue­
ba, el no conservar o devolver las laminillas y 
los hisopos examinados, mismos que eventual­
mente podrían haber sido útiles para la identifi­
cación del sujeto aportante. 

En el mismo sentido, el dictamen señala que 
el estudio de identificación de fosfata ácida no 
es determinante para establecer la presencia de 
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semen; se requiere, para ello, realizar la cuantifi­
cación de la enzima, por lo que al no conservar 
la muestra se evitó la realización de tal cuan­
tificación, observándose una falta de funda­
mentación técnica y científica. 

Por último, se menciona que en el referido dic­
tamen pericial no se observó la metodología de 
investigación científica aplicable a muestras de se­
men como indicio biológico del delito, al no fi­
jarse fotográfica y videográficamente las mues­
tras recibidas y los resultados obtenidos. 

No escapa a esta Comisión Nacional la con­
tradicción respecto al motivo de la no conserva­
ción de las muestras tomadas a la agraviada y 
enviadas para su estudio a la Dirección General 
de Servicios Periciales de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Guerrero, en el sen­
tido de que, mediante oficio dirigido a este Or­
ganismo nacional, el Coordinador de Química 
Forense de la Dirección de Servicios Periciales 
de la Procuraduría General de Justicia del estado 
afirmó que la muestra se había consumido du­
rante las pruebas efectuadas, mientras que, en 
entrevista con personal de esta Comisión Nacio­
nal, la perita en química forense de la menciona­
da Dirección de Servicios Periciales manifestó 
que las muestras de referencia fueron desecha­
das por no contar con espacio para su guarda. 

Por lo anterior, las omisiones en que incurrió 
el personal de la Dirección General de Servicios 
Periciales de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Guerrero ocasionaron la pérdida 
de evidencia relacionada con la investigación que 
hubiera permitido acceder a mayores datos, en 
especial a la posibilidad de determinar por esta 
vía la identidad de los probables responsables de 
las conductas delictivas investigadas por el agente 
del Ministerio Público del fuero militar a que se 
refiere la presente Recomendación. 

D. No escapa a esta Comisión Nacional el hecho 
de que, con fundamento en lo establecido en los 
artículos 67 y 70 de la Ley de la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos, y 8o., fracción 
XIX, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, se 
solicitó a la Procuraduría General de Justicia Mi­
litar, en cinco ocasiones, una copia de la averi­
guación previa 35ZM/06/2002. Solicitud a la que 
se respondió negativamente en virtud de que to­
davía no se encontraba determinada, aun cuando 
se ponía a disposición del personal de esta Co­
misión Nacional para que fuera consultada en las 
instalaciones de dicha Procuraduría. 

Independientemente de que se permitió la con­
sulta de la mencionada indagatoria, causa extra­
ñeza la negativa de las autoridades ministeriales 
militares en virtud de que, además de que es su 
obligación legal el proporcionar la información 
solicitada por este Organismo nacional, en distin­
tas ocasiones, en otros asuntos atendidos por esta 
Comisión Nacional, se han remitido copias de 
averiguaciones previas cuando éstas no han sido 
determinadas, además de que el día que se con­
sultó la averiguación previa referida ya se encon­
traba determinada y, a pesar de que se reiteró la 
solicitud, fue nuevamente negada. 

La desatención de la autoridad ministerial mi­
litar a la solicitud formulada por esta Comisión 
Nacional, es una transgresión a la normatividad 
arriba señalada, y dificultó la adecuada investi­
gación de los hechos relacionados con el asunto 
en que se actúa. 

E. Esta Comisión Nacional tiene presente que, 
de las constancias que obran en el expediente en 
el que se actúa, se desprende que existe la impu­
tación de la agraviada en el sentido de que sufrió 
una agresión sexual por parte de elementos del 
Ejército Mexicano; la testimonial de su menor 
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hija que manifiesta haber presenciado los hechos; 
la circunstancia por la que se ubican en tiempo y 
lugar al personal de la Base de Operaciones 
Méndez del 41o. Batallón de Infantería del Ejér­
cito Mexicano; la certificación psiquiátrica rea­
lizada por el perito médico adscrito a la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, en la 
que señala que la agraviada estuvo expuesta a un 
acontecimiento traumático y, por otra parte, el re­
sultado positivo para la presencia de esperma­
tozoides en las muestras vaginales tomadas a la 
agraviada. Elementos que deberán ser tomados 
en cuenta por el agente del Ministerio Público 
militar encargado de la integración de la averi­
guación previa 35ZM/06/2002. 

Con todo lo anterior, la conducta de los servi­
dores públicos adscritos a la Procuraduría Gene­
ral de Justicia Militar, encargados de la integra­
ción de la averiguación previa 35ZM/06/2002, y 
a la Dirección General de Servicios Periciales de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Guerrero, transgredieron lo dispuesto en los ar­
tículos 17; 20, apartado B, y 102, apartado A, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En lo particular, los servidores pú­
blicos federales transgredieron lo establecido en 
los artículos 78 del Código de Justicia Militar que 
determina que el Ministerio Público al recibir una 
denuncia o querella recabará con toda oportuni­
dad y eficacia los datos necesarios para acreditar 
el cuerpo del delito y la probable responsabilidad 
de los indiciados, y 8o., fracción I, de la Ley Fede­
ral de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, que señala como obligación 
de todos los servidores públicos cumplir el servi­
cio que le sea encomendado y abstenerse de cual­
quier acto u omisión que cause la suspensión o 
deficiencia de dicho servicio. Por su parte, los ser­
vidores públicos estatales infringieron también con 
su actuar los artículos 25 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de 

Guerrero, que señala que en el ejercicio de sus 
funciones el personal de la Procuraduría observa­
rá las obligaciones inherentes a su calidad de ser­
vidores públicos del estado, de acuerdo con sus 
atribuciones especificas y actuará con la diligen­
cia necesaria para una pronta y eficaz procuración 
de justicia, y 46, fracción I, de la Ley de Respon­
sabilidades de los Servidores Públicos del Estado 
de Guerrero, que indica que es obligación de los 
servidores públicos del estado cumplir con la máxi­
ma diligencia el servicio que les sea encomenda­
do y abstenerse de cualquier acto u omisión que 
cause la suspensión o deficiencia del servicio. 

En el ámbito internacional, la conducta de los 
servidores públicos involucrados en los hechos que 
se analizan transgredió lo señalado en los artícu­
los 25 de la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos; 2.3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que establecen que 
toda persona tiene derecho a un recurso sencillo 
y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes que la am­
pare contra actos que violen sus derechos funda­
mentales reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención, aun cuando tal viola­
ción sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales, y 4o. de la 
Declaración sobre los Principios Fundamentales 
de Justicia para las Víctimas del Delito que de­
termina que las víctimas serán tratadas con com­
pasión y respeto por su dignidad, tendrán dere­
cho al acceso a los mecanismos de la justicia y a 
una pronta reparación del daño que hayan sufri­
do, según lo dispuesto en la legislación nacional. 

En este sentido y tomando en consideración 
que las violaciones a los Derechos Humanos de 
legalidad y seguridad jurídica derivadas de una 
dilación en la procuración de justicia y una irre­
gular integración de la averiguación previa de la 
señora indígena tlapaneca, quejosa en el presen­
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te expediente, han sido comprobados en los tér­
minos expuestos, esta Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos considera procedente formu­
lar a ustedes, señores Secretario de la Defensa 
Nacional y Gobernador del estado de Guerrero, 
respetuosamente, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Secretario de la Defensa Nacional: 

PRIMERA. Gire sus instrucciones a efecto de 
que se integre y determine, conforme a Derecho, 
la averiguación previa 35ZM/06/2002, atendien­
do a las consideraciones expuestas en el apartado 
de Observaciones del presente documento. 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones a efecto de 
que se dé vista al Órgano de Inspección y Con­
traloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexi­
cana, por la referida negativa de proporcionar de 
manera oportuna una copia de las documentales 
ministeriales solicitadas por esta Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a efecto de 
que, en términos de lo señalado en el apartado 
de observaciones de la presente Recomendación, 
se inicie un procedimiento administrativo de res­
ponsabilidades respecto de las omisiones en que 
ha incurrido el agente del Ministerio Público 
militar encargado de la integración de la averi­
guación previa 35ZM/06/2002. 

A usted, señor Gobernador del estado de Gue­
rrero: 

CUARTA. Gire sus instrucciones a efecto de que, 
en términos de lo señalado en el apartado de ob­
servaciones de la presente Recomendación, se ini­
cie un procedimiento administrativo de responsa­

bilidades respecto de las deficiencias y omisiones 
en que incurrieron los servidores públicos adscri­
tos a la Dirección General de Servicios Periciales 
de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Guerrero, encargados del tratamiento y aná­
lisis de las muestras tomadas a la agraviada. 

La presente Recomendación, de acuerdo con 
lo mandado por el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental de hacer una de­
claración en relación con las conductas asu­
midas por los servidores públicos respecto a las 
facultades y obligaciones que expresamente le 
confiere la normatividad establecida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo II, 
de la Ley de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre 
la aceptación de esta Recomendación, en su caso, 
nos sea informada dentro del término de 15 días 
hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamen­
to jurídico, le pido que las pruebas correspon­
dientes al cumplimiento de la Recomendación 
que se le dirige se envíen a esta Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos dentro de un tér­
mino de 15 días hábiles siguientes a la fecha en 
que haya concluido el plazo para informar sobre 
la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará a lu­
gar a que se interprete que la presente Recomen­
dación no fue aceptada, por lo que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos quedará en 
libertad para hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 

El Presidente de la Comisión Nacional
 
Rúbrica
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